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RV: PROCESO NULIDAD 11001333400420210015600 JUZGADO 4 ADTVO Contestación
de demanda- Descorre traslado escrito de coadyuvancia

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 9/12/2021 9:50 AM
Para:  Juzgado 04 Administrativo Seccion Primera - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin04bta@notificacionesrj.gov.co>

7 archivos adjuntos (11 MB)
CONTESTACIÓN DEMANDA PROCESO NULIDAD 2021-00156.pdf; Estudio demostrativo para la constitución de la Agencia de
Analítica de Datos -Ágata-.pdf; Exposición de motivos - DECRETO 272 DE 2020.pdf; MemoLegalidadPDAgata.pdf; ESTATUTOS
ÁGATA.pdf; Auto NIEGA MEDIDA CAUTELAR EN PROCESO 2020-00171 ART 145 PDD.pdf; AUTO 20 DE SEPTIEMBRE TAC
APELACIÓN LEVANTA SUSPENSIÓN ART 91 PDD.pdf;

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
RJLP

De: Alvaro Ardila Mora <aardilam@secretariajuridica.gov.co>

Enviado: martes, 7 de diciembre de 2021 4:12 p. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: atelca.etb@gmail.com <atelca.etb@gmail.com>; gonzaloalvarezhenao@gmail.com
<gonzaloalvarezhenao@gmail.com>; gonzaloalvarezhenao@yahoo.es <gonzaloalvarezhenao@yahoo.es>;
mamendoza@procuraduria.gov.co <mamendoza@procuraduria.gov.co>

Asunto: PROCESO NULIDAD 11001333400420210015600 JUZGADO 4 ADTVO Contestación de demanda- Descorre
traslado escrito de coadyuvancia
 
Bogotá D.C.     
 
Doctor
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN
Juez 4º administrativo del Circuito de Bogotá
E.                              S.                                  D.
Correo electrónico: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
 
Referencia:
 
Referencia:

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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EXPEDIENTE No. 11001-3334-004-2021-00156-00
MEDIO DE CONTROL Nulidad Simple

ACCIONANTE Asociación Nacional de Técnicos en Telefonía y
Comunicaciones Afines -ATELCA

DEMANDADO Bogotá D.C.
DISPOSICIÓN DEMANDADA Decreto 272 de 2020

ASUNTO Contestación de demanda- Descorre traslado escrito de
coadyuvancia

 
 
ALVARO ARDILA MORA, identificado como aparece al pie de mi firma, obrando como apoderado reconocido del
Distrito Capital en el proceso de la referencia, respetuosamente me permito dar contestación a la demanda de
nulidad presentada contra el Decreto 272 de 2020 “Por medio del cual se autoriza la constitución de la Agencia de
Analítica de Datos “Ágata” y se dictan otras disposiciones”, por encontrarme dentro del término que para ese
efecto prevé el artículo 172 del C.P.A.C.A., plazo cuyo cómputo fue reanudado conforme lo dispuso su despacho
mediante el artículo tercero del auto del 25 de noviembre de 2021.
 
Igualmente, procedo a descorrer el traslado del escrito de coadyuvancia presentado por el señor Gonzalo Álvarez
Henao, calidad que le reconoció su despacho conforme lo decidido en el artículo cuarto del auto de trámite al que

acaba de hacerse referencia
[3]

, según lo dispuso el artículo séptimo del proveído en comento.

Cordial saludo, 

ALVARO ARDILA MORA
PROFESIONAL ESPECIALIZADO
DIRECCIÓN DISTRITAL DE GESTIÓN 
JUDICIAL 

Email: aardilam@secretariajuridica.gov.co

Secretaría Jurídica Distrital - Alcaldía Mayor de
Bogotá 
Tel: (571) 381 3000 EXT: 1662
Sede principal: Carrera 8 No. 10 - 65

Declaración de Confidencialidad
La información aquí contenida es para uso exclusivo de la persona o entidad de destino. Está estrictamente prohibida
su utilización, copia, descarga, distribución, modificación y/o reproducción total o parcial, sin el permiso expreso de la
Secretaría Jurídica Distrital de Bogotá, pues su contenido puede ser de carácter confidencial y/o contener material
privilegiado. Si usted recibió esta información por error, por favor contacte en forma inmediata a quien la envió, borre
este material de su computador y absténgase de usarlo, copiarlo o divulgarlo. La Secretaría Jurídica Distrital de
Bogotá,  no es responsable por la información contenida en esta comunicación, el directo responsable es quien la
firma o el autor de la misma. Conozca nuestra política de seguridad de la Información y protección de datos
personales, de acuerdo a lo establecido en la Ley 1581 de 2012 en: http://secretariajuridica.gov.
/transparencia/mecanismos-contacto/proteccion-datos-personales   

mailto:myortizl@secretariajuridica.gov.co
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Bogotá D.C.  
 
Doctor 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 
Juez 4º administrativo del Circuito de Bogotá 
E.                              S.                                  D. 
Correo electrónico: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
Referencia: 
 

EXPEDIENTE No. 11001-3334-004-2021-00156-00 

MEDIO DE CONTROL Nulidad Simple 

ACCIONANTE 
Asociación Nacional de Técnicos en Telefonía y 
Comunicaciones Afines -ATELCA 

DEMANDADO Bogotá D.C. 

DISPOSICIÓN DEMANDADA Decreto 272 de 2020 

ASUNTO 
Contestación de demanda- Descorre traslado escrito de 
coadyuvancia 

 
 
ALVARO ARDILA MORA, identificado como aparece al pie de mi firma, obrando como apoderado 
reconocido del Distrito Capital en el proceso de la referencia, respetuosamente me permito dar 
contestación a la demanda de nulidad presentada contra el Decreto 272 de 2020 “Por medio del 
cual se autoriza la constitución de la Agencia de Analítica de Datos “Ágata” y se dictan otras 
disposiciones”, por encontrarme dentro del término que para ese efecto prevé el artículo 172 del 
C.P.A.C.A.1, plazo cuyo cómputo fue reanudado conforme lo dispuso su despacho mediante el 
artículo tercero del auto del 25 de noviembre de 20212.  
 
Igualmente, procedo a descorrer el traslado del escrito de coadyuvancia presentado por el señor 
Gonzalo Álvarez Henao, calidad que le reconoció su despacho conforme lo decidido en el artículo 
cuarto del auto de trámite al que acaba de hacerse referencia3, según lo dispuso el artículo séptimo 
del proveído en comento4. 
 
Para tal efecto, emito pronunciamiento en los siguientes términos: 

 
I. ACTO ACUSADO 

 
Se pretende en la demanda la declaratoria de nulidad de la integridad del Decreto 272 de 2020 
“Por medio del cual se autoriza la constitución de la Agencia de Analítica de Datos “Ágata” y se 
dictan otras disposiciones”, cuyo contenido es del siguiente tenor: 

 
“DECRETO 272 DE 2020 

  
(Diciembre 14) 

 
1 “ARTÍCULO  172. Traslado de la demanda. De la demanda se correrá traslado al demandado, al Ministerio Público y a los sujetos que, según la demanda o las 
actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del proceso, por el término de treinta (30) días, plazo que comenzará a correr de conformidad con lo 
previsto en los artículos 199 y 200 de este Código y dentro del cual deberán contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía, y en 
su caso, presentar demanda de reconvención.” 
2 Mediante el cual se resolvió denegar el recurso de reposición interpuesto por el apoderado del Distrito Capital, contra el auto admisorio de la demanda, y además 
resolvió, entre otras cosas: “TERCERO.- REANUDAR por Secretaría el conteo de términos de traslado de la demanda.” 
3 “CUARTO. – TENER como coadyuvante de la parte demandante al ciudadano Gonzalo Álvarez, conforme a lo expuesto en esta providencia.” 
4 “SÉPTIMO. – CORRER traslado a la parte demandada, al Agente del Ministerio Público y la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado de los nuevos cargos 
de nulidad formulados por el coadyuvante de la parte actora, obrante en los archivos “21CoadyuvanciaGonzaloAlvarez” “22CoadyuvanciaGonzaloAlvarez2”; por el 
término de 15 días, de conformidad con el numeral 1 del artículo 173 y el artículo 233 del C.P.A.C”. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Por medio del cual se autoriza la constitución de la Agencia de Analítica de Datos 

“Ágata” y se dictan otras disposiciones 
  

LA ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ, D.C. 
  

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial, las conferidas en 
los numerales 1 y 3 del artículo 38 del Decreto 1421 de 1993, el parágrafo del artículo 49 

de la Ley 489 de 1998 y, 
  

CONSIDERANDO: 
  
Que el artículo 113 de la Constitución Política establece que los órganos del Estado tienen 
funciones separadas, pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines, lo que 
constituye el principio de colaboración entre entidades, complementado con el artículo 209 que 
dispone que las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el 
adecuado cumplimiento de los fines del Estado. 
  
Que el artículo 97 de la Ley 489 de 1998 estableció la tipología de sociedad de economía 
mixta, como aquellas que se constituyen con aportes de capital estatal y de capital privado, así: 
  
“ARTÍCULO 97. SOCIEDADES DE ECONOMIA MIXTA. Las sociedades de economía mixta 
son organismos autorizados por la ley, constituidos bajo la forma de sociedades comerciales 
con aportes estatales y de capital privado, que desarrollan actividades de naturaleza industrial 
o comercial conforme a las reglas de Derecho Privado, salvo las excepciones que consagra la 
ley. 
  
Las inversiones temporales de carácter financiero no afectan su naturaleza jurídica ni su 
régimen. 
  
PARÁGRAFO. Los regímenes de las actividades y de los servidores de las sociedades de 
economía mixta en las cuales el aporte de la Nación, de entidades territoriales y de entidades 
descentralizadas, sea igual o superior al noventa (90%) del capital social es el de las empresas 
industriales y comerciales del Estado.” 
  
Que el parágrafo del artículo 49 de la Ley 489 de 1998 establece que la creación de las 
entidades descentralizadas indirectas, filiales de empresas industriales y comerciales del 
Estado y de las sociedades de economía mixta en el nivel territorial, requiere para su 
constitución, de la previa autorización del respectivo alcalde municipal o distrital, así: 
  
“Parágrafo. Las entidades descentralizadas indirectas y las filiales de las empresas industriales 
y comerciales del Estado y de las sociedades de economía mixta se constituirán con arreglo a 
las disposiciones de la presente ley, y en todo caso previa autorización del Gobierno Nacional 
si se tratare de entidades de ese orden o del Gobernador o el Alcalde en tratándose de 
entidades del orden departamental o municipal”. 
  
Que el artículo 50 ibídem establece los aspectos que deben contener los actos de creación de 
un organismo o entidad administrativa. 
  
Que el artículo 68 de la norma en comento dispone que las sociedades de economía mixta son 
entidades del sector descentralizado, con autonomía administrativa y patrimonio propio, sujetas 
a las reglas señaladas en la Constitución, la ley, el acto que las cree y sus estatutos internos. 
  



 

CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN: PÚBLICA 
2311520-FT-019 Versión 02 

Que conforme al artículo 69 de la disposición en referencia, el acto de creación de las 
entidades descentralizadas debe ir acompañado del estudio demostrativo que justifique la 
iniciativa, con la observancia de los principios señalados en el artículo 209 de la Constitución 
Política. 
  
Que el artículo 14 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 93 de la Ley 1474 de 
2011, dispone que: 
  
“Las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las Sociedades de Economía Mixta en 
las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), sus filiales y las 
Sociedades entre Entidades Públicas con participación mayoritaria del Estado superior al 
cincuenta por ciento (50%), estarán sometidas al Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, con excepción de aquellas que desarrollen actividades comerciales en 
competencia con el sector privado y/o público, nacional o internacional o en mercados 
regulados, caso en el cual se regirán por las disposiciones legales y reglamentarias aplicables 
a sus actividades económicas y comerciales (…)”. 
  
Que el artículo 3 del Acuerdo Distrital 257 de 2006, señala que la función administrativa distrital 
se desarrollará de acuerdo al interés general, a los fines del Estado Social de Derecho y 
atendiendo los principios de: “democratización y control social de la Administración Pública 
Distrital, moralidad, transparencia, publicidad, igualdad, imparcialidad, efectividad, economía, 
celeridad y buena fe, así como a los principios de distribución de competencias, coordinación, 
concurrencia, subsidiaridad y complementariedad”. 
  
Que el Acuerdo Distrital 761 de 2020 “Por medio del cual se adopta el Plan de desarrollo 
económico, social, ambiental y de obras públicas del Distrito Capital 2020-2024 “Un nuevo 
contrato social y ambiental para la Bogotá del siglo XXI”, consagró en el propósito 5 Construir 
Bogotá - Región con gobierno abierto, transparente y ciudadanía consciente el logro de ciudad 
29 “Posicionar globalmente a Bogotá como territorio inteligente (Smart City)”. 
  
Que el artículo 145 del Plan de Desarrollo Distrital autorizó la conformación de una sociedad 
por acciones vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor y domiciliada en la ciudad 
de Bogotá D. C., denominada Agencia de Analítica de Datos, así: 
  
“Artículo 145. Agencia de Analítica de Datos del Distrito. Autorizar  la conformación de una 
sociedad por acciones vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor y domiciliada en 
la ciudad de Bogotá D. C., denominada Agencia de Analítica de Datos, encargada de los 
procesos inherentes a la analítica de datos como la validación, recolección, integración, 
almacenamiento, depuración, estandarización, tratamiento, procesamiento, enriquecimiento, 
visualización y analítica multifinalitaria de datos estructurados y no estructurados del Distrito 
Capital e información pública y privada, preservando la observancia de los principios y normas 
de protección de datos personales, de conformidad con lo dispuesto en las Leyes 1581 de 
2012 y 1712 de 2014, y demás normas que regulan la materia. 
  
Igualmente, la Agencia de Analítica de Datos tendrá a su cargo la integración, articulación, 
centralización del almacenamiento de datos y analítica de estos entre los sectores de la 
administración distrital, las empresas privadas y la ciudadanía, aportando a la visión de Smart 
City y de transparencia de la Bogotá del siglo XXI.  Así mismo, la Agencia podrá comercializar 
los servicios de analítica. 
  
Podrán formar parte de esta sociedad, la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. 
ESP – ETB, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá ESP, el Grupo de Energía de 
Bogotá, la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, la Secretaría Distrital de 
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Planeación, Transmilenio S.A., la Empresa Metro de Bogotá S.A. y las demás entidades 
públicas del orden distrital, del sector central y descentralizado que, por competencia, estatutos 
y productos, estén autorizadas para hacer parte de esquemas societarios y contribuyan al 
desarrollo y fortalecimiento del objeto de la sociedad. 
  
El régimen jurídico de la sociedad, así como el relativo a sus aportes, será el dispuesto por la 
Ley 489 de 1998, las normas comerciales y demás disposiciones aplicables, así como en sus 
estatutos sociales. 
  
Parágrafo 1. Se autoriza al Secretario(a) Distrital de Planeación y al director(a) de la Unidad 
Administrativa Especial de Catastro Distrital, para constituir la sociedad suscribiendo sus 
respectivas escrituras y estatutos sociales, así como para efectuar los aportes requeridos para 
la conformación de su capital social. 
  
Parágrafo 2. El proceso de conformación de la Sociedad Agencia de Analítica de Datos será 
liderado por la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. ESP. para lo cual aprovechará 
la institucionalidad e infraestructura de la misma. 
  
Parágrafo 3. Con el fin de promover la transparencia en la administración pública, la agencia 
de Analítica de Datos del Distrito podrá implementar tecnologías emergentes como ‘blockchain’ 
que garanticen la trazabilidad en los procesos contractuales y administrativos del distrito. 
  
Parágrafo 4. Al momento de su creación la Agencia de Analítica de Datos publicará sus 
políticas de privacidad, tratamientos de datos y seguridad de la información, así como los 
manuales de políticas y procedimientos aplicables para garantizar el deber de la protección de 
la información”. 
  
Que en sesión del 27 de octubre de 2020 –Acta No. 379-, la junta directiva de la Empresa de 
Telecomunicaciones de Bogotá S.A. E.S.P. aprobó la participación de la empresa en la 
conformación, creación y constitución de la sociedad pública por acciones denominada 
Agencia de Analítica de Datos, en un porcentaje mayoritario en el capital suscrito y pagado. 
  
Que según certificación expedida por el secretario de la junta directiva del Grupo Energía 
Bogotá S.A. E.S.P., en sesión No. 1643 del 26 de noviembre de 2020 se autorizó al Grupo 
Energía de Bogotá S.A. E.S.P. para participar en el 40% de la estructura accionaria de la 
Agencia de Analítica de Datos. 
  
Que mediante Acuerdo No. 008 del 3 de diciembre de 2020 el Consejo Directivo de la Unidad 
Administrativa de Catastro Distrital aprobó la participación de la entidad en la conformación de 
la Agencia de Analítica de Datos, con una participación del 7%. 
  
Que a través del Acuerdo No. 55 del 29 de octubre de 2020, la junta directiva de la Empresa de 
Acueducto y Alcantarillado de Bogotá S.A. E.S.P. autorizó la participación de la empresa en la 
Agencia de Analítica de Datos, con un aporte de $364.000.000. 
  
Que por medio de comunicación con radicado 2-202062945 del 10 de diciembre de 2020 la 
Secretaría Distrital de Planeación certificó que cuenta con el presupuesto para participar en la 
Agencia de Analítica de Datos. 
  
Que mediante oficio con radicado 2020EE195440 del 10 de diciembre de 2020 la Secretaría 
Distrital de Hacienda otorgó el aval fiscal para la creación de la Agencia de Analítica de Datos, 
en el que se indica que “la Agencia no requerirá de recursos directos del presupuesto distrital, 
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sino que será financiada con los aportes de los accionistas para su funcionamiento inicial y 
deberá ser auto sostenible”. 
  
Que por todo lo anterior, resulta necesario que la alcaldesa mayor de Bogotá en cumplimiento 
de lo establecido en el parágrafo del artículo 49 de la Ley 489 de 1998 y en desarrollo de lo 
dispuesto en el artículo 145 del Acuerdo Distrital 761 de 2020 proceda a autorizar la 
constitución de la Agencia de Analítica de Datos, entidad descentralizada indirecta organizada 
en forma de sociedad de economía mixta. 
  
En mérito de lo expuesto, 
  

DECRETA: 
  

CAPÍTULO I 
  

Autorización para la constitución de la sociedad 
  
ARTÍCULO 1°. Autorización para la constitución. Autorizase la constitución de la sociedad 
pública, denominada Agencia de Analítica de Datos “Ágata”, como una sociedad de 
economía mixta, con patrimonio propio y autonomía administrativa, financiera y presupuestal, 
con domicilio en la ciudad de Bogotá y vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor 
de Bogotá D.C. 
  
ARTÍCULO 2°. Funciones Esenciales. De acuerdo con lo establecido en el artículo 145 del 
Acuerdo Distrital 761 de 2020, la Agencia de Analítica de Datos “Ágata” tendrá, entre otras, las 
siguientes funciones esenciales: 
  
(i) Participar en la formulación, coordinación y ejecución de las políticas, planes y programas 
Distritales destinados a fortalecer las capacidades institucionales del Distrito Capital en 
analítica, innovación y transformación digital para la toma de decisiones basadas en datos, 
bajo la orientación de los organismos y entidades distritales competentes. 
  
(ii) Participar en la definición de estándares para la calidad, uniformidad, protección, privacidad, 
seguridad e interoperabilidad de los datos del Distrito Capital en coordinación con los 
organismos y entidades distritales competentes, conforme a la normatividad vigente. 
  
(iii)  Promover la creación y fortalecimiento de alianzas y convenios de cooperación con 
entidades y actores del orden nacional e internacional, así como la gestión y consecución de 
recursos para su desarrollo en coordinación con los organismos y entidades distritales 
competentes. 
  
(iv) Ejecutar actividades de ofrecimiento, tratamiento, administración, comercialización de 
servicios de analítica de datos masivos y particulares para el sector público y el sector privado, 
entre los que se incluyen los sectores energéticos para el desarrollo de energías renovables 
y/o eficiencia energética. 
  
(v)  Celebrar alianzas tales como, “joint venture”, uniones temporales, consorcios y contratos de 
cuentas en participación; así como contratos de cualquier naturaleza jurídica respecto de la 
propiedad intelectual e industrial, tales como, marcas, derechos de autor, imagen, patentes, 
concesiones, representaciones, explotación de modelos, nombres comerciales o industriales, 
insignias, entre otros; para la investigación, consultoría o asesoría en materia de analítica de 
datos y la exploración y desarrollo de casos de usos relacionados con el objeto social. 
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(vi) Promover casos de uso de analítica en el distrito, especialmente relacionados con 
confianza en el gobierno y conciencia pública, mejora en procesos operacionales y retornos 
financieros atribuibles a la analítica. 
  
(vii) Priorizar y ejecutar procesos inherentes a la analítica de datos, como la validación, 
recolección, integración, almacenamiento, depuración, estandarización, tratamiento, 
procesamiento, enriquecimiento, visualización y analítica multifinalitaria de datos estructurados 
y no estructurados de los organismos, empresas de servicios públicos y entidades del Distrito 
Capital de Bogotá e información pública y privada; preservando la observancia de los principios 
y normas de protección de datos personales. 
  
(viii) Garantizar el acceso a los datos e información del sector central, del sector 
descentralizado, de las localidades, entidades adscritas y vinculadas a la Alcaldía Mayor de 
Bogotá o cualquiera de sus dependencias, necesarios para la exploración o desarrollo de los 
casos de uso. 
  
(ix) Generar e implementar modelos, métodos, plataformas e instrumentos para el desarrollo de 
capacidades y competencias tecnológicas en el uso y análisis de los datos y su aplicación en la 
atención de las necesidades del sector público, el sector privado y la ciudadanía en general. 
  
(x)  Contribuir con el uso y aprovechamiento de datos abiertos, tanto públicos como privados, 
bajo estándares de calidad y transparencia, que fomenten la toma de decisiones basadas en 
datos. 
  
(xi) Conjuntamente con las entidades responsables del orden administrativo, participar en la 
formulación de las políticas, planes y programas sectoriales y coadyuvar, en desarrollo de su 
objeto social, al logro de las metas y objetivos de su sector administrativo, conforme con el 
artículo 27 del Acuerdo 257 de 2006 y demás normas que lo modifiquen o complementen. 
  
(xii) Ejecutar todos los actos y celebrar todos los acuerdos, convenios, contratos, asociaciones 
y negocios jurídicos que sean necesarios para el adecuado cumplimiento de su objeto social. 
  
PARÁGRAFO. Adicionalmente, los accionistas podrán incluir en los estatutos sociales 
respectivos, las actividades relacionadas, conexas, complementarias, necesarias o 
convenientes, que se requieran para cumplir el objeto social de la empresa. 
  
ARTÍCULO 3°. Objeto. La Agencia de Analítica de Datos “Ágata” tendrá por objeto lo 
establecido en el artículo 145 del Acuerdo Distrital 761 de 2020 y para el desarrollo del mismo 
podrá adelantar las siguientes actividades principales, sin perjuicio de aquellas relacionadas, 
conexas, complementarias, necesarias o convenientes, que sus accionistas definan en los 
estatutos sociales respectivos: 
 
(i) Todo lo concerniente con los procesos inherentes a la analítica de datos como la validación, 
recolección, integración, almacenamiento, depuración, estandarización, tratamiento, 
procesamiento, enriquecimiento, visualización y analítica multifinalitaria de datos estructurados 
y no estructurados del Distrito Capital e información pública y privada, preservando la 
observancia de los principios y normas de protección de datos personales; 
  
(ii) Todo lo concerniente con la integración, articulación, centralización del almacenamiento de 
datos y analítica de estos entre los sectores de la administración del Distrito de Bogotá, las 
empresas privadas y la ciudadanía, aportando a la visión de Smart City y de transparencia de 
la Bogotá del siglo XXI; 
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(iii) La comercialización de los servicios de analítica de datos; 
  
(iv) Todas las actividades relacionadas con el manejo de datos; 
  
(v) El desarrollo, montaje, puesta en operación, parametrización, soporte, entrenamiento, 
mantenimiento, mejoramiento, actualización y a prestación de otros servicios de naturaleza 
técnica y tecnológica exclusivamente de plataformas e infraestructuras tecnológicas, basadas 
en elementos de hardware y software, propios o de terceros, que tengan como propósito u 
objetivo la analítica de datos, por medio de los cuales se puedan gestionar datos; 
  
(vi) La prestación de servicios de soporte técnico a diferentes ecosistemas de colaboración 
entre organizaciones o empresas que requieran integrar recursos y procesos para el 
desarrollo, distribución y servicio de analítica de datos; 
  
(vii) La elaboración de análisis operativos y técnicos, creación de prototipos, desarrollo de 
software, interfaces, certificaciones, documentación, gestión, autorización y almacenamiento 
de datos para poner en marcha aplicaciones tecnológicas de diversa naturaleza para apoyar 
procesos a terceros; 
  
(viii) Cualquier servicio técnico o tecnológico, incluidos servicios de consultoría, relacionado con 
las actividades descritas. 
  
(ix) Participar conjuntamente con las entidades responsables del orden administrativo en la 
formulación de las políticas, planes y programas sectoriales y coadyuvar, en desarrollo de su 
objeto social, al logro de las metas y objetivos de su sector administrativo, conforme con el 
artículo 27 del Acuerdo Distrital 257 de 2006 y demás normas que lo modifiquen o 
complementen. 
  
(x)  Promover e incorporar el uso de tecnologías emergentes. 
  
PARÁGRAFO: La Agencia establecerá las medidas y protocolos necesarios que garanticen la 
protección de los datos, incluyendo los datos personales que se traten en virtud del 
cumplimiento de sus funciones e incorporará medidas y controles de seguridad y privacidad de 
la información adecuados que, con un enfoque de responsabilidad reforzada e identificación, 
prevención, mitigación y gestión de riesgos, garantice la transparencia en el uso de los datos, 
así como la circulación restringida y la confidencialidad de los mismos, de acuerdo con las 
buenas prácticas internacionales y conforme con lo dispuesto en las Leyes 1266 de 
2008, 1581 de 2012 y 1712 de 2014 y demás normas que regulan la materia. 
  

CAPÍTULO II 
  

De sus accionistas, capital, régimen jurídico y órganos de dirección 
  
ARTÍCULO 4°. Accionistas. Autorizase que la sociedad pública por acciones denominada 
Agencia de Analítica de Datos “Ágata”, sea constituida por los siguientes accionistas, y en las 
siguientes proporciones: 
  

Nombre del Accionista 

Porcentaje de 
participación en el 
capital de la sociedad 
Agencia de Analítica 
de Datos “Ágata” 
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Empresa de 
Telecomunicaciones de 
Bogotá S.A. E.S.P. 

51% 

Grupo Energía Bogotá 
S.A. E.S.P. 

40% 

Unidad Administrativa 
Especial de Catastro 
Distrital 

7% 

Empresa de Acueducto y 
Alcantarillado de Bogotá 
S.A. E.S.P. 

1% 

Secretaría Distrital de 
Planeación 

1% 

Total: 100% 

  
PARÁGRAFO. Las anteriores participaciones accionarias podrán modificarse conforme con los 
procesos de capitalización que adelanten sus accionistas bajo sus estatutos sociales o las 
operaciones de venta de acciones entre los mismos accionistas u otras entidades que 
pertenezcan al Distrito Capital, ya sean del sector central y descentralizado, conforme con las 
leyes aplicables. 
  
ARTÍCULO 5º. Capital. El capital suscrito y pagado de la Agencia de Analítica de Datos 
“Ágata” será pagado y apropiado por sus accionistas conforme con sus presupuestos, 
reglamentos y procedimientos internos. 
  
ARTÍCULO 6°. Régimen jurídico de la Agencia de Analítica de Datos “Ágata”. El régimen 
jurídico aplicable a la Agencia de Analítica de Datos “Ágata” será el régimen de derecho 
privado, atendiendo su naturaleza de sociedad de economía mixta y la participación de capital 
privado en su composición accionaria, conforme lo dispuesto en el artículo 97 de la Ley 489 de 
1998, el artículo 457 del Código de Comercio y el artículo 14 de la Ley 1150 de 2007. 
  
ARTÍCULO 7º. Órganos de dirección y administración. Los órganos de dirección y 
administración de la Agencia de Analítica de Datos “Ágata” serán la Asamblea de Accionistas, 
la Junta Directiva y el representante legal o gerente, y sus suplentes, todo lo cual se regulará 
en cuanto a funciones, limitaciones, derechos y obligaciones, en sus estatutos sociales. 
Adicionalmente, conforme con las normas aplicables, la Asamblea de Accionistas de la 
Agencia de Analítica de Datos “Ágata” designará un revisor fiscal. 
  

CAPÍTULO III 
  

Disposición final 
  
ARTÍCULO 8º. Facultad General. Otorgase a la Agencia de Analítica de Datos “Ágata” la 
facultad general y expresa para que en función de su objeto social y sus funciones esenciales, 
pueda requerir, a cualquier entidad u organismo del Distrito Capital de Bogotá, del sector 
central, del sector descentralizado o el de las localidades, la transferencia de los datos y las 
bases de datos que se encuentren en poder de estas, con el fin de realizar el tratamiento de 
los datos de conformidad con los fines establecidos en el presente decreto, con observancia de 
los principios constitucionales y normas de protección de datos personales y confidencialidad 
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de la información pública, de acuerdo con las leyes 1581 de 2012, 1712 de 2014 y demás 
normas aplicables, o las que las modifiquen o sustituyan. 
  
ARTÍCULO 9°. Vigencia. El presente decreto rige a partir del día siguiente a su publicación. 
  

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE. 
  

Dado en Bogotá, D.C., a los 14 días del mes de diciembre del año 2020 
  

CLAUDIA NAYIBE LÓPEZ HERNÁNDEZ 
  

Alcaldesa Mayor de Bogotá D.C. 
  

MARGARITA BARRAQUER SOURDIS 
  

Secretaria General” 
 
 

II. DISPOSICIONES VIOLADAS Y CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 
  

Cabe destacar en primer lugar que en el líbelo introductorio, pese a enumerar como normas 
presuntamente violadas por el decreto demandado los “…artículos 2, 3, 13, 23, 29, 133, 169, 259, 
209, 313.3.6 y 340 de la Constitución Política, 39 de la Ley 152 de 1994, 3, 49, 50, 68, 69 y 98 de 
la Ley 489 de 1998, 72 y 77 de la Ley 136 de 1994, Ley 134 de 1994, 9, 13 y 55 del Decreto 1421 
de 1993.”, el actor se limita a señalar en este acápite que se desconocieron los artículos 3º 
constitucional debido a que la representación ciudadana entregada a la alcaldesa fue ejercida en 
forma caprichosa, 13 de la Carta porque la agencia de datos fue creada sin autorización legal y sus 
socios escogidos en forma directa, 29 por falta de garantía al debido proceso, y 313.3, 315.1 
puesto que no se tuvo en cuenta la autorización que debía otorgar el Concejo a la Alcaldesa y 
tampoco se dio cumplimiento a lo previsto en el artículo 145 del Acuerdo 761 de 20205. 
 
Esa falta de claridad en el planteamiento de los hechos y el desarrollo del concepto de la violación 
motivó la expedición del auto inadmisorio de la demanda6 a través del cual su despacho le ordenó 
a la parte actora corregir sustancialmente los referidos ítems del libelo con el fin de acreditar el 
cumplimiento de los requisitos mínimos de la demanda que consagra el artículo 162 de la Ley 1437 
de 20117, C.P.A.C.A. 
 
Dicho lo anterior, resulta necesario hacer hincapié en que, al referirse a los hechos de la demanda 
inicial, el accionante en realidad plantea una serie de cargos o imputaciones jurídicas contra el 
Decreto 272 de 2020, que a efectos de sintetizar los planteamientos sobre el concepto de la 
violación, serán citados como sustento de la presunta inconformidad del acto controvertido con las 
nomas citadas en precedencia. 
 
Es así como el “CARGO PRIMERO” de la demanda se dirige a señalar la ilegalidad de ese acto 
administrativo, pues a juicio del actor, el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, expedido por el 
Concejo de Bogotá, no autorizó a la alcaldesa mayor o al “…Distrito…” para constituir o crear la 
Agencia Analítica de Datos como entidad descentralizada, circunstancia que considera se pone de 
manifiesto como quiera que el marco jurídico del Decreto 272 de 2020 no “cita” la referida 

 
5 “Por medio del cual se adopta el Plan de desarrollo económico, social, ambiental y de obras públicas del Distrito Capital 2020-2024 “Un nuevo contrato social y 
ambiental para la Bogotá del siglo XXI” 
6 Auto del 20 de mayo de 2021 
7 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.” 
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disposición del Plan Distrital de Desarrollo 2020-2024, y en cambio hace referencia a otras 
disposiciones. 
 
Señala el actor en este mismo hecho, al que como se indicó, denomina “CARGO PRIMERO”, que 
la alcaldesa consideró en forma errada que el artículo 49 de la Ley 489 de 19988, la autorizaba 
para expedir el decreto demandado, ordenando la constitución de una entidad descentralizada 
indirecta, omitiendo que para ese efecto es necesario agotar dos (2) etapas atendiendo la 
distinción entre el acto de constitución y el acto constitutivo. 
 
Para apoyar ese argumento el actor cita un concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil del 
Consejo de Estado9, de acuerdo con el cual la creación de entidades indirectas en el Distrito 
Capital debe ser expresamente autorizada por el Cabildo de la ciudad a iniciativa del alcalde, 
conforme lo prevén los artículos 12 (numeral 9) y 13 del Decreto 1421 de 199310, pero además, 
para celebrar el acto de constitución, la entidad debe contar con la autorización de que trata el 
parágrafo del artículo 49 de la Ley 489 de 1998. 
 
Para el demandante, el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, fue incluido en el Decreto 272 de 
2020 únicamente a manera de referencia, pues no se tuvo en cuenta su contenido y alcance, 
porque reitera, para ejercer la facultad de constitución o creación de sociedades de economía 
mixta a que alude el parágrafo del artículo 49 de la Ley 489 de 1998, se hacía necesario que la 
alcaldesa contara con autorización expresa del Concejo. 
 
Como “CARGO SEGUNDO” de los hechos el demandante sostiene que se configura ilegalidad del 
acto administrativo cuestionado toda vez que el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020 autorizó la 
conformación de una sociedad por acciones vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía 
Mayor, con domicilio en Bogota y denominada Agencia Analítica de Datos, pero no determinó la 
naturaleza jurídica de la esa sociedad, y hace hincapié en que el citado precepto del Plan Distrital 
de Desarrollo no autorizó al Distrito o a la Alcaldesa para la conformación de la agencia. 
 
En criterio del actor, pese a que en el Decreto 272 de 2020 se hace referencia al artículo 50 de la 
Ley 489 de 199811, la alcaldesa de Bogotá no le dio cumplimiento a tal disposición puesto que 
según esa norma la creación de un organismo o entidad administrativa debe tener una fuente legal 
y para el caso del acto administrativo en cuestión, su conformación debió ser autorizada mediante 
un acuerdo distrital. 
 
Un “TERCER CARGO” que de manera inapropiada se formula en la sección de hechos de la 
demanda, corresponde a una supuesta ilegalidad por desviación de poder, que el actor hace 
consistir en que la autorización para la conformación de la sociedad Analítica de Datos y suscribir 
las correspondientes escrituras y estatutos, así como para efectuar los aportes necesarios para la 
constitución del capital social, contenida en el primer parágrafo del artículo 145 del Acuerdo 761 de 
2020, fue otorgada directamente al Secretario(a) Distrital de Planeación y al Director(a) de la 

 
8 “Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas 
generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones.” 
9 Radicado número: 11001-03-06-000-2007-00066-00(1844) 
10 “Por el cual se dicta el régimen especial para el Distrito Capital de Santafé de Bogotá” 
11 “ARTÍCULO  50.- Contenido de los actos de creación. La ley que disponga la creación de un organismo o entidad administrativa deberá determinar sus objetivos 
y estructura orgánica, así mismo determinará el soporte presupuestal de conformidad con los lineamientos fiscales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. La 
estructura orgánica de un organismo o entidad administrativa comprende la determinación de los siguientes aspectos: 1. La denominación. 2. La naturaleza jurídica y 
el consiguiente régimen jurídico. 3. La sede. 4. La integración de su patrimonio. 5. El señalamiento de los órganos superiores de dirección y administración y la forma 
de integración y de designación de sus titulares, y 6. El Ministerio o el Departamento Administrativo al cual estarán adscritos o vinculados. PARÁGRAFO .- Las 
superintendencias, los establecimientos públicos y las unidades administrativas especiales estarán adscritos a los ministerios o departamentos administrativos; las 
empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta estarán vinculadas a aquellos; los demás organismos y entidades estarán 
adscritos o vinculados, según lo determine su acto de creación.” 
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Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, pero no al Distrito o a la burgomaestre 
capitalina. 
 
La misma circunstancia con la que se sustentaron los dos (2) cargos previos, esto es, la eventual 
falta de autorización o competencia de la alcaldesa para autorizar la constitución de la Agencia 
Analítica de Datos, se utiliza como fundamento de este tercer cargo por desviación de poder, que 
según el accionante consistió en el quebrantamiento por parte del Decreto 272 de 2020 de las 
competencias constitucionalmente atribuidas por el artículo 315.1 superior a los alcaldes12 para 
cumplir las leyes, los decretos del gobierno, las ordenanzas y los acuerdos, precepto en virtud del 
cual la alcaldesa estaba obligada a acatar el artíuclo 145 del Acuerdo 761 de 2021, pese a lo cual 
decidió “…actuar por su cuenta”. 
 
El “CUARTO CARGO” que se propone como hecho de la demanda también corresponde a una 
eventual ilegalidad por desviación de poder, para lo cual se invoca el parágrafo segundo del 
artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, según el cual el proceso de conformación de la Sociedad 
Agencia Analítica de Datos será liderado por la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. 
ESP, disposición que la parte demandante estima desconocida puesto que a su juicio, la alcaldesa 
creó directamente una entidad pública por acciones, omitiendo que lo previsto en el Plan Distrital 
de Desarrollo esa constituir una sociedad de economía mixta, asunto en torno al cual agrega que el 
parágrafo del artículo 49 de la Ley 489 de 1998, no hace referencia a sociedades públicas por 
acciones. 
 
Por otra parte, el actor alude al artículo 4º del Decreto 272 de 2020 para indicar que, aunque ese 
precepto se ocupa de autorizar la conformación de una sociedad pública por acciones, dispone 
simultáneamente su creación, estableciendo la participación de sociedades de economía mixta y 
de dos (2) entidades del Distrito que afirma no podían participar en la sociedad, por carecer de 
personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, circunstancia que configuró un 
“acto antijurídico”. 
 
Al parecer como parte de los hechos de la demanda, el representante de ATELCA alude al 
derecho de petición que esa agremiación radicó en la Alcaldía Mayor solicitando el estudio 
demostrativo que justificara la creación de la Agencia Analítica de Datos, así como a la respuesta 
que emitió la Secretaría General de la Alcaldía Mayor. 
 
Sostiene el actor en el escrito de demanda, que el Decreto 272 de 2020, se opone a lo previsto por 
el artículo 98 de la Ley 489 de 199813, que establece las condiciones de participación de las 
entidades públicas en las sociedades de economía mixta, aunque no sustenta la forma en que ese 
acto administrativo incurrió en violación de esa norma, salvo el señalamiento de que no existe 
certeza respecto a si la agencia creada corresponde a una sociedad de economía mixta o una 
sociedad pública por acciones, y a reiterar la eventual imposibilidad de que la Unidad 
Administrativa Especial de Catastro y la Secretaría Distrital de Planeación pudieran hacer parte de 
la agencia analítica de datos, por carecer de personería jurídica, autonomía administrativa y 
patrimonio propio. 
 
En este sentido, el demandante manifiesta que el citado artículo 98 de la Ley 489 de 1998, hace 
referencia a la participación del Estado en entidades públicas, pero no a secretarías o empresas 

 
12 “ARTÍCULO   315. Son atribuciones del alcalde: 1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, la ley, los decretos del gobierno, las ordenanzas, y los acuerdos del 
concejo.” 
13 “ARTÍCULO  98.- Condiciones de participación de las entidades públicas. En el acto de constitución de toda sociedad de economía mixta se señalarán las 
condiciones para la participación del Estado que contenga la disposición que autorice su creación, el carácter nacional, departamental, distrital o municipal de la 
sociedad; así como su vinculación a los distintos organismos para efectos del control que ha de ejercerse sobre ella.” 
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donde posea acciones, y señala que la composición accionaria de la agencia analítica de datos 
como sociedad de economía mixta, no establece cuál es la participación accionaria del Distrito y de 
los particulares. 
 
Para la parte actora si bien el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020 estableció que el régimen 
jurídico de la sociedad, sus aportes y estatutos sería el establecido por la Ley 489 de 1998, las 
normas comerciales y demás disposiciones que resulten aplicables, el artículo 6º del Decreto 272 
de 2020, del cual transcribe su contenido, presenta discrepancias frente a lo previsto por el 
Concejo, pero nuevamente, no indica puntualmente esas divergencias, y termina por concluir que 
ninguna de las dos normas señaló las condiciones “…para la participación del Distrito en la 
sociedad que autorizaron o crearon directamente.” 
 
CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN EN LA SUBSANACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Según se indicó en precedencia, el despacho inadmitió la demanda y le solicitó al actor, entre otras 
cosas, efectuar la corrección de la demanda “…en el sentido de realizar el acápite de hechos en el 
que se limite a los eventos fácticos que motivan la interposición de la demanda, evitando 
realizar apreciaciones de orden subjetivo y jurídico, las cuales deberán obrar en el acápite que 
corresponde a los fundamentos de derecho y el concepto de la violación.” (El resalto es parte del 
texto) 
 
Adicionalmente, en cuanto tiene que ver con los fundamentos de derecho el juzgado precisó que 
“…es necesario que el demandante precise y organice los cargos, el fundamento de derecho, el 
concepto de violación y las normas violadas, teniendo en cuenta que se encuentran esgrimidos por 
todo el cuerpo del documento de la demanda.”. 
 
No obstante, al subsanar la demanda el representante de ATELCA nuevamente omite presentar 
verdaderos supuestos fácticos de la pretensión de nulidad, y en lo referente a los hechos continúa 
formulando cargos difusos contra el decreto acusado por lo que considera una violación del artículo 
145 del Pan Distrital de Desarrollo, de la Ley 489 de 1998 e incluso del Estatuto Orgánico de 
Bogotá. 
 
Es así como ataca el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, señalando que la autorización allí 
contenida para conformar una sociedad por acciones vinculada a la Secretaría General de la 
Alcaldía, no determinó la naturaleza jurídica de la agencia analítica de datos, y recalca que tal 
autorización estaba dirigida al secretario de Planeación y al Director de Catastro, pese a lo cual la 
sociedad fue creada directamente por la alcaldesa.   
 
Por otra parte, afirma que, aunque el parágrafo segundo del artículo 145 del acuerdo 761 de 2020 
prevé que le Empresa de Telecomunicaciones de Bogota S.A ESP, lideraría el proceso de 
conformación de la agencia analítica de datos, de acuerdo con el artículo 4º del Decreto 272 de 
2020, que determinó los accionistas de esa sociedad y su porcentaje accionario, esta empresa 
adquirió el carácter de accionista mayoritaria. 
 
Reitera el actor que el marco jurídico del Decreto 272 de 2020. no hizo referencia al artículo 145 
del Plan Distrital de Desarrollo, lo que a juicio vulnera el artículo 169 constitucional, según el cual el 
título de las leyes deberá corresponder a su contenido, y considera que ese acto administrativo 
tampoco determinó la naturaleza jurídica de la sociedad que se autoriza constituir. 
 
En la sección de “CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN” incluida en el escrito de subsanación de la 
demanda la parte actora se limitó a manifestar que:  
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“Por economía procesal no seré muy explícito al señalar la violación a las normas 
mencionadas anteriormente, con la expedición del acto administrativo atacado, entre 
otras cosas, por falsa motivación y por violar el artículo 13 Superior que trata del derecho la 
igualdad. 
 
(…) 
 
La violación del artículo 50 de la Ley 489 de 1998, pues se cita como norma habilitante, 
pero no se cumple en su integridad, empezando porque quien dispone la creación de un 
organismo es la ley o en el caso que nos ocupa, el Acuerdo Distrital y no la señora 
Alcaldesa Mayor de Bogotá: 
 
(…) 
 
El decreto 272 de 2020 de la Alcaldía de Bogotá, a todas luces resulta contrario al artículo 
98 de la Ley 489 de 1998, puesto que establece con claridad meridiana las condiciones 
para que el Estado pueda participar en sociedades por acciones en donde exista 
participación privada, pero la norma atacada no fija ningún requisito para la participación 
del Distrito Capital en la Agencia Analítica de datos ni cuánto es el porcentaje accionarios, 
pues está diseminado en todas las sociedades que la conforman: 
 
(…) 
 
La Agencia Analítica de Datos del Distrito, tiene más parecido a una asociación de 
entidades con personería jurídica que a una sociedad pública o de economía mixta. En 
este punto no existe claridad.” (Resaltado extratexto) 

 
 

III. CONSIDERACIONES DEL DISTRITO CAPITAL 
 

1. Frente a la pretensión 
 
Me opongo a la pretensión formulada en la demanda a título de “declaración”, en el sentido de que 
se declare la nulidad del Decreto 272 de 2020 “Por medio del cual se autoriza la constitución de la 
Agencia de Analítica de Datos “Ágata” y se dictan otras disposiciones”, como quiera que ese acto 
administrativo fue emitido por la Alcaldesa Mayor de Bogotá en desarrollo de sus competencias 
constitucionales y legales, y en armonía con la autorización previamente otorgada por el Concejo 
de Bogota, a través del artículo 145 del Acuerdo 761 de 2021, pero además, porque la entidad 
descentralizada indirecta cuya conformación se avaló bajo el esquema de una sociedad de 
economía mixta, se estructuró de conformidad con las normas que reglamentan la asociación de 
entidades públicas contenidas en la Ley 489 de 1998, el Código de Comercio y demás 
disposiciones aplicables en esta materia.  
 
 

2. Frente a los hechos de la demanda inicial. 
 
Al hecho denominado “CARGO PRIMERO”: No es un hecho, corresponde a una imputación 
jurídica de carácter subjetivo que carece de veracidad como quiera que, contrario a lo que sostiene 
el actor, la autorización contenida en el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, sí habilitaba a la 
alcaldesa mayor para avalar la creación de la Agencia Analítica de Datos Ágata, con el carácter de 
sociedad por acciones que se constituiría en los términos de la Ley 489 de 1998, y demás 
disposiciones comerciales aplicables a este tipo de entes, tal como se detallará al emitir 
pronunciamiento sobre el concepto de la violación. 
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Para ejercer la autorización otorgada por el Concejo, la alcaldesa del D.C. se amparó además en 
las atribuciones que el artículo 38 del Decreto Ley 1421 de 199314 le otorga, entre otros asuntos, 
para hacer cumplir los acuerdos del Concejo (numeral 1)15, así como para liderar la acción 
administrativa del Distrito y asegurar la prestación de los servicios a su cargo (numeral 3)16, y para 
ejercer la potestad reglamentaria mediante la expedición de los actos administrativos necesarios 
para que se cumplan los acuerdos (numeral 4)17, en este caso, a través de expedición del decreto 
acusado, autorizando la conformación de la Agencia Analítica de Datos Ágata, encargada de 
facilitar la integración y análisis de grandes volúmenes de datos que se generan desde los ámbitos 
funcionales de los sectores administrativos de Bogotá D.C. como educación, salud, seguridad, 
cultura, movilidad, economía, medio ambiente, energía, atención al ciudadano, planificación urbana 
y otros, de manera que la burgomaestre contaba con plena competencia para expedir el Decreto 
acusado. 
 
Al hecho denominado “CARGO SEGUNDO”: No es un hecho. Se trata de la imputación de 
ilegalidad al Decreto 272 de 2020, con base en el argumento de que al artículo 145 del Acuerdo 
761 de 2020, sólo autorizó la constitución de una sociedad por acciones vinculada a la Secretaría 
General de la Alcaldía Mayor, pero sin determinar la naturaleza jurídica de la sociedad, e 
igualmente omitió lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley 489 de 1998, afirmaciones que serán 
plenamente desvirtuadas en el pronunciamiento frente al concepto de ilegalidad. 
 
Al hecho denominado “CARGO TERCERO”: No es un hecho. La supuesta desviación de poder 
que se enrostra al Decreto 272 de 2020 derivada de la falta de autorización otorgada por el 
Concejo a la alcaldesa para constituir la agencia analítica de datos, no constituye un supuesto 
fáctico de la demanda, además de no corresponder a los criterios legales y jurisprudenciales que 
regulan ese vicio de los actos administrativos, como se indicará más adelante. 
 
Al hecho denominado El “CUARTO CARGO”: No es un hecho. Téngase en cuenta lo manifestado 
en la contestación del hecho anterior. 
 
No obstante, frente el supuesto fáctico que se refiere al derecho de petición que la parte 
demandante manifiesta haber radicado en febrero de 2021, en la Secretaría General de la Alcaldía 
Mayor, debe indicarse que no es cierto, toda vez que la respuesta emitida por la Oficina Asesora 
Jurídica de dicha secretaría, documento que se anexa en la demanda, por medio del cual se le 
hizo llegar a ATELCA el Documento Técnico de Soporte (DTS), denominado “Estudio Demostrativo 
para la Constitución de la Agencia Analítica de Datos -Ágata-“, reúne a cabalidad los requisitos 
previstos por el artículo 69 de la Ley 489 de 199818, para la conformación de entidades 
descentralizadas, y en tal virtud, constituyó un antecedente que justificó la expedición del Decreto 
242 de 2020. 
 
Lo anterior porque el referido estudio justificativo abordó temas sustanciales en torno a la 
conformación de esa sociedad, como las facultades del Concejo y la alcaldesa para autorizar su 
creación, el objeto y funciones esenciales de la agencia, su estructura orgánica, denominación, 
naturaleza jurídica, la integración de su patrimonio, los órganos de dirección y administración, la 

 
14 “Por el cual se dicta el régimen especial para el Distrito Capital de Santafé de Bogotá” 
15 “ARTICULO 38. Atribuciones. Son atribuciones del alcalde mayor: 1ª Hacer cumplir la Constitución, la ley, los decretos del Gobierno Nacional y los acuerdos del 
Concejo.”  
16 “3ª Dirigir la acción administrativa y asegurar el cumplimiento de las funciones, la prestación de los servicios y la construcción de las obras a cargo del Distrito”.  
17 “4ª Ejercer la potestad reglamentaria, expidiendo los decretos, órdenes y resoluciones necesarios para asegurar la debida ejecución de los acuerdos.”  
18 “ARTÍCULO  69.- Creación de las entidades descentralizadas. Las entidades descentralizadas, en el orden nacional, se crean por la ley, en el orden 
departamental, distrital y municipal, por la ordenanza o el acuerdo, o con su autorización, de conformidad con las disposiciones de la presente Ley. El proyecto 
respectivo deberá acompañarse del estudio demostrativo que justifique la iniciativa, con la observancia de los principios señalados en el artículo 209 de la 
Constitución Política.” 

  
 



 

CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN: PÚBLICA 
2311520-FT-019 Versión 02 

asamblea de accionistas, junta directiva, representante legal, el carácter de la vinculación a la 
Secretaría General y el soporte presupuestal. 
 
 

3. Frente a los hechos incluidos en la subsanación de la demanda 
 
Al hecho 1. Parcialmente cierto. El Plan de Desarrollo Distrital 2020-2024, fue expedido por el 
Concejo a iniciativa de la alcaldesa Distrital, en cumplimiento de sus funciones constitucionales y 
legales19, de manera que el artículo 145 del plan autorizó la constitución de la Agencia Analítica de 
Datos como sociedad por acciones sometida a las disposiciones de la Ley 489 de 1998 y demás 
normas aplicables, marco legal de regulación en virtud del cual no era necesario que ese precepto 
del Acuerdo 761 de 2020, adoptara otras directrices adicionales en relación con la “naturaleza 
jurídica” de la agencia, como lo reclama el actor, en torno al tipo de sociedad a conformar, 
entidades o sociedades que la integrarían, objetivos y/o funciones específicas, aportes y demás 
asuntos relativos a su creación.  
 
Estos asuntos sólo podían ser regulados a partir de la expedición del Decreto 272 de 2020, como 
en efecto ocurrió, toda vez que la Alcaldesa Mayor, en ejercicio de la autorización que le otorgó el 
cabildo distrital para avalar la creación de Ágata, actuando en el marco de sus facultades y con 
arreglo a lo previsto por la Ley 489 de 1998, y demás disposiciones aplicables en materia de 
conformación de entidades públicas de carácter asociativo, dispuso la conformación de dicha 
organización y emitió los lineamientos marco para su organización. 
 
Al hecho 2. No es un hecho.  Corresponde a la referencia literal al parágrafo del artículo 145 del 
Acuerdo 761 de 2020. 
 
En cualquier caso, en este punto es pertinente aclarar que al tenor de lo artículo 35 del Decreto 
1421 de 199320, la alcaldesa mayor ostenta la condición de primera autoridad administrativa y 
representante legal del distrito capital, calidad que junto con las demás competencias que le asigna 
el artículo 38 del Estatuto Orgánico de Bogotá, le otorgaba la facultad para emitir el acto 
administrativo controvertido por ATELCA, en virtud del cual, en armonía con la autorización previa 
que le entregó el Cabildo, se avaló la conformación de la Agencia Analítica de Datos, fijándole 
unas funciones esenciales y objeto acordes con la misionalidad prevista por el artículo 145 del 
Acuerdo 761 de 2021, señalando las entidades que integrarían la sociedad, junto con su porcentaje 
inicial de participación accionaria y precisando que su régimen jurídico sería el previsto por el 
artículo 97 de la Ley 489 de 1998, como sociedad de economía mixta y normas aplicables como el 
artículo 447 del Código de Comercio y el artículo 14 de la ley 1150 de 2007. 
 
Al hecho 3. No es un hecho. Se trata de una apreciación jurídica errada del actor.   
 
Ya se indicó en precedencia que la autorización que otorgó al Concejo para la conformación de la 
agencia analítica de datos como sociedad vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía, con 
participación de la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. ESP – ETB, la Empresa de 
Acueducto y Alcantarillado de Bogotá ESP, el Grupo de Energía de Bogotá, la Unidad 
Administrativa Especial de Catastro Distrital, la Secretaría Distrital de Planeación, Transmilenio 
S.A., la Empresa Metro de Bogotá S.A. y otras entidades públicas distritales, debía ser ejercida por 
la alcaldesa mediante decreto que avalara la conformación del ente societario, como en efecto 
ocurrió cuando emitió el Decreto 272 de 2020. 
 

 
19 Artículo 313 de la Constitución, Leyes 136 de 1994 y 1551 de 2021 
20 “ARTICULO 35. Atribuciones principales. El alcalde mayor de Santafé de Bogotá es el jefe del gobierno y de la administración distritales y representa legal, judicial 
y extrajudicialmente al Distrito Capital.” 
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Dicha decisión, sin embargo, no puede equipararse ni entenderse como el acto privado posterior 
de constitución formal de la Agencia Analítica de Datos Ágata, mediante el cual se adoptaron 
también los estatutos de esa sociedad, a través de documento debidamente suscrito por las 
entidades distritales que conforme al Acuerdo 761 de 2020 y al Decreto 272 del mismo año, 
tendrían la calidad de socios fundadores de la agencia, que fue protocolizado ante notario público 
el 22 de diciembre de 2020, tema que se ampliará más adelante. 
 
A los hechos 4 y 5: No son hechos. Corresponde a la transcripción y referencia literal al artículo 4º 
del Decreto 272 de 2020, y el parágrafo segundo el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2002, 
respectivamente. 
 
Al hecho 6: No es un hecho sino una apreciación jurídica subjetiva del actor, frente a la cual debe 
indicarse que no corresponde al contenido literal del acto acusado, pues de la sola lectura del 
título, epígrafe y parte motiva del Decreto 272 de 2020 puede inferirse con meridiana claridad que 
se su expedición se fundamentó en las previsiones y autorización entregadas por el Concejo 
Distrital mediante el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, para crear la Agencia Analítica de 
Datos, amén de que la estructuración y funciones esenciales de Ágata contempladas en los 
artículos 1º y 2º de esa decisión, se ampararon en la norma fuente del plan distrital de desarrollo. 
 
Así lo demuestran también la exposición de motivos y el estudio justificativo de la creación de la 
Agencia Analítica de datos, en los términos a que se hará referencia en el acápite destinado al 
pronunciamiento frente al concepto de la violación. 
 
A los hechos 7 y 8: No son hechos. La calificación jurídica de la sociedad por acciones mediante 
la cual se conformó la Agencia Analítica de Datos venía dada desde el artículo 145 del Plan 
Distrital de Desarrollo, de manera que el “título” del Decreto 272 de 2020 en realidad corresponde 
al marco legal de atribuciones de la alcaldesa que, en armonía con la autorización de base, 
facultaban a esa funcionaria para expedir el acto administrativo acusado.  
 
Resulta evidente que el título del decreto se refiere al marco normativo habilitante como factor de 
competencia para su suscripción, en tanto que la parte motiva y dispositiva del decreto 
demandando se ocuparon de desarrollar el contenido del artículo 145 del Acuerdo 761 de 2021, así 
como las disposiciones de la Ley 489 de 1998 y demás normas aplicables a la autorización que el 
Concejo entregó a la Doctora Claudia López, para la creación de la sociedad por acciones 
denominada Agencia Analítica de Datos Ágata. 
 

4. Pronunciamiento frente a las normas violadas y el concepto de la violación. 
 
Sea lo primero advertir, conforme lo indicó el auto inadmisorio inicial de la demanda, que aunque 
en el libelo introductorio se indicaron algunas disposiciones como presuntamente violadas por el 
Decreto 272 de 2020, las consideraciones de orden jurídico formuladas para sustentar el concepto 
de la violación se difuminaron en forma indiscriminada por todo el escrito de demanda, careciendo 
de una adecuada organización y desarrollo, situación que pretendió ser enmendada por el actor al 
subsanar la demanda. 
 
Dicho lo anterior es pertinente indicar que la parte demandante en este proceso, vale decir, la 
Asociación Nacional de Técnicos en Telefonía y Comunicaciones Afines -ATELCA-, presentó 
simultáneamente demanda de nulidad contra el artículo 145 del Acuerdo 761 de 202021, con la que 
busca que se inhabilite esa norma y sea retirada del Plan Distrital de Desarrollo, no obstante lo 
cual en este medio de control reconoce la plena legalidad de esa disposición e incluso alega su 
eventual desconocimiento por parte del Decreto 272 de 2020.  

 
21 Proceso 11001334104520200017100, medio de control: nulidad, demandante ATELCA, demanda: Alcaldía de Bogotá- Concejo Distrital, disposición acusada: 
artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020 
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La demanda contra el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, se surte ante el Juzgado 45 
Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, despacho que mediante auto del 6 de septiembre de 
202122, negó la medida cautelar solicitada, consistente en la suspensión provisional del referido 
artículo del Plan Distrital de Desarrollo, por considerar que no se reunían los requisitos que para 
ese efecto prevé el artículo 231 de la Ley 1437 de 201123, como quiera que la parte actora no 
demostró una flagrante violación de las disposiciones de las Leyes 152 de 199424 y 489 de 1998, 
invocadas como desconocidas. El proceso se encuentra actualmente en etapa de traslado de 
excepciones a la demandante. 
 
Esta circunstancia resulta cuando menos contradictoria como quiera que en el proceso alterno de 
nulidad promovido por ATELCA, al que se acaba de hacer referencia, se ataca la legalidad del 
artículo 145 del Plan Distrital de Desarrollo, en cuanto autorizó la creación de la Agencia Analítica 
de Datos, y se pretende su declaratoria de nulidad, pero en el presente trámite se utiliza esa misma 
norma como fundamento válido de la controversia entablada contra el Decreto 272 de 2020, de 
manera que no se entiende cómo en ese medio de control, el actor denuncia la no conformidad del 
citado precepto del plan con el marco legal vigente, y simultáneamente, en el sub judice, pone de 
presente su legitimidad al punto que lo considera violado por el acto acusado. 
 

4.1 Presunta falta de competencia -autorización- de la alcaldesa para avalar la 
constitución de la agencia analítica de datos 

 
De acuerdo con el actor, la Doctora Claudia López no fue autorizada por el artículo 145 del 
Acuerdo 761 de 2021, para ordenar mediante el Decreto 272 de 2020, la constitución de la Agencia 
Analítica de Datos, y al Distrito Capital tampoco se le permitía participar en la sociedad creada. 
 
El Plan de Desarrollo Distrital 2020-2024, fue expedido por el Concejo a iniciativa de la alcaldesa 
Distrital, en cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales25, de manera que el artículo 
145 del plan autorizó la constitución de la Agencia Analítica de Datos como sociedad por acciones 
sometida a las disposiciones de la Ley 489 de 1998 y demás normas aplicables, marco legal de 
regulación en virtud del cual no era necesario que ese precepto del Acuerdo 761 de 2020, adoptara 
otras directrices adicionales en relación con la “naturaleza jurídica” de la agencia, como lo reclama 
el actor, en torno al tipo de sociedad a conformar, entidades o sociedades que la integrarían, 
objetivos y/o funciones específicas, aportes y demás asuntos relativos a su creación.  
 

 
22 Como quiera que esa decisión tiene una clara incidencia en este proceso, se transcriben algunos apartes del proveído judicial: “De lo obrado en el expediente, es 
preciso aclarar que de la simple confrontación del acto acusado no se vislumbra, en esta etapa procesal, la infracción con las normas superiores, tal como se explica 
a continuación:  En atención a las facultades constitucionales que fueron otorgadas a los Concejos Municipales (art. 313 de la C.P), de adoptar los correspondientes 
planes y programas de desarrollo económico, social y de obras públicas, el Concejo de Bogotá expidió el Acuerdo No. 761 de 2020. Es así que la demanda y con ello 
la solicitud de la medida cautelar de suspensión provisional, recae en el artículo 145 de dicha normativa, en el que se autoriza la conformación de la sociedad de 
Agencias de Analítica de Datos. Pues bien, los argumentos del actor en primera medida van dirigidos atacar el procedimiento del acto, al señalar que no se tuvo en 
cuenta la oposición que planteó la demandante en contra del artículo 112 del proyecto 123 de 2020. No obstante, el extremo pasivo señaló que en la contestación de 
la demanda se aportará el seguimiento de las peticiones que fueron elevadas por la demandante, es decir, dicha situación no está acreditada en el proceso. Ahora 
bien, no solo basta con demostrar que no fue resuelta dicha solicitud, pues es necesario analizar, si en efecto, esta circunstancia podría acarrear la nulidad del acto 
administrativo, lo que requiere de un análisis jurídico que no puede realizarse en este estado del proceso, es decir, de su simple manifestación no se acredita la 
infracción de la norma superior invocada, esto es, el debido proceso. Así mismo, no es posible determinar en este estado del proceso, si se transgredieron los 
numerales 3 y 5 del artículo 39 de la Ley 152 de 1994, los artículos 50 y 69 de la Ley 489 de 1998, pues para ello también es necesario que se realice un análisis 
jurídico conforme las pruebas obrantes en el expediente, que acrediten que la norma que se demanda incurre en las causales de nulidad.  Lo anterior porque el 
estudio sobre si el Concejo de Bogotá extralimitó sus funciones al autorizar la constitución de la sociedad Agencias de Analítica de Datos, la legalidad de incorporar 
el manejo de información personal, si el proyecto cuenta con los estudios respectivos y cuando estos deben presentarse, constituyen aspectos de fondo que deben 
ser resueltos en la decisión que ponga fin a la instancia. Debe tenerse en cuenta que en este asunto, el acto administrativo demandado cuenta con sus respectivas 
motivaciones fácticas, de orden constitucional y legal detallada, en las cuales el Concejo de Bogotá se amparó para proferir la norma acusada, que impiden en esta 
oportunidad inferir sobre su presunta ilegalidad, pues de decidirlo en esta etapa procesal, es claro que el Juzgado incurriría en prejuzgamiento. En consecuencia, sin 
perjuicio de lo que se llegare a probar dentro del proceso, de los argumentos expuestos por la demandante, dentro de esta solicitud de medida cautelar, no se 
advierten méritos para conceder la suspensión provisional solicitada.” 
23 “ARTÍCULO  231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus 
efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del 
análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos.” 
24 “por la cual se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo” 
25 Artículo 313 de la Constitución, Leyes 136 de 1994 y 1551 de 2012 
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Según se precisó en precedencia, la parte demandante en el presente litigio -ATELCA- promovió 
simultáneamente demanda de nulidad contra el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, pese a lo 
cual en el sub examine, para sustentar la eventual ilegalidad del Decreto 272 de 2020, acude a ese 
precepto del plan distrital de desarrollo como una de las disposiciones violadas por el acto 
acusado, circunstancia que evidencia la falta de claridad, coherencia y sustentación de los cargos 
presentados en este medio de control. 
 
Pero por tratarse de un conjunto de normas conexas en la medida que la autorización inicial dada 
por el Concejo para la constitución de la agencia analítica de datos constituye la actuación 
habilitante que antecedió la expedición del Decreto 272 de 2020, resulta imperioso hacer referencia 
a la competencia del Concejo para emitir el plan distrital de desarrollo y avalar la creación de la 
agencia. 
 
Competencia del Concejo Distrital para expedir el Acuerdo 761 de 2020 
 
Puede afirmarse que la creación de entidades corresponde a un desarrollo instrumental de las 
decisiones de política contenidas en el Plan Distrital de Desarrollo, toda vez que se trata de 
medidas con aptitud sustancial directa e inmediata para concretar los planes, programas y metas 
contenidas en la parte general del plan.  
 
Partiendo del concepto al que se acaba de hacer referencia, resalta la procedencia del artículo 145 
del Acuerdo 761 de 2020, para autorizar la constitución de la Agencia Analítica de Datos, pues ese 
mandato permite materializar la conexión estrecha existente entre el propósito 5º del plan de 
desarrollo 2020-2024: “Construir Bogotá-región con gobierno abierto, transparente y ciudadanía 
consciente”26, y los propósitos, logros y metas trazadoras contempladas en el artículo 1227 ídem en 
lo que tiene que ver con “Aumentar la posición de Bogotá como territorio inteligente -Smart City-: 
(incluye: Economía 4.0, Educación para la 4ta Revolución Industrial, agendas de transformación 
digital sectorial y la Agencia de Analítica de Datos del Distrito)”, estrategias que se materializaron 
mediante el Decreto 272 de 2020, disposición que formalizó la autorización para conformar dicha 
agencia en busca garantizar el cumplimiento de los propósitos y logros de la parte general del plan. 
 
Cabe en este punto recalcar que el artículo 313.2 de la Constitución, en armonía con las Leyes 136 
de 1994 y 1551 de 2012, establece las competencias propias de los Concejos, entre otras 
materias, para “2. Adoptar los correspondientes planes y programas de desarrollo económico y 
social y de obras públicas.”, proyectos que deberán ser tramitados a iniciativa del alcalde conforme 
lo dispone el parágrafo 1º del artículo 71 de la mencionada Ley 136 de 199428, en tanto que el 
numeral 6 del mismo canon constitucional29 le permite crear, también a instancias del alcalde, 
establecimientos públicos y empresas industriales o comerciales y autorizar la constitución de 
sociedades de economía mixta. 
 
En concordancia con lo anterior, para el caso puntual del Distrito de Bogotá, el artículo 12 del 
Decreto-Ley 1421 de 199330, por el cual, conforme a lo dispuesto en el artículo 322 de la 
Constitución Política, se dicta el Régimen Especial para el Distrito Capital de Bogotá, atribuye 

 
26 Artículo 9 del Acuerdo 761 de 2020 
27 “Artículo 12. Metas trazadoras. Las metas trazadoras del Plan Distrital de Desarrollo serán aquellas cuyo logro puede atribuirse a varios programas y metas, las 
cuales implican la alineación de esfuerzos entre los gobiernos distrital y nacional y el contexto macroeconómico.” 
28 “ARTÍCULO   71.- Iniciativa. Los proyectos de acuerdo pueden ser presentados por los concejales, los alcaldes y en materias relacionadas con sus atribuciones 
por los personeros, los contralores y las Juntas Administradoras Locales. También podrán ser de iniciativa popular de acuerdo con la Ley Estatutaria 
correspondiente. PARÁGRAFO   1.- Los acuerdos a los que se refieren los numerales 2, 3 y 6 del Artículo 313 de la Constitución Política, sólo podrán ser dictados a 
iniciativa del alcalde.” 
29 “ARTÍCULO   313. Corresponde a los concejos: (…) 6. Determinar la estructura de la administración municipal y las funciones de sus dependencias; las escalas de 
remuneración correspondientes a las distintas categorías de empleos; crear, a iniciativa del alcalde, establecimientos públicos y empresas industriales o comerciales 
y autorizar la constitución de sociedades de economía mixta.” 
30 “ARTICULO 55. Creación de entidades. Corresponde al Concejo Distrital, a iniciativa del alcalde mayor, crear, suprimir y fusionar secretarías y departamentos 
administrativos, establecimientos públicos, empresas industriales o comerciales y entes universitarios autónomos y asignarles sus funciones básicas. También le 
corresponde autorizar la constitución de sociedades de economía mixta. La constitución de entidades de carácter asociativo en los sectores de las 
telecomunicaciones y la ciencia y la tecnología se regirá por la Ley 37 de 1993, el Decreto-ley 393 de 1991 y las demás disposiciones legales pertinentes.” 



 

CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN: PÚBLICA 
2311520-FT-019 Versión 02 

funciones al Concejo Distrital específicamente relacionadas con la expedición de las normas que 
se requieran para la prestación de los servicios a cargo del Distrito, dentro de las que se destacan 
los planes de desarrollo y el presupuesto anual, pero además, lo faculta para crear 
establecimientos públicos y empresas industriales y comerciales, así como para autorizar tanto la 
conformación de sociedades de economía mixta como la participación de Bogotá en otros 
esquemas de organización asociativa. 
 
Así lo establece la norma en cita: 
 

“ARTÍCULO  12. Atribuciones. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la 
Constitución y a la ley: 
 
1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones 
y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. 
 
2. Adoptar el Plan General de Desarrollo Económico y Social y de Obras Públicas. El plan 
de inversiones, que hace parte del Plan General de Desarrollo, contendrá los presupuestos 
plurianuales de los principales programas y proyectos y la determinación de los recursos 
financieros requeridos para su ejecución. 
 
(…) 
 
9. Crear, suprimir y fusionar establecimientos públicos y empresas industriales y 
comerciales y autorizar la constitución de sociedades de economía mixta y la participación 
del Distrito en otras entidades de carácter asociativo, de acuerdo con las normas que 
definan sus características.” 

 
Articulándose con las citadas competencias del Concejo Distrital, el artículo 13 del estatuto 
orgánico de Bogotá prevé que las normas relacionadas con temas como el Plan Distrital de 
Desarrollo, la creación de nuevas entidades o la autorización que se entregue a la administración 
del Distrito para participar en sociedades de economía mixta o conformar nuevas asociaciones 
públicas o con privados, sólo podrán ser expedidas o modificadas a iniciativa del alcalde. 
 
En los siguientes términos lo establece el canon al que se acaba de hacer referencia: 
 

“ARTÍCULO  13. Iniciativa. (…) 
 
Sólo podrán ser dictados o reformados a iniciativa del alcalde los acuerdos a que se 
refieren los ordinales 2º, 3º, 4º, 5º, 8º, 9º, 14, 16, 17 y 21 del artículo anterior. Igualmente, 
sólo podrán ser dictados o reformados a iniciativa del alcalde los acuerdos que decreten 
inversiones, ordenen servicios a cargo del Distrito, autoricen enajenar sus bienes y 
dispongan exenciones tributarias o cedan sus rentas. El Concejo podrá introducir 
modificaciones a los proyectos presentados por el Alcalde.” 

 
Para corroborar lo estipulado en el artículo 13 del Decreto- Ley 1421 de 1993, el artículo 55 ibidem, 
establece que corresponde al Concejo, a iniciativa del alcalde, crear, suprimir y fusionar 
secretarías, departamentos administrativos, establecimientos públicos y empresas industriales y 
comerciales del estado, y autorizar la constitución de sociedades de economía mixta. 
 
Es así como el último precepto en cita señala: 
 

“ARTÍCULO  55. Creación de entidades. Corresponde al Concejo Distrital, a iniciativa del 
alcalde mayor, crear, suprimir y fusionar secretarías y departamentos administrativos, 
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establecimientos públicos, empresas industriales o comerciales y entes universitarios 
autónomos y asignarles sus funciones básicas. También le corresponde autorizar la 
constitución de sociedades de economía mixta. La constitución de entidades de carácter 
asociativo en los sectores de las telecomunicaciones y la ciencia y la tecnología se regirá 
por la Ley 37 de 1993, el Decreto-ley 393 de 1991 y las demás disposiciones legales 
pertinentes.” 

 
Amparado en ese conjunto de atribuciones, el Acuerdo 761 de 2019, “Por el cual se expide el 
reglamento interno del Concejo de Bogotá, Distrito Capital”, al disponer la conformación de esa 
corporación de elección popular, estableció en su artículo 3231, en torno al número de comisiones y 
su integración, la existencia de tres (3) comisiones permanentes especializadas: Comisión Primera 
Permanente del Plan de Desarrollo y Ordenamiento Territorial, Comisión Segunda Permanente de 
Gobierno y Comisión Tercera Permanente de Hacienda y Crédito Público, y el artículo 3332 señaló 
que la primera de dichas comisiones sería la encargada de ejercer la función normativa y de 
control político en asuntos atinentes al “Estudio, discusión, aprobación o negación, seguimiento y 
control del Plan de Desarrollo Económico y Social…” 
 
Con sustento en las funciones que ejercen en conjunto el Cabildo Distrital y la Alcaldesa Mayor, 
para la creación de entidades públicas o la autorización de constitución de sociedades de 
economía mixta y asociaciones de entidades, y de acuerdo con la estructura de operación del 
Concejo, puede evidenciarse que en el presente caso el Acuerdo 761 de 2020, que aprobó el Plan 
Distrital de Desarrollo para el periodo de gobierno 2020-2024, se tramitó por la corporación 
municipal a iniciativa de dicha dignataria, conforme las disposiciones vigentes para su formulación, 
debate y aprobación33, pero además puede afirmarse que el artículo 145, en tanto autorizó la 
conformación de la Agencia Analítica de Datos como sociedad por acciones, corresponde al 
legítimo ejercicio del cabildo distrital, para estudiar y aprobar el contenido del proyecto presentado 
por la burgomaestre, y avalar la creación de entes societarios de economía mixta. 
 
Competencia de la Alcaldesa Mayor para emitir el Decreto 272 de 2020 
 
El artículo 315 de la Carta señala como atribuciones de los alcaldes cumplir y hacer cumplir las 
leyes y los acuerdos del Concejo (numeral 1)34, dirigir la acción administrativa del municipio y 
asegurar el cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios a su cargo, ejerciendo la 
representación legal, judicial y extrajudicial del municipio (numeral 3)35, y presentar al concejo los 
proyectos de acuerdo relativos a planes y programas de desarrollo económico y social, 
presupuesto anual y demás necesarios para la buena marcha del municipio (numeral 5)36, 
funciones que en el caso del Distrito Capital, se encuentran debidamente armonizadas con los ya 
citados artículos 35 y 38 (numerales 1, 3 y 4) del Decreto Ley 1421 de 1993, en virtud de las cuales 
la burgomaestre de la capital expidió el Decreto 272 de 2020, autorizando la creación de la 
Agencia Analítica de Datos Ágata. 
 

 
31 “ARTÍCULO 32.- NÚMERO DE COMISIONES PERMANENTES E INTEGRACIÓN. El Concejo de Bogotá, D.C., ejerce sus funciones normativas y de control 
político, de manera permanente, a través de tres (3) Comisiones Permanentes especializadas, así: Comisión Primera Permanente del Plan de Desarrollo y 
Ordenamiento Territorial, Comisión Segunda Permanente de Gobierno y Comisión Tercera Permanente de Hacienda y Crédito Público. Las Comisiones Permanentes 
se integrarán con una tercera parte de los Concejales miembros de la Corporación.” 
32 “ARTÍCULO 33.- COMISIÓN PRIMERA PERMANENTE DEL PLAN DE DESARROLLO Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL.  Es la encargada de ejercer la 
función normativa y de control político, exclusivamente al cumplimiento de los objetivos misionales de los Sectores Administrativos de Planeación, Ambiente, Salud, 
Movilidad, Hábitat, Cultura, Recreación y Deporte, y de sus entidades adscritas y vinculadas en la estructura de la Administración Pública Distrital y en especial sobre 
los siguientes asuntos: (..) 2.  Estudio, discusión, aprobación o negación, seguimiento y control del Plan de Desarrollo Económico y Social.” 
33 Capítulos VIII, IX y X de la Ley 152 de Ley 152 de 1994 “por la cual se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo” 
34 “ARTÍCULO   315. Son atribuciones del alcalde: (…) 1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, la ley, los decretos del gobierno, las ordenanzas, y los acuerdos del 
concejo.” 
35 “3. Dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de las funciones y la prestación de los servicios a su cargo; representarlo judicial y 
extrajudicialmente; y nombrar y remover a los funcionarios bajo su dependencia y a los gerentes o directores de los establecimientos públicos y las empresas 
industriales o comerciales de carácter local, de acuerdo con las disposiciones pertinentes.” 
36 “5. Presentar oportunamente al Concejo los proyectos de acuerdo sobre planes y programas de desarrollo económico y social, obras públicas, presupuesto anual 
de rentas y gastos y los demás que estime convenientes para la buena marcha del municipio. 
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En efecto, el artículo 35 del Estatuto Orgánico de Bogotá indica que la Alcaldesa Mayor ejerce sus 
funciones en condición de jefe máximo de gobierno y de la administración distrital, atribuciones que 
conforme lo estipula el artículo 5337, ídem, cumple por medio de los organismos o entidades 
distritales creadas por el Concejo, pero además tiene el carácter de representante legal, judicial y 
extrajudicial del Distrito Capital, facultades estás últimas que fueron objeto de delegación conforme 
los lineamientos y reglas previstas por el Decreto Distrital 89 de 202138. 
 
Cómo se indicó, los numerales 1, 3 y 4, del artículo 38 del Decreto Ley 1421 de 1993, facultan al 
alcalde mayor para cumplir con la constitución, las leyes y lo acuerdos del Concejo, en este caso, 
autorizando la creación de la Agencia Analítica de Datos “Ágata”, conforme la credencial que para 
ese efecto le entregó el cabildo en el artículo 145 del Plan Distrital de Desarrollo, para lo cual, 
mediante el Decreto 272 de 2020, reglamentó esa disposición en el sentido de avalar la 
conformación de la sociedad y sentar las bases de su organización. 
 
La autorización contenida en el Decreto 272 de 2020, se convirtió en el presupuesto de viabilidad 
para la posterior creación de la agencia mediante la expresión de voluntad asociativa de las 
entidades integrantes y adopción de estatutos.  El marco normativo en cita señala que a la 
alcaldesa le corresponde dirigir de manera adecuada la acción administrativa del distrito y asegurar 
que se cumplan las funciones, se presten los servicios -como el de procesamiento, recolección y 
analítica de datos-, y se construyan los obras a cargo de esta entidad territorial, en beneficio de la 
ciudadanía.  
 
Señala la norma en comento: 
 

“ARTÍCULO  38. Atribuciones. Son atribuciones del alcalde mayor: 
1ª Hacer cumplir la Constitución, la ley, los decretos del Gobierno Nacional y los acuerdos 
del Concejo. 
 
 (…) 
 
3ª Dirigir la acción administrativa y asegurar el cumplimiento de las funciones, la prestación 
de los servicios y la construcción de las obras a cargo del Distrito. 
 
4ª Ejercer la potestad reglamentaria, expidiendo los decretos, órdenes y resoluciones 
necesarios para asegurar la debida ejecución de los acuerdos.” 

 
Recuérdese además que al tenor de lo previsto por el inciso segundo del artículo 13, y el artículo 
55 del Decreto Ley 1421 de 1993, las facultades con las que cuenta el Concejo, entre otras 
materias, para aprobar el plan de desarrollo, y respecto de la conformación de la estructura 
administrativa del Distrito, para crear o fusionar establecimientos públicos o empresas industriales 
y comerciales del Estado, así como para autorizar la conformación de sociedades de economía 
mixta, sólo pueden cumplirse de manera conjunta con el alcalde, quien ostenta la iniciativa para 
presentar los proyectos de acuerdo en esta materias.  
 
Estamos entonces frente a la concurrencia de competencias para el ejercicio de funciones a cargo 
de distintas autoridades, que en el sub judice, se surtieron de conformidad con lo previsto por la 
ley, toda vez que, atendiendo el correspondiente proyecto de acuerdo radicado en su debida 
oportunidad por la Doctora Claudia López39, el Concejo Distrital estudió y aprobó el Plan Distrital de 

 
37 “ARTÍCULO  53. Gobierno y Administración Distritales. El alcalde mayor, los secretarios de despacho y los jefes de departamento administrativo, y en cada caso 
particular el alcalde y el secretario o jefe de departamento correspondiente, constituyen el gobierno distrital. Como jefe de la administración distrital el alcalde mayor 
ejerce sus atribuciones por medio de los organismos o entidades que conforme al presente decreto sean creados por el Concejo.” 
38 “Por medio del cual se establecen lineamientos para el ejercicio de la representación judicial y extrajudicial de Bogotá D.C., y se efectúan unas delegaciones” 
39 Proyecto de Acuerdo No. 123 de 2020 "Por medio de cual se adopta el Plan de Desarrollo Económico, Social, Ambiental y de Obras Públicas del Distrito Capital 
2020-2024 “Un Nuevo Contrato Social y Ambiental para la Bogotá del siglo XXI”, que fue radicado en el Concejo de Bogotá, el día 30 de abril de 2020, y publicado en 
el Nro. 2997 de los Anales del Concejo de Bogotá D.C 
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Desarrollo 2020-2024, mediante Acuerdo 761 de 2021, norma cuyo artículo 145 autorizó a la 
alcaldesa para emitir el aval necesario y previo a la constitución de la Agencia Analítica de Datos 
“Ágata”, que finalmente esa dignataria formalizó a través del Decreto 272 de 2020. 
 
De lo expuesto hasta aquí, queda claro que en el sub judice, el acto atacado se profirió al amparo 
de la concesión expresa otorgada a la alcaldesa Mayor por el pluricitado Acuerdo Distrital 761 de 
2020, norma habilitante que dispuso lo siguiente: 
 

“Artículo 145. Agencia de Analítica de Datos del Distrito. Autorizar  la conformación de 
una sociedad por acciones vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor y 
domiciliada en la ciudad de Bogotá D. C., denominada Agencia de Analítica de Datos, 
encargada de los procesos inherentes a la analítica de datos como la validación, 
recolección, integración, almacenamiento, depuración, estandarización, tratamiento, 
procesamiento, enriquecimiento, visualización y analítica multifinalitaria de datos 
estructurados y no estructurados del Distrito Capital e información pública y privada, 
preservando la observancia de los principios y normas de protección de datos personales, 
de conformidad con lo dispuesto en las Leyes 1581 de 2012 y 1712 de 2014, y demás 
normas que regulan la materia. 
 
Igualmente, la Agencia de Analítica de Datos tendrá a su cargo la integración, articulación, 
centralización del almacenamiento de datos y analítica de estos entre los sectores de la 
administración distrital, las empresas privadas y la ciudadanía, aportando a la visión de 
Smart City y de transparencia de la Bogotá del siglo XXI.  Así mismo, la Agencia podrá 
comercializar los servicios de analítica. 
  
Podrán formar parte de esta sociedad, la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. 
ESP – ETB, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá ESP, el Grupo de 
Energía de Bogotá, la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, la Secretaría 
Distrital de Planeación, Transmilenio S.A., la Empresa Metro de Bogotá S.A. y las demás 
entidades públicas del orden distrital, del sector central y descentralizado que, por 
competencia, estatutos y productos, estén autorizadas para hacer parte de esquemas 
societarios y contribuyan al desarrollo y fortalecimiento del objeto de la sociedad. 
  
El régimen jurídico de la sociedad, así como el relativo a sus aportes, será el dispuesto por 
la Ley 489 de 1998, las normas comerciales y demás disposiciones aplicables, así como en 
sus estatutos sociales. 
  
Parágrafo 1. Se autoriza al Secretario(a) Distrital de Planeación y al director(a) de la 
Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, para constituir la sociedad 
suscribiendo sus respectivas escrituras y estatutos sociales, así como para efectuar los 
aportes requeridos para la conformación de su capital social. 
  
Parágrafo 2. El proceso de conformación de la Sociedad Agencia de Analítica de Datos 
será liderado por la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. ESP. para lo cual 
aprovechará la institucionalidad e infraestructura de la misma. 
  
Parágrafo 3. Con el fin de promover la transparencia en la administración pública, la 
agencia de Analítica de Datos del Distrito podrá implementar tecnologías emergentes como 
‘blockchain’ que garanticen la trazabilidad en los procesos contractuales y administrativos 
del distrito. 
  
Parágrafo 4. Al momento de su creación la Agencia de Analítica de Datos publicará sus 
políticas de privacidad, tratamientos de datos y seguridad de la información, así como los 
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manuales de políticas y procedimientos aplicables para garantizar el deber de la protección 
de la información”. 
 

En atención al marco normativo que se viene reseñando, se infiere clara y contundentemente que 
el artículo 145 del Acuerdo Distrital 761 de 2020, autorizó a la Alcaldesa Mayor, en su condición de 
jefe del gobierno distrital y primera autoridad administrativa, para la conformación de la Agencia de 
Analítica de Datos Ágata, como una sociedad por acciones vinculada a la Secretaría General de la 
Alcaldía Mayor, de la cual podrían hacer parte la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. 
ESP- ETB, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá EAAB-ESP, el Grupo de Energía 
de Bogotá –GEB-, la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital –UAECD-, la Secretaría 
Distrital de Planeación, Transmilenio S.A., la Empresa Metro de Bogotá S.A, y las demás entidades 
u órganos distritales del sector central y descentralizado que fueran facultados para hacer parte de 
esquemas societarios y contribuyan al desarrollo y fortalecimiento del objeto de la sociedad. 
 
En virtud de esta concesión, la alcaldesa capitalina emitió el Decreto 272 de 2020, con el que 
formalizó su anuencia para la constitución de la agencia mediante un acto privado y posterior de 
creación de las entidades que pasaron a integrar ese esquema asociativo, consistente en la 
suscripción y protocolización de respectiva la escritura y adopción de estatutos sociales.  
 
Oportuno es señalar que el mencionado acto de constitución de la agencia resulta escindible y 
autónomo del Decreto 272 de 2020, así como de la autorización inicialmente otorgada por el 
Concejo en el artículo 145 del Plan Distrital de Desarrollo, pero además, no tiene el carácter de 
decisión administrativa, de manera que no resulta pasible de control por medio de algunas de las 
acciones contenciosas ni podría ser objeto de medidas cautelares. 
 
Conforme a lo establecido en el Acuerdo, la Agencia de Analítica de Datos consistiría en una 
sociedad pública por acciones del sector descentralizado del Distrito. Sin embargo, del texto del 
artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, se puede observar que podrían ser accionistas otras 
entidades públicas distritales del sector central y descentralizado, lo que incluye a las empresas 
industriales y comerciales y a las empresas de servicios públicos de Bogota D.C. De esta manera 
se explica como en su constitución participaron otras entidades descentralizadas del Distrito con 
categoría de Sociedades de Economía Mixta, así como el régimen societario aplicable a la 
agencia. 
 
En criterio del demandante, la autorización en cita no estaba dirigida a la alcaldesa o al distrito 
capital, sino exclusivamente al Secretario Distrital de Planeación y al Director de la Unidad 
Administrativa Especial de Catastro, señalamiento que desconoce por completo el contexto 
normativo al que se viene haciendo referencia, y la citada concurrencia de competencias, cuyo 
ejercicio resultaba imprescindible para que la alcaldesa articulara y materializara el aval entregado 
por el Concejo Distrital, con miras a posibilitar la conformación de la Agencia Analítica de Datos. 
 
Pero también omite el argumento del actor, que este tipo de actuaciones y determinaciones 
conjuntas entre entidades se sustenta en el principio constitucional del artículo 11340 que reconoce 
la separación de funciones de los órganos de Estado bajo el criterio de colaboración armónica 
entre autoridades para lograr la realización de sus fines, complementado con el deber de 
coordinación en las actuaciones administrativas que prevé el artículo 209 superior41. 
 

 
40 “ARTÍCULO   113. Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la judicial. Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e 
independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del Estado. Los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas pero colaboran 
armónicamente para la realización de sus fines.” 
41 “ARTÍCULO   209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las autoridades 
administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un 
control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley.” 
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En efecto, según se ha señalado, la Alcaldesa Mayor, en su condición de primera autoridad 
administrativa y representante legal, judicial y extrajudicial del Distrito Capital, encargada de 
asegurar el cumplimiento de lo ordenado por el cabildo y de garantizar la prestación de los 
servicios a su cargo, en este caso tendientes al manejo, procesamiento, almacenamiento, 
integración, archivo, depuración y tratamiento de datos estructurados y no estructurados del Distrito 
Capital e información pública y privada, con el fin de mejorar mediante la óptima utilización de los 
datos y la tecnología, la condiciones y calidad de vida de los ciudadanos y de los sectores 
económico, social, cultural, ecológico, administrativo, de movilidad, ambiental, tecnológico y otros 
de la ciudad, contaba con plenas facultades para emitir el Decreto 272 de 2020 y autorizar la 
constitución de Ágata. 
 
Igualmente, poseía la competencia para determinar, bajo la égida del artículo 145 del Acuerdo 761 
de 2020, y en ejercicio de la potestad reglamentaria, los aspectos básicos de funcionamiento de 
esa sociedad en temas como su objeto y funciones esenciales, esquema asociativo, conformación, 
socios, participación accionaria y demás asuntos necesarios para la posterior consumación del 
acto privado de constitución y adopción de estatutos de la agencia. 
 
Papel y propósito de Ágata 
 
En este punto conviene destacar que la analítica de datos esta referida a un conjunto de 
actividades tendientes al procesamiento de datos para encontrar patrones sobre los mismos que 
permiten generar nuevos conocimientos con el fin de mejorar u optimizar la toma de decisiones en 
cualquier orden, privado o público. Esta actividad se desarrolla bajo distintas metodologías, 
técnicas y herramientas sofisticadas, que permiten evidenciar el nuevo conocimiento resultante de 
los datos en forma de tableros, predicciones o recomendaciones. 
 
Dicho conocimiento también puede ser empaquetado en productos de propósito específico para 
solucionar un problema particular, en cuyo caso se habla de soluciones de Analítica Avanzada 
siendo esta el proceso automático o semiautomático de explotación de datos, a través de técnicas 
y herramientas sofisticadas, para la producción de nuevo conocimiento, en forma de predicciones 
o recomendaciones, con el fin de mejorar u optimizar la toma de decisiones. 
 
El nuevo conocimiento producido también puede ser empaquetado en productos de propósito 
específico para solucionar un problema particular, en cuyo caso se habla de soluciones analíticas. 
Algunas técnicas de analítica avanzada son el aprendizaje automático (Machine Learning) y su 
caso más específico el aprendizaje profundo (deep learning), el análisis de sentimiento, el análisis 
semántico y el procesamiento del lenguaje natural. 
 
La importancia estratégica para la administración distrital y el impacto transversal en todos los 
habitantes y sectores de la ciudad, derivadas de la puesta en marcha de la  agencia analítica de 
datos Ágata, se advierte teniendo en cuenta que esta tiene como objetivo asumir los procesos 
inherentes a la analítica de datos como la validación, recolección, integración, almacenamiento, 
depuración, estandarización, tratamiento, procesamiento, enriquecimiento, visualización y analítica 
multifinalitaria de datos estructurados y no estructurados del Distrito Capital e información pública y 
privada, preservando la observancia de los principios y normas de protección de datos personales, 
de conformidad con lo dispuesto en las Leyes 1581 de 2012 y 1712 de 2014, pero además tendrá 
a su cargo la integración, articulación, centralización del almacenamiento de datos y analítica de 
estos entre los sectores de la administración distrital, las empresas privadas y la ciudadanía, 
aportando a la visión de ciudad inteligente y de transparencia de la Bogotá del siglo XXI., incluida 
la comercialización de los servicios de analítica 
 
Dentro del referido contexto y objeto de la analítica de datos fue que la alcaldesa mayor, a través 
del decreto acusado, autorizó la participación de la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá 
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S.A. E.S.P., el Grupo Energía Bogotá S.A. E.S.P., la Unidad Administrativa Especial de Catastro 
Distrital, Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá S.A. E.S.P. y la Secretaría Distrital de 
Planeación como socios fundadores de la agencia, señalando para ese efecto el porcentaje de 
participación inicial en la sociedad y regulando los demás aspectos básicos de operación que la 
sociedad creada utilizaría como referentes para la adopción de sus estatutos en el acto privado de 
constitución. 
 
En cumplimiento de los objetivos propuestos para Ágata, se apunta a permitir por ejemplo que, en 
un año, los comerciantes informales tengan acceso a microcréditos del sistema financiero con las 
mejores condiciones, para evitar que sean sujetos de los métodos tradicionales de usura. Así 
mismo, la Agencia será capaz de conectar datos de las cámaras de seguridad de la ciudad con la 
información sobre delitos para que a partir de la analítica pueda actuar de manera predictiva para 
atacar el crimen y, también, será un vehículo articulador que permitirá adoptar nuevas tecnologías 
emergentes para luchar contra la corrupción, con la promoción de tecnologías como para asegurar 
datos e información de contratación, y gasto público. 
  
Además, la analítica que desarrolla la agencia ayudará a prestar, entre otros, servicios como 
gestión de servicios sociales con una visión completa de los ciudadanos, respuesta automática a 
solicitudes por redes sociales, disminución del consumo de energía del alumbrado público con el 
uso de sensores inteligentes, cobro de parqueo en vía o generación de ingresos usando foto 
analítica y análisis de riesgos como inundaciones, deslizamientos o incendios forestales, metas de 
la mayor importancia para asegurar el aseguramiento de los derechos individuales, sociales, 
económicos y colectivos de la ciudadanía de la Capital. 
 
Téngase en cuenta que la necesidad de autorizar para el Distrito Capital, la creación y entrada en 
operación de la Agencia Analítica de Datos Ágata, se soporta igualmente en el Documento 
CONPES 3920 de 2018, denominado Política Nacional de Explotación de Datos (Big Data), que 
estableció la política pública que busca aumentar el aprovechamiento de datos en Colombia, 
mediante el desarrollo de las condiciones para que sean gestionadas como activos para generar 
valor social y económico y determinó igualmente la necesidad de la creación de mecanismos con el 
fin de adelantar la generación, recolección, agregación y compartición de datos digitales, que 
constituyen el insumo básico para la generación de valor social y económico para el país. 
 
Igualmente, la conformación de un organismo distrital que recopile y procese datos con el fin de 
ponerlos al servicio del bienestar general de la comunidad se sustenta en las previsiones del 
Decreto 1008 de 201842, que establece los lineamientos generales de la Política de Gobierno 
Digital para Colombia y el Manual de Política de Gobierno Digital y la interoperabilidad como parte 
fundamental del habilitador transversal de los Servicios Ciudadanos Digitales, cuya política se 
desarrollará conforme a los principios que rigen la función y los procedimientos administrativos 
consagrados en la Constitución Política, la Ley 489 de 1998, Ley 1437 de 2011, la ley 1712 de 
201443, así como los que orientan el sector TIC establecidos en el artículo 2° de la Ley 1341 de 
200944. 
 
En este contexto se explica como desde la creación de una Política de Gobierno Digital se busca 
promover la toma de decisiones basadas en datos, así como crear condiciones de uso confiable en 
el entorno digital, mediante un enfoque basado en la gestión de riesgos preservando la 
confidencialidad, integridad y disponibilidad de la información de las entidades del Estado, y de los 
servicios que prestan al ciudadano. 
 

 
42 “Por el cual se establecen los lineamientos generales de la política de Gobierno Digital y se subroga el capítulo 1 del título 9 de la parte 2 del libro 2 del Decreto 
1078 de 2015, Decreto Único Reglamentario del sector de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones" 
43 “Por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan otras disposiciones.” 
44 “Por la cual se definen principios y conceptos sobre la sociedad de la información y la organización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones –
TIC–, se crea la Agencia Nacional de Espectro y se dictan otras disposiciones” 
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Puesto de presente ese marco normativo, puede afirmarse que el propósito de constituir una 
Agencia de Analítica de Datos para el Distrito está más que justificado en la necesidad que tiene la 
ciudad y la administración distrital de aprovechar las nuevas tecnologías desarrolladas en la cuarta 
revolución industrial. Es así como la Agencia Analítica de Datos Ágata se crea como respuesta 
frente a la necesidad de generar procesos de articulación y coordinación entre las capacidades 
institucionales del Distrito en transformación digital para mejorar la calidad en la toma de 
decisiones basadas en datos. 
 
En la actualidad, la capacidad de la administración distrital para procesar, verificar y validar la 
consistencia y calidad de la información es baja y limitada, así como para identificar los 
beneficiarios de sus acciones e identificar tendencias, anomalías, prioridades e incluso simular, de 
forma muy rápida, potenciales impactos en la ciudadanía y operación en cada uno de los sectores. 
 
De manera entonces que la problemática que pretende resolverse a partir del artículo 145 del Plan 
Distrital de Desarrollo y el Decreto 272 de 2020, mediante la entrada en funcionamiento de la 
Agencia Analítica de Datos, está relacionada con la búsqueda de acelerar y materializar en 
acciones concretas y a través de organismos especializados, el fenómeno de digitalización, 
teniendo en cuenta que en la actualidad, los sectores administrativos central y descentralizado del 
Distrito, incluyendo instituciones vinculadas y adscritas, que generan información estructurada y no 
estructurada, no cuentan con una institucionalidad transversal apropiada para articular e integrar 
estos datos y facilitar la toma de decisiones en poco tiempo (cerca al tiempo real), situación que se 
contrapone a la necesidad de darle un uso adecuado a esta información y mejorar las decisiones 
que se tomen en términos de políticas públicas, por lo que se buscó que Ágata se conformara 
como un ente articulador entre los diferentes sectores de la administración pública de la ciudad, las 
empresas privadas y la ciudadanía, que aporta a la visión de Smart City y de transparencia de la 
Bogotá del siglo XXI planteadas en el Plan Distrital de Desarrollo. 
 
Desde este panorama normativo y de visión futurista de la ciudad, se entiende cómo la Agencia de 
Analítica de Datos tendrá un papel vital en el mediano y largo plazo para acelerar el camino hacia 
una Ciudad Inteligente, al constituirse como una entidad facilitadora de la integración y análisis de 
los grandes volúmenes de datos que se generan desde los diversos ámbitos funcionales que 
caracterizan a este tipo de ciudad: educación, salud, seguridad, cultura, mujer y equidad de 
género, movilidad y transporte, gobernanza, economía, tecnología, ambiente, proyección 
internacional, energía, atención al ciudadano y planificación urbana, gestión jurídica, entre otras.  
 
En virtud de la autorización para su conformación y funcionamiento, dada mediante el Decreto 272 
de 2020, se advierte el carácter estratégico y transversal que tendrá Ágata dentro de la 
administración distrital, rol que le permitirá aprovechar la enorme cantidad de datos que las 
entidades sectoriales y misionales recopilan y que actualmente no se analizan de forma 
intersectorial sino desagregada, en especial considerando que las necesidades de analítica e 
interoperabilidad de datos no resultan exclusivas de la ciudad de Bogotá, como quiera que existen 
diversos casos de éxito en diferentes ciudades del mundo que han avanzado con la construcción 
del concepto de Ciudad Inteligente con agencias de este tipo. 
 

4.2 Presunta falta de determinación de la naturaleza jurídica de la Agencia Analítica de 
Datos. Desconocimiento de la Ley 489 de 1998. Falsa motivación del Decreto 272 de 
2020. 
 

A lo largo de todo el escrito de la demanda y su subsanación, el demandante manifiesta que el 
artículo 145 del Decreto del Acuerdo 761 de 2020, sólo autorizó la constitución de una sociedad 
por acciones vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, pero sin determinar la 
naturaleza jurídica de la sociedad, y sostiene que el Decreto 272 de 2020, omitió lo dispuesto en el 
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artículo 50 de la Ley 489 de 1998, “…empezando porque quien dispone la creación de un 
organismo es la ley o en el caso que nos ocupa, el Acuerdo Distrital.”45. 
 
Como se indicó en precedencia, el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, facultó la constitución de 
la Agencia Analítica de Datos bajo los parámetros de la Ley 489 de 1998 y demás normas 
aplicables, pero por tratarse de una norma instrumental del Plan Distrital de Desarrollo, por medio 
de la cual se otorgó la autorización general para la conformación de una nueva entidad, no 
especificó en su totalidad la naturaleza jurídica y régimen del esquema societario u otros 
componentes adicionales de su estructura orgánica. 
 
En armonía con la aprobación inicial que debía impartir el Concejo, y al tenor de lo estipulado por 
el parágrafo del artículo 49 de la Ley 489 de 199846, de acuerdo con el cual corresponde a los 
alcaldes avalar en el orden territorial la conformación de entidades descentralizadas, empresas 
industriales y comerciales del estado y sociedades de economía mixta, en el presente asunto le 
correspondía a la alcaldesa mayor no sólo aprobar la constitución de la agencia analítica de datos 
sino además en ejercicio de la potestad reglamentaria, desarrollar mediante decreto aspectos 
generales inherentes a su entrada en operación de forma que se integraran los presupuestos 
necesarios para la posterior realización del acto privado de constitución y adopción de estatutos de 
la agencia aprobada. 
 
Lo anterior conforme lo dispone el artículo 50 de la Ley 489 de 199847, según el cual el acto de 
creación de un organismo o entidad administrativa, en el presente asunto, el Decreto 272 de 2020 
como decisión que autorizó la conformación de la Agencia Analítica de Datos Ágata para el Distrito 
Capital, debió determinar sus objetivos, estructura orgánica, denominación, naturaleza jurídica, 
integración del patrimonio y señalamiento de sus órganos de dirección, entre otros.  
 
Teniendo en cuenta las reglas establecidas en el artículo 50 de la Ley 489 de 1998, relativas al 
contenido de los actos de creación de los organismos y entidades públicas, éstos deben contener 
como mínimo: (i) Determinación de sus objetivos (ii) estructura orgánica que debe comprender: 1. 
La denominación; 2. Naturaleza jurídica y régimen jurídico; 3. Sede; 4. Integración de su 
patrimonio; 5. Señalamiento de los órganos superiores de dirección, administración, forma de 
integración y designación de sus titulares; 6. Entidad a la cual está vinculado; y (iii) Determinación 
del soporte presupuestal. 
 
En relación con el Decreto 272 de 2020, se encuentra que el artículo 3º de esa norma consagró los 
objetivos esenciales de la operación de la agencia analítica de datos, acordes con la misionalidad 
establecida por el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, relacionada con la validación, recolección, 
integración, almacenamiento, depuración, estandarización, tratamiento, procesamiento, 
enriquecimiento, visualización y analítica multifinalitaria de datos estructurados y no estructurados 
del Distrito Capital e información pública y privada, preservando la observancia de los principios y 
normas de protección de datos personales, así como su articulación entre los sectores de la 
administración distrital, las empresas privadas y la ciudadanía, objeto a partir del cual el artículo 2o 
enumeró algunas funciones básicas para la entrada en operación de la sociedad que podrían ser 

 
45 Cargo segundo del escrito de demanda, página 3 
46 “ARTÍCULO  49.- Creación de organismos y entidades administrativas. Corresponde a la ley, por iniciativa del Gobierno, la creación de los ministerios, 
departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y los demás organismos y entidades administrativas nacionales. Las empresas 
industriales y comerciales del Estado podrán ser creadas por ley o con autorización de la misma. Las sociedades de economía mixta serán constituidas en virtud de 
autorización legal. PARÁGRAFO .-Las entidades descentralizadas indirectas y las filiales de las empresas industriales y comerciales del Estado y de las sociedades 
de economía mixta se constituirán con arreglo a las disposiciones de la presente Ley, y en todo caso previa autorización del Gobierno Nacional si se tratare de 
entidades de ese orden o del Gobernador o el Alcalde en tratándose de entidades del orden departamental o municipal.” 
47 “ARTÍCULO  50.- Contenido de los actos de creación. La ley que disponga la creación de un organismo o entidad administrativa deberá determinar sus 
objetivos y estructura orgánica, así mismo determinará el soporte presupuestal de conformidad con los lineamientos fiscales del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público. La estructura orgánica de un organismo o entidad administrativa comprende la determinación de los siguientes aspectos: 1. La denominación. 2. La 
naturaleza jurídica y el consiguiente régimen jurídico. 3. La sede. 4. La integración de su patrimonio. 5. El señalamiento de los órganos superiores de dirección y 
administración y la forma de integración y de designación de sus titulares, y 6. El Ministerio o el Departamento Administrativo al cual estarán adscritos o vinculados. 
PARÁGRAFO .- Las superintendencias, los establecimientos públicos y las unidades administrativas especiales estarán adscritos a los ministerios o departamentos 
administrativos; las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta estarán vinculadas a aquellos; los demás organismos y 
entidades estarán adscritos o vinculados, según lo determine su acto de creación.” 
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utilizadas como referente en el acto constitutivo, introduciéndoles los cambios o ajustes necesarios 
para la adopción de los estatutos de la agencia. 
 
Necesario y pertinente reiterar que el acto final de constitución es diferente a la autorización previa 
del Concejo y la Alcaldesa a que se ha venido haciendo referencia, y equivale al documento 
privado de carácter contractual que bajo los parámetros previstos por el artículo 98 de la Ley 489 
de 199848, suscribieron las empresas y organismos distritales que en calidad de socios 
conformaron la agencia analítica de datos, el cual contempla las condiciones de participación de 
las entidades públicas y empresas convocadas a la integración de esa sociedad de economía 
mixta, su carácter territorial y la vinculación de la agencia a la Secretaría General de la Alcaldía 
Mayor, a efectos del control que el Distrito debe ejercer sobre la sociedad, así como los demás 
aspectos necesarios para su entrada en operacipon. 
 
En lo relativo a la naturaleza y régimen jurídico cabe destacar que el artículo 145 del Acuerdo 761 
de 2020, le dio a la agencia analítica de datos el carácter de una “sociedad por acciones”, para lo 
cual en primer lugar debe señalarse que tanto por su origen como por el objeto misional, funciones 
y entidades autorizadas para su integración, Ágata tiene el carácter de una entidad pública en los 
términos del parágrafo del artículo 104 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo C.P.A.C.A49, que define como tales a todo organismo, sociedad o 
empresa en las que el Estado tenga una participación igual o superior al 50%. 
 
Aclarado este asunto, y atendiendo que el artículo 145 del Acuerdo 671 de 2020, autorizó un 
esquema societario conformado por distintas entidades distritales, lideradas por la Empresa de 
Telecomunicaciones de Bogotá S.A. E.S.P, sociedad comercial, por acciones, constituida como 
una empresa de servicios públicos, de carácter mixto conforme a las disposiciones de la Ley 142 
de 1994 y Ley 1341 de 2009 y demás normas concordantes, el artículo 1º del Decreto 272 de 2020 
dispuso “…aprobar la constitución de la sociedad pública, denominada Agencia de Analítica de 
Datos “Ágata” como una sociedad de economía mixta, con patrimonio propio y autonomía 
administrativa, financiera y presupuestal, con domicilio en la ciudad de Bogotá y vinculada a la 
Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C.” 
 
La sociedad de economía mixta Ágata ostenta la condición de una entidad descentralizada en los 
términos del artículo 68 de la Ley 489 de 199850, esto es, autorizada por la Ley, en este caso en 
forma concurrente con la aprobación inicial del Concejo, a través del mentado artículo del Plan de 
Desarrollo Distrital, y luego por la alcaldesa mediante el acto acusado, cuyo propósito principal es 
el prestar el servicio público de analítica y procesamiento de datos en pro del beneficio del Distrito 
Capital mediante la realización de actividades industriales o comerciales, para lo cual el Decreto 
272 de 2020 la dotó de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio. 
 

 
48 “ARTÍCULO  98.- Condiciones de participación de las entidades públicas. En el acto de constitución de toda sociedad de economía mixta se señalarán las 
condiciones para la participación del Estado que contenga la disposición que autorice su creación, el carácter nacional, departamental, distrital o municipal de la 
sociedad; así como su vinculación a los distintos organismos para efectos del control que ha de ejercerse sobre ella.” 
49 “ARTÍCULO  104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además 
de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, 
sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. PARÁGRAFO .Para 
los solos efectos de este Código, se entiende por entidad pública todo órgano, organismo o entidad estatal, con independencia de su denominación; las sociedades o 
empresas en las que el Estado tenga una participación igual o superior al 50% de su capital; y los entes con aportes o participación estatal igual o superior al 50%.” 
50 “ARTÍCULO  68. Entidades descentralizadas. Son entidades descentralizadas del orden nacional, los establecimientos públicos, las empresas industriales y 
comerciales del Estado, las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta, las superintendencias y las unidades administrativas especiales con 
personería jurídica, las empresas sociales del Estado, las empresas oficiales de servicios públicos y las demás entidades creadas por la ley o con su autorización, 
cuyo objeto principal sea el ejercicio de funciones administrativas, la prestación de servicios públicos o la realización de actividades industriales o comerciales con 
personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio. Como órganos del Estado aun cuando gozan de autonomía administrativa están sujetas al control 
político y a la suprema dirección del órgano de la administración al cual están adscritas. Las entidades descentralizadas se sujetan a las reglas señaladas en la 
Constitución Política, en la presente Ley, en las leyes que las creen y determinen su estructura orgánica y a sus estatutos internos. Los organismos y entidades 
descentralizados, sujetos a regímenes especiales por mandato de la Constitución Política, se someterán a las disposiciones que para ellos establezca la respectiva 
ley. PARÁGRAFO  1.- De conformidad con el inciso segundo del artículo 210 de la Constitución Política, el régimen jurídico aquí previsto para las entidades 
descentralizadas es aplicable a las de las entidades territoriales sin perjuicio de las competencias asignadas por la Constitución y la ley a las autoridades del orden 
territorial.” 
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En razón de la autorización conjunta para la creación de la agencia, esa entidad descentralizada es 
de carácter indirecto, vale decir, para cuya creación concurrieron la autorización inicial del Concejo, 
a través del artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, la posterior habilitación para su conformación y 
estructuración de los aspectos esenciales para su operación, adoptada mediante el Decreto 272 de 
2020, pero cuya creación sólo se formaliza y concreta con el acto privado constitutivo de adopción 
de estatutos, suscrito por los socios de la Agencia Analítica de Datos Ágata.   
 
Es decir, no se trató de una entidad creada mediante un acto unilateral, cuya creación y regulación 
surge por ministerio de la ley, la ordenanza o el acuerdo, sino que corresponde a una forma 
asociativa de organización a la que confluyen las autorizaciones de la ley o las decisiones 
territoriales que adopten las asambleas o concejo y la propia alcaldesa, y el acto de constitución 
mediante la expresión de voluntad asociativa de sus miembros y adopción de estatutos. 
 
Lo anterior, en concordancia con lo previsto por el artículo 69 de la Ley 489 de 199851, permite 
establecer una clara distinción entre entidades descentralizadas directas de creación legal, o por 
virtud de ordenanzas y acuerdos, y entidades descentralizadas indirectas, que según se indicó, 
además de la autorización que para su conformación otorga la ley, la ordenanza o el acuerdo, 
requieren, por un lado, el aval que emite el alcalde mediante la correspondiente decisión que así lo 
indique, y que establezca los lineamientos generales de conformación y operación de la entidad, y 
de otro, el acto de constitución o asociación propiamente dicho y de adopción de estatutos, que 
celebran los socios integrantes. 
 
De acuerdo con la norma que se acaba de citar, no todas las entidades descentralizadas tienen el 
mismo procedimiento de creación, sino que existen dos tipos de procedimientos, uno para las 
entidades descentralizadas directas y otro para las entidades descentralizas indirectas.  
 
Sobre este punto debe traerse a colación la diferencia trazada por el H. Consejo de Estado, así: 
 

“Son entidades descentralizadas directas aquellas cuya creación es obra de la ley, la 
ordenanza o el acuerdo; en tanto que las descentralizadas indirectas son las que 
surgen por la voluntad asociativa de los entes públicos entre sí o con la intervención 
de particulares, previa autorización legal”52 
 

Es así como para la creación de las entidades descentralizadas directas en el nivel territorial basta, 
al tenor del artículo 69 de la Ley 489 de 1998, con que la respectiva ordenanza de la Asamblea 
Departamental o el acuerdo del Concejo Municipal o Distrital así lo determine, por lo tanto, su 
nacimiento a la vida jurídica se configura en su totalidad al momento de expedición de la respectiva 
ley o acto administrativo proferido por la corporación pública correspondiente. 

 
Pero como ya se indicó, esto no ocurre en el caso de las entidades descentralizadas indirectas en 
el nivel territorial, como fue el caso de la Agencia Analítica de Datos Ágata, cuya creación fue 
producto de un acto complejo en el que se aunaron i) las autorizaciones previas, esto es, la 
inicialmente otorgada por el Concejo en el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2021, conforme lo 
dispone el aludido artículo 69 de la Ley 489 de 1998, y la posteriormente entregada por la 
alcaldesa en el Decreto 272 de 2020 -aquí demandado-, en los términos del parágrafo de la norma 
en cita, y ii) la expresión de voluntad asociativa de los accionistas que requirió para formalizarse la 
celebración del acto de constitución y adopción de estatutos, el 22 de diciembre de 2020, acto 
privado que debe entenderse para todos los efectos legales como el momento real de su creación 
o nacimiento a la vida jurídica. 

 
51 “ARTÍCULO  69.- Creación de las entidades descentralizadas. Las entidades descentralizadas, en el orden nacional, se crean por la ley, en el orden 
departamental, distrital y municipal, por la ordenanza o el acuerdo, o con su autorización, de conformidad con las disposiciones de la presente Ley. El proyecto 
respectivo deberá acompañarse del estudio demostrativo que justifique la iniciativa, con la observancia de los principios señalados en el artículo 209 de la 
Constitución Política.” 
52 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, decisión del 26 de octubre de 2000, Rad. 1291. C.P. Augusto Trejos Jaramillo 
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En reciente pronunciamiento, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, al desatar el recurso 
interpuesto contra el auto que decretó medida cautelar de suspensión contra el artículo 91 del 
Acuerdo 761 de 202153, en cuanto autorizó a la Alcaldesa para conformar una sociedad por 
acciones- Operadora Distrital de Transporte, figura similar la prevista en el artículo 145 de citado 
acuerdo, hizo referencia a la distinción que el artículo 69 de la Ley 489 de 1998, plantea entre el 
acto unilateral propio de una entidad descentralizada directa y las sucesivas actuaciones y 
autorizaciones necesarias para la conformación de una entidad descentraliza indirecta, como la 
Agencia Analítica de Datos Ágata, que incorporan, además de las decisiones que al respecto 
adopten el Concejo y la Alcaldesa, la posterior expresión de voluntad asociativa de los integrantes 
de la entidad. 
 
En los siguientes términos lo puntualizó el Tribunal Administrativo de Cundinamarca al revocar la 
medida cautelar adoptada en primera instancia: 
 

“A su turno, el artículo 69 de la Ley 489 de 1998, señala:  
 
“ARTICULO 69. CREACION DE LAS ENTIDADES DESCENTRALIZADAS. Las entidades 
descentralizadas, en el orden nacional, se crean por la ley, en el orden departamental, 
distrital y municipal, por la ordenanza o el acuerdo, o con su autorización, de conformidad 
con las disposiciones de la presente ley. El proyecto respectivo deberá acompañarse del 
estudio demostrativo que justifique la iniciativa, con la observancia de los principios 
señalados en el artículo 209 de la Constitución Política.” (Subrayado y negrilla fuera de 
texto) 
 
De este modo, es claro que para el asunto que nos atañe, para crearse una entidad 
descentralizada del orden distrital, debe realizarse por medio de un acuerdo o contar con la 
respectiva autorización por parte del Concejo de Bogotá, y además el proyecto debe ir 
acompañado de un estudio demostrativo que justifique esa iniciativa.  
 
Ahora bien, la exigencia de dicho estudio alude a la creación de la entidad, pues a dicho 
evento hace referencia el articulado, por lo que los actos de creación se refieren a las 
normas legales que regulan cada entidad, dentro de los cuales se encuentra su objeto y las 
actividades que puede realizar para desarrollarlo, entre las cuales, para que pueda 
asociarse con otras entidades, debe existir la autorización expresa. 
 
Lo anterior por cuanto una entidad descentralizada indirecta, como la que afirma la entidad 
demandada pretende crearse, es concebida como aquella que surge por la voluntad 
asociativa de los entes públicos entre sí o con la intervención de particulares, previa 
autorización legal.  
 
Por ello se distingue entre la norma de creación o de autorización de una entidad 
descentralizada, de la norma de organización de la misma, la cual se explica en el 
hecho de que unas entidades son creadas por acuerdo o asociación y otras 
mediante un acto unilateral, de ahí que se prevean las dos modalidades: autorización 
y creación por cuanto, aun cuando ambas modalidades habilitan el surgimiento en el 
mundo jurídico de una nueva entidad, cuando es suficiente la manifestación 
unilateral de la autoridad pública que expide la ley, ordenanza o acuerdo se invoca la 

 
53 “Artículo 91. Autorización para constituir operador público. Se autoriza a la Alcaldesa Mayor en representación del Distrito Capital o TRANSMILENIO S.A., 
para participar en la creación de una sociedad por acciones - Operadora Distrital de Transporte-, con la participación de entidades públicas de acuerdo con los 
resultados de estudios técnicos y financieros, con personería jurídica, adscrita al sector movilidad, con autonomía administrativa, contable, financiera, presupuestal y 
patrimonio propio, para lo cual se podrán realizar los aportes a que haya lugar. Esta sociedad tendrá como objeto, entre otras actividades, la prestación del servicio 
público de transporte masivo en Bogotá D.C. o su área de influencia, en sus diferentes componentes y modalidades. La sociedad no podrá ser operador exclusivo en 
Bogotá D.C.” 
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primera, y cuando requiere la concurrencias de más voluntades sean pública o 
privadas, se utiliza la segunda.  
 
En otras palabras, aquellas que son directas, o creadas por acto unilateral, deben ser 
creadas y organizadas por la ley, ordenanzas o acuerdos, lo que indica que es a través de 
normas de rango nacional, departamental o municipal, que se crea y además se estructura 
esta clase de entidades, por lo que es en estas normas donde debe buscarse su 
regulación, los elementos que las constituyen, el derecho aplicable, etc., mientras que las 
asociativas, como la que se pretende en el asunto, deben ser autorizadas por ley, 
ordenanza o acuerdo, pero su organización se hace a través de estatutos que son 
acordados por los miembros que las conforman, y jerárquicamente estarán siempre 
por debajo de la norma que autoriza la creación de la entidad. 
 
(…) 
 
Mas cuando debe analizarse dentro del proceso, que en el articulado demandado i) se 
autoriza la participación de la alcaldesa en la creación de la entidad, no se está creando 
propiamente, pues en su parágrafo inclusive, dice que esa función de participar en la 
creación la hará mediante un acto posterior, acto que igualmente puede ser demandado si 
se cuestiona su legalidad; ii) se habla allí que esa participación en la creación se hará 
conforme los resultados de estudios técnicos y financieros que se consoliden, esto es, la 
misma norma se supedita a su existencia, existencia que para el momento procesal en el 
que nos encontramos, no se tiene certeza de que no se hayan efectuado como lo afirma el 
demandante; y iii) finalmente, no se realiza un análisis de lo acreditado hasta el momento 
en el proceso, es decir las pruebas que hasta ahora se hubieran allegado, para reforzar o 
consolidar la tesis que avala la suspensión del acto. 
 
Por tanto, si bien el juez de primera instancia informa que aquel documento no fue 
aportado con el proyecto de acuerdo contentivo de la iniciativa, tal como lo certificó el 
Secretario del Concejo Distrital, y además considera que son necesarios los estudios 
demostrativos tanto para la autorización, como para la creación de la entidad, lo cual no es 
objeto de discusión en este momento, sino al proferir la decisión final, no se observa que 
haya estudiado la finalidad del articulado autorizar la participación, no creación- y tampoco 
hace referencia a los estudios técnicos y financieros que la misma norma dice que tiene 
que considerar, previamente a la creación de la entidad. 
 
Es más, no es posible en este punto determinar que sea lo mismo autorizar la participación 
en una creación de una entidad, a autorizar su creación o a crearla directamente, lo que 
quiere decir que el Juez debe proveerse de todo el acervo probatorio que pueda consolidar 
en el proceso para definir dicha situación, sin que con lo acreditado hasta el momento 
pueda vislumbrarse una vulneración evidente de la norma y ordenar la suspensión del acto 
acusado.” 54 
 

Con miras a evitar cualquier tipo de ambigüedad o confusión entre esas etapas o hitos en la 
constitución de entidades descentralizadas indirectas como la Agencia Analítica de Datos, es 
pertinente señalar que la Sección Primera del Consejo de Estado, ha abordado el estudio sobre la 
diferencia entre los actos de autorización previos a la creación y el acto constitutivo de este tipo de 
entidades, y al respecto señaló: 
 

 
54 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Primera, Subsección B, Auto Interlocutorio Nro. 2021-09-543, nulidad Bogotá, 20 de septiembre de 2021 
Expediente 110013334006 2020 00218 00, Medio de Control: Nulidad Simple, Demandante: Felipe Bastidas Paredes, Demandado: Bogotá D.C. – Concejo de 
Bogotá D.C. 
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“En el caso de las sociedades públicas o mixtas, y de las asociaciones públicas o mixtas, 
ocurre igual: su constitución no surge por el mero hecho de la autorización de la ley, la 
ordenanza o el acuerdo, sino que requiere de un acto de naturaleza contractual; respecto 
de las entidades de que trata el artículo 96 de la ley 489 de 1998, el contenido de ese acto 
de constitución está detallado en la misma norma. Significa entonces que, dentro del 
procedimiento de constitución de una entidad descentralizada indirecta, están previstas dos 
autorizaciones: la primera, ordenada por la Constitución, proveniente de la ley, la 
ordenanza o el acuerdo, por la cual se faculta a unas entidades para que constituyan otra; 
la segunda, ordenada por la ley, que debe proceder del gobierno nacional, el gobernador o 
el alcalde, para que esas entidades concurran al acto de constitución de la nueva y 
suscriban el correspondiente contrato de sociedad o de asociación. 
 
Es claro que en razón de la supremacía de la Constitución, esta segunda no puede sustituir 
a la primera; y que es competencia del legislador establecer los requisitos para la creación 
o constitución de las personas jurídicas, siempre que no se opongan a los de estirpe 
constitucional. A esta autorización se refiere el parágrafo del artículo 49 de la ley 489 de 
1998, específicamente para las entidades descentralizadas indirectas, como requisito del 
acto de constitución de las mismas, que a su vez debe estar precedido por la autorización 
conferida por la ley, la ordenanza o el acuerdo, según el nivel nacional o territorial de las 
respectivas entidades concurrentes.”55 

 
Ya se ha dejado claro en la presente contestación, que la Agencia Analítica de Datos Ágata es una 
sociedad de economía mixta cuya conformación fue inicialmente autorizada por el Concejo y luego 
avalada por la Alcaldesa, para finalmente ser formalmente creada mediante la protocolización de la 
respectiva escritura de constitución y adopción de estatutos que suscribieron las entidades que 
conforman esa entidad, vale decir, la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. ESP- ETB, 
la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá EAAB-ESP, el Grupo de Energía de Bogotá –
GEB-, la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital –UAECD-, y la Secretaría Distrital de 
Planeación. 
 
Y conforme lo prevé el pluricitado artículo 69 de la Ley 489 de 1998, la expedición del Decreto 272 
de 2020, estuvo respaldada y sustentada por el correspondiente estudio justificativo de creación de 
la agencia, documento que se adjunta como prueba56.  Ese documento técnico de soporte -DTS- 
aborda temas como el contexto y justificación que soportan la autorización entregada por alcaldesa 
para conformar la agencia, las facultades de dicha funcionaria para expedir el decreto, la estructura 
orgánica de base de esa sociedad en relación con su denominación, naturaleza y régimen jurídico, 
sede principal, integración, órganos superiores de dirección y administración, asamblea de 
accionistas, junta directiva y representante legal. 
 
Contrario a lo afirmado por el demandante, para la creación de la Agencia Analítica de Datos, en 
atención a su condición de entidad descentralizada indirecta, no bastaba con la simple expedición 
de la autorización por parte del Concejo, contenida en el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020 y 
tampoco se entendía perfeccionada o creada con el aval que emitió la alcaldesa mayor al proferir 
el Decreto 272 de 2020, sino que, tal y como lo ha precisada el Consejo de Estado y el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, para que esa nueva entidad surgiera a la vida jurídica resultaba 
necesario además que se cumplieran los otros requisitos y formalidades legales, específicamente 
mediante el respectivo acto privado de constitución y adopción de estatutos, que en efecto fue 
suscrito por las entidades que integraron la sociedad y protocolizado ante notaría pública. 
 
Frente al tema de las competencias para emitir las autorizaciones iniciales necesarias para la 
creación de la Agencia Analítica  de Datos, se itera que el artículo 313 de la Constitución Política 

 
55 Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia del 23 de septiembre de 2010, Rad. 11001-03-24-000-2006-00021-00, C.P. Rafael Ostau de Lafont Pianeta. 
56 Archivo PDF denominado “Estudio demostrativo para la constitución de la Agencia Analítica de Datos Ágata” 
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regula las atribuciones de los órganos plurales de elección popular en materia de estructura de la 
administración pública e incluye la posibilidad de crear entidades descentralizadas, salvo para el 
caso de las sociedades de economía mixta, como la avalada por la Alcaldesa Mayor mediante el 
Decreto 272 de 2020, para las cuales el Concejo sólo puede autorizar su constitución.  
 
Esa diferencia tiene un sentido y un procedimiento: se trate de entidades con o sin ánimo de lucro, 
ambas son entidades de naturaleza societaria o asociativa, en la medida en que efectivamente se 
constituyen por el acuerdo de dos o más personas, sean éstas naturales o jurídicas; ese acuerdo 
necesariamente debe recogerse en un contrato de sociedad o de avocación, sujeto a formalidades 
y requisitos que son determinantes para la existencia de la nueva persona jurídica y para los 
efectos entre los socios o asociados y ante los terceros. 
 
En el caso de las sociedades públicas o mixtas, y de las asociaciones públicas o mixtas, ocurre 
igual: su constitución no surge por el mero hecho de la autorización de la ley, la ordenanza o el 
acuerdo, sino que requiere, según ya se estudió, de un acto adicional y posterior de naturaleza 
contractual; respecto de las entidades de que trata el artículo 96 de la ley 489 de 1998, el 
contenido de ese acto de constitución está detallado en la misma norma. 
 
Se recalca entonces que, dentro del procedimiento de constitución de una entidad pública de 
naturaleza asociativa, como la Agencia Analítica de Datos Ágata, concurrieron dos autorizaciones: 
la primera, ordenada por la Constitución, proveniente de la ley, la ordenanza o el acuerdo, por la 
cual se faculta a unas entidades para que constituyan otra; en este caso, la contenida en el artículo 
145 del Acuerdo 761 de 2020, la segunda, ordenada por la ley, que debe proceder del gobierno 
nacional, el gobernador o el alcalde, para que esas entidades concurran al acto de constitución del 
nueve ente y suscriban el correspondiente contrato de sociedad o de asociación, como en efecto lo 
estableció el Decreto Distrital 272 de 2020, cuya nulidad se solicita en este proceso. 
 
Es claro que, en razón de la supremacía de la Constitución, ninguna de las autorizaciones 
concurrentes que debían emitirse por parte del Concejo y la alcaldesa para la constitución de la 
Agencia Analítica de Datos Ágata podía sustituirse, pues ambas resultaban necesarias, pero 
además, tales actuaciones estaban supeditadas a la competencia del legislador, ejercida mediante 
la Ley 489 de 1998 y demás normas aplicables para establecer los requisitos para la creación o 
constitución de las personas jurídicas de derecho público o privado, marco normativo que según se 
ha dejado expuesto fue material y formalmente acatado por el Decreto 272 de 2020. 
 
De lo anteriormente expuesto puede inferirse que el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, tiene el 
carácter de autorización primigenia para la constitución de la Agencia Analítica de Datos Ágata, a 
instancias y por iniciativa de la Alcaldesa Mayor, como autora del proyecto del plan distrital de 
desarrollo que fue aprobado por el Concejo Distrital mediante Acuerdo 761 de 2020, funcionaria a 
quien le correspondía, dentro del marco legal señalado por el cabildo, avalar la conformación de 
esa sociedad y definir mediante decreto los aspectos básicos funcionales para la entrada en 
operación de la agencia, tales como su objeto misional, funciones esenciales, socios fundadores y 
porcentajes de participación inicial, órganos de administración y régimen jurídico aplicable. 
 
Conviene aquí recordar que el artículo 96 de la Ley 489 de 199857 permite la asociación de 
entidades públicas y de estas con personas jurídicas de derecho privado mediante la celebración 

 
57 “ARTÍCULO  96.- Constitución de asociaciones y fundaciones para el cumplimiento de las actividades propias de las entidades públicas con 
participación de particulares. Las entidades estatales, cualquiera sea su naturaleza y orden administrativo podrán, con la observación de los principios señalados 
en el artículo 209 de la Constitución, asociarse con personas jurídicas particulares, mediante la celebración de convenios de asociación o la creación de personas 
jurídicas, para el desarrollo conjunto de actividades en relación con los cometidos y funciones que les asigna a aquéllas la ley. Los convenios de asociación a que se 
refiere el presente artículo se celebrarán de conformidad con lo dispuesto en el artículo 355 de la Constitución Política, en ellos se determinará con precisión su 
objeto, término, obligaciones de las partes, aportes, coordinación y todos aquellos aspectos que se consideren pertinentes. Cuando en virtud de lo dispuesto en el 
presente artículo, surjan personas jurídicas sin ánimo de lucro, éstas se sujetarán a las disposiciones previstas en el Código Civil para las asociaciones civiles de 
utilidad común. En todo caso, en el correspondiente acto constitutivo que de origen a una persona jurídica se dispondrá sobre los siguientes aspectos: a. Los 
objetivos y actividades a cargo, con precisión de la conexidad con los objetivos, funciones y controles propios de las entidades públicas participantes; b. Los 
compromisos o aportes iniciales de las entidades asociadas y su naturaleza y forma de pago, con sujeción a las disposiciones presupuestales y fiscales, para el caso 
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de convenios o la creación de nuevas entidades o personas jurídicas para el desarrollo conjunto de 
actividades en relación con los cometidos y funciones que les asigna a aquellas la ley, atendiendo 
el cumplimiento de los requisitos que debe cumplir el acto constitutivo de origen.   
 
La norma en comento sustenta igualmente la determinación adoptada por el artículo 4º del del 
Decreto 272 de 2020, en torno a la participación como socios accionistas de la Agencia Analítica 
de Datos Ágata, de la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. E.S.P., el Grupo Energía 
Bogotá S.A. E.S.P., la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, Empresa de Acueducto 
y Alcantarillado de Bogotá S.A. E.S.P. y la Secretaría Distrital de Planeación. 
 
El artículo 97 de la Ley 489 de 199858 establece que las sociedades de economía mixta desarrollan 
actividades de naturaleza industrial o comercial conforme las reglas del derecho privado, y el 
parágrafo de esa disposición indica que los regímenes jurídicos de las actividades y servidores de 
este tipo de sociedades en los cuales el aporte de la Nación, de entidades territoriales o entidades 
descentralizadas sea superior al noventa por ciento (90%) del capital social, corresponderá al de 
las empresas industriales y comerciales el Estado. 
 
Con amparo en el referido precepto, el artículo 6 del Decreto 272 de 2020, dispuso que teniendo 
en cuenta la naturaleza de sociedad de economía mixta y la participación de capital público 
(80.48%) y privado (19.52%) en su composición accionaria, el régimen jurídico aplicable a la 
Agencia de Analítica de Datos “Ágata” sería el de derecho privado, en armonía con las 
disposiciones sobre sociedades de economía mixta contenidas en el Código de Comercio y el 
artículo 14 de la Ley 1150 de 2007.  
 
En efecto, toda vez que el régimen jurídico de la Agencia Analítica de Datos Ágata también se 
remite a disposiciones comerciales y aquellas que le resultaran compatibles conforme lo contempló 
el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020, para su regulación debe acudirse por una parte, a lo 
previsto por el artículo 464 del Código de Comercio59, que establece que en el evento de que los 
aportes estatales a las sociedades de economía mixta sean mayores al 90 por ciento (90%) su 
régimen jurídico será el previsto para las empresas y comerciales del Estado, contrario sensu, si el 
aporte es inferior a ese porcentaje, se aplicará el régimen de derecho privado, y de otra, al artículo 
467 ibidem60 que define los aportes estatales como los efectuados por la nación, las entidades 
territoriales o los organismos descentralizados, y en el caso de una sociedad de economía mixta, 
en los cuales se entenderá que el aporte de capital público corresponde al mismo porcentaje en 
que la sociedad aportante cuenta con capital público dentro de su propio capital social. 
 
Para el presente análisis se destaca que en el proceso de conformación de toda sociedad de 
economía mixta sin distinción del orden nacional o territorial al que pertenezca, es preciso tener en 
cuenta en la selección de sus socios, la conformación de un capital privado que lo represente, así 
como la incorporación de instituciones públicas cuya misionalidad encuentre afinidad en el objeto 
social de la entidad creada. 
 

 
de las públicas; c. La participación de las entidades asociadas en el sostenimiento y funcionamiento de la entidad; d. La integración de los órganos de dirección y 
administración, en los cuales deben participar representantes de las entidades públicas y de los particulares; e. La duración de la asociación y las causales de 
disolución.” 
58 “ARTÍCULO  97.- Sociedades de economía mixta. Las sociedades de economía mixta son organismos autorizados por la ley, constituidos bajo la forma de 
sociedades comerciales con aportes estatales y de capital privado, que desarrollan actividades de naturaleza industrial o comercial conforme a las reglas de Derecho 
Privado, salvo las excepciones que consagra la ley. (…) PARÁGRAFO .- Los regímenes de las actividades y de los servidores de las sociedades de economía mixta 
en las cuales el aporte de la Nación, de entidades territoriales y de entidades descentralizadas, sea igual o superior al noventa (90%) del capital social es el de las 
empresas industriales y comerciales del Estado.” 
59 “ARTÍCULO 464. SOCIEDADES DE ECONOMÍA MIXTA SOMETIDA A LAS DISPOSICIONES PREVIAS PARA LAS EMPRESAS INDUSTRIALES Y 
COMERCIALES DEL ESTADO. Cuando los aportes estatales sean del noventa por ciento (90%,) o más del capital social, las sociedades de economía mixta se 
someterán a las disposiciones previstas para las empresas industriales o comerciales del Estado. En estos casos un mismo órgano o autoridad podrá cumplir las 
funciones de asamblea de accionistas o junta de socios y de junta directiva.” 
60 “ARTÍCULO 467. APORTE ESTATAL Y APORTE DE CAPITAL PÚBLICO-DEFINICIÓN. Para los efectos del presente Título, se entienden por aportes estatales 
los que hacen la Nación o las entidades territoriales o los organismos descentralizados de las mismas personas. Cuando el aporte lo haga una sociedad de 
economía mixta, se entiende que hay aporte de capital público en el mismo porcentaje o proporción en que la sociedad aportante tiene, a su vez, capital público o 
estatal dentro de su capital social.” 



 

CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN: PÚBLICA 
2311520-FT-019 Versión 02 

Respecto a la participación de entidades públicas distritales en la conformación de la agencia vale 
la pena invocar lo señalado en la exposición de motivos del proyecto de Decreto61:  
 

“(…) en la conformación de la Asamblea de Accionistas, constituirán la sociedad las 
siguientes entidades públicas: 
  
Cuadro 1. Participación Publica en la Constitución de Socios Accionistas 
 
 
Accionista  
 

% Participación 
pública  
 

% Participación en la 
Agencia  
 

% Público indirecto 
en la Agencia  
 

Empresa de 
Telecomunicaciones de 
Bogotá S.A E.S.P  
 

88.4%  
 

51%  
 

45,08%  
 

Grupo de Energía de 
Bogotá S.A E.S.P  
 

65%  
 

40%  
 

26,4%  
 

Empresa de Acueducto, 
Alcantarillado y Aseo de 
Bogotá ESP  
 

100%  
 

1%  
 

1%  
 

Unidad Administrativa 
Especial de Catastro 
Distrital  
 

100%  
 

7% 
 

7%  
 

Secretaría Distrital de 
Planeación  
 

100%  
 

1% 
 

1% 
 

Total  
 

 
 

 
 

80,48%  
 

 
(…) la Agencia de Analítica de Datos, tendría una participación pública en su capital del 
80,48% y en correspondencia un aporte de capital privado del 19,52%, así en la medida 
que se piensa constituir la agencia bajo el régimen aplicable a la sociedad de economía 
mixta, los regímenes de las actividades y de los servidores de la sociedad, corresponderían 
al régimen privado”. 

 
La conformación de la entidad como sociedad pública por acciones simplificada indirecta y la 
aplicación del régimen de derecho privado de las sociedades de economía mixta, atendiendo los 
porcentajes de participación con patrimonio público y privado de sus socios, así como la 
estructuración y operación con patrimonio propio y autonomía administrativa, financiera y 
presupuestal, fue considerado al momento de evaluar su estructuración, tal como se indica dentro 
del estudio demostrativo para la constitución de la Agencia Analítica de Datos Ágata62: 

 
“Atendiendo a lo dispuesto por el código de comercio, con los aportes de participación 
referenciados en el cuadro anterior, la Agencia Analítica de datos, tendría una participación 
pública en su capital del 80.48% y en correspondencia un aporte de capital privado de 
19.52%, así en la medida que se piensa constituir la agencia bajo el régimen aplicable a la 
sociedad de economía mixta, los regímenes de las actividades y de los servidores de la 
sociedad, corresponderían al régimen privado. 
 

 
61 Páginas 31 y 32 de la exposición de motivos 
62 Páginas 28 y 29 del archivo PDF estudio demostrativo para la constitución de la Agencia Analítica de Datos Ágata, que se adjunta como prueba 
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En el entendido del marco jurídico expuesto, la Agencia Analítica de Datos será una 
sociedad pública por acciones simplificada indirecta, bajo el régimen aplicable a las 
sociedades de economía mixta, con patrimonio propio y autonomía administrativa, 
financiera y presupuestal. 
 
La sociedad por acciones simplificada (SAS), creada por la Ley 1258 de 2008, se ha 
convertido en la sociedad por excelencia en el desarrollo y ejecución de negocios en los 
últimos 10 años. De acuerdo con las cifras de Confecámaras, el 90% de las sociedades 
que se constituyen hoy en día son SAS. Las razones varían desde muchos aspectos, pero 
las más relevantes, empiezan por su flexibilidad estructural, su adaptabilidad a los quereres 
e intereses de sus accionistas y la ausencia de formalismos, típicos de otro tipo de 
estructuras societarias, que además de ser engorrosos, frenen la dinámica societaria que 
demandan los negocios actuales. 
 
En ese sentido, las SAS, una de las tres modalidades de sociedades por acciones 
existentes en el ordenamiento jurídico colombiano, se ha convertido en una herramienta 
contractual útil y atractiva para negocios de diversa índole.” 

 
La estructuración de la agencia bajo el esquema de sociedad por acciones simplificada SAS, si 
bien busca ajustar el modelo de negocios a los requerimientos y la dinámica actuales, mediante 
una estructura que le permita tomar decisiones oportunas y eficientes y convertirse en un jugador 
relevante e influyente en el mercado de recolección, análisis tecnológico, procesamiento y 
distribución de datos, no deja de lado la naturaleza de asociación de entidades públicas que 
permitió su constitución, pero en especial, el propósito esencial que se buscó cumplir con Ágata, 
desde su concepción como propósito del Plan de Desarrollo Distrital 2020-2024, esto es, generar 
beneficios para toda la comunidad mediante la utilización estructurada de la información 
proveniente de los distintos sectores de la administración distrital. 
 
De acuerdo con lo que indicaba la exposición de motivos, el artículo 4º del Decreto 272 de 2020 
autorizó la participación de esas entidades y organismos en calidad de accionistas de la agencia, 
en las proporciones allí fijadas, con lo cual el patrimonio de la sociedad creada quedaría 
compuesto por los aportes suscritos al momento de celebrar el acto privado de constitución.   
 

“ARTÍCULO 4°. Accionistas. Autorizase que la sociedad pública por acciones denominada 
Agencia de Analítica de Datos “Ágata”, sea constituida por los siguientes accionistas, y en 
las siguientes proporciones: 
  

Nombre del Accionista 

Porcentaje de 
participación en el 
capital de la sociedad 
Agencia de Analítica 
de Datos “Ágata” 

Empresa de 
Telecomunicaciones de 
Bogotá S.A. E.S.P. 

51% 

Grupo Energía Bogotá 
S.A. E.S.P. 

40% 

Unidad Administrativa 
Especial de Catastro 
Distrital 

7% 
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Empresa de Acueducto y 
Alcantarillado de Bogotá 
S.A. E.S.P. 

1% 

Secretaría Distrital de 
Planeación 

1% 

Total: 100% 

  
PARÁGRAFO. Las anteriores participaciones accionarias podrán modificarse conforme 
con los procesos de capitalización que adelanten sus accionistas bajo sus estatutos 
sociales o las operaciones de venta de acciones entre los mismos accionistas u otras 
entidades que pertenezcan al Distrito Capital, ya sean del sector central y descentralizado, 
conforme con las leyes aplicables. 

 
En ese sentido, la parte motiva del acto acusado da cuenta de las distintas aprobaciones que cada 
una de las entidades integrantes emitió para avalar su incorporación a la sociedad y el monto del 
capital inicial aportado, junto con el correspondiente aval fiscal emitido por la Secretaría Distrital de 
Hacienda, y al respecto indica: 
 

“Que en sesión del 27 de octubre de 2020 –Acta No. 379-, la junta directiva de la Empresa 
de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. E.S.P. aprobó la participación de la empresa en la 
conformación, creación y constitución de la sociedad pública por acciones denominada 
Agencia de Analítica de Datos, en un porcentaje mayoritario en el capital suscrito y pagado. 
  
Que según certificación expedida por el secretario de la junta directiva del Grupo Energía 
Bogotá S.A. E.S.P., en sesión No. 1643 del 26 de noviembre de 2020 se autorizó al Grupo 
Energía de Bogotá S.A. E.S.P. para participar en el 40% de la estructura accionaria de la 
Agencia de Analítica de Datos. 
  
Que mediante Acuerdo No. 008 del 3 de diciembre de 2020 el Consejo Directivo de la 
Unidad Administrativa de Catastro Distrital aprobó la participación de la entidad en la 
conformación de la Agencia de Analítica de Datos, con una participación del 7%. 
  
Que a través del Acuerdo No. 55 del 29 de octubre de 2020, la junta directiva de la 
Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá S.A. E.S.P. autorizó la participación de 
la empresa en la Agencia de Analítica de Datos, con un aporte de $364.000.000. 
  
Que por medio de comunicación con radicado 2-202062945 del 10 de diciembre de 2020 la 
Secretaría Distrital de Planeación certificó que cuenta con el presupuesto para participar en 
la Agencia de Analítica de Datos. 
  
Que mediante oficio con radicado 2020EE195440 del 10 de diciembre de 2020 la 
Secretaría Distrital de Hacienda otorgó el aval fiscal para la creación de la Agencia de 
Analítica de Datos, en el que se indica que “la Agencia no requerirá de recursos directos 
del presupuesto distrital, sino que será financiada con los aportes de los accionistas para 
su funcionamiento inicial y deberá ser auto sostenible”. 

 
Con fundamento en las aprobaciones a las que se acaba de hacer referencia, para constituir la 
sociedad, las entidades que integraran la agencia debieron proceder a la suscripción de las 
respectivas escrituras, con lo cual, atendiendo la naturaleza del organismo cuya creación fue 
autorizada, que consiste en una sociedad por acciones, el acto de constitución (escritura pública) 
tendría que contener los estatutos sociales mediante los cuales se establecen, entre otros 

https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=101329
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aspectos de la estructura y operación de la entidad, las funciones, el presupuesto, los órganos de 
dirección y administración, atendiendo para ello la normativa legal que regula este tipo societario. 
 
Fue así como el artículo 7º del Decreto 272 de 2021, señaló que los órganos de dirección y 
administración de la Agencia Analítica de Datos serían la asamblea de accionistas, la junta 
directiva y el representante legal o gerente, previsión que guarda relación y concordancia con el 
régimen aplicable a esa sociedad, sin perjuicio de las decisiones que sobre esa materia fueron 
adoptadas en el acto privado de constitución y adopción de estatutos. 
 
De igual forma, puede afirmarse que el desarrollo de la misión y objetos sociales de las entidades y 
empresas que integran la agencia analítica de datos, tanto de patrimonio mixto como 100% 
público, resulta afín con las actividades esenciales previstas para Ágata por el artículo 2º del 
Decreto 272 de 2020, en lo que tiene que ver con formular, coordinar y planear políticas para la 
analítica y tratamiento de datos, definir estándares para la calidad, seguridad y uniformidad de la 
información, y llevar a cabo actividades de tratamiento, recolección y administración de datos, al 
punto que debería esperarse que la experiencia y conocimiento con que cuentan cada una de ellas 
en materia de estructuración de proyectos, manejo y procesamiento de datos, aportarán beneficios 
en el devenir diario de la agencia. 
 
Cabe recordar que el régimen jurídico aplicable a la agencia resulta igualmente acorde con su 
objeto, en los términos del artículo 9 de la Ley 1341 de 200963 que establece: “El sector de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones está compuesto por industrias 
manufactureras, comerciales y de servicios cuyos productos recogen, procesan, crean, transmiten 
o muestran datos e información electrónicamente”.  Téngase en cuenta en este asunto lo 
señalando en el artículo 55 de esa misma norma, en cuanto a la aplicación del derecho privado 
para las empresas del sector TIC: “Los actos y los contratos, incluidos los relativos a su régimen 
laboral y las operaciones de crédito de los proveedores de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, cualquiera que sea su naturaleza, sin importar la composición de su capital, se 
regirán por las normas del derecho privado”. 
 
De vital importancia en este asunto tener claridad que por el objeto social de la Agencia Analítica 
de Datos Ágata, esto es, la recolección, análisis tecnológico, procesamiento y utilización de datos e 
información, su actividad comercial se llevará a cabo bajo el esquema de competencia con otras 
empresas del sector público y privado, circunstancia  en virtud de la cual resulta necesario que su 
actuación contractual, en consonancia con el régimen de derecho aplicable a las sociedades de 
economía mixta al que se ha hecho referencia, este amparado por las disposiciones de derecho 
privado, sin detrimento de que los manuales de contratación incorporen los principios que orientan 
la actividad del Estado en esa materia: transparencia, objetividad, igualdad, debido proceso y 
demás que establecen las Leyes 80 de 199364 y 1150 de 200765. 
 
En ese sentido se expresó el estudio demostrativo para la constitución de la Agencia Analítica de 
datos Ágata, al que se ha venido haciendo referencia66: 
 

“…de acuerdo con el objeto social de al Agencia Analítica de Datos, su actividad comercial 
se desarrollará en competencia con el sector privado y con el sector público, pues en la 
actualidad existen agencias de analítica de datos en el mercado nacional e internacional 
que competirán de manera directa. Prueba de ellos es la existencia de entidades en el 
sector de tecnología de analítica de datos, tales como MODA, Boston´s Citywide Analytics, 

 
63 “Por la cual se definen principios y conceptos sobre la sociedad de la información y la organización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones –
TIC–, se crea la Agencia Nacional de Espectro y se dictan otras disposiciones” 
64 “Por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública” 
65 “por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la 
contratación con Recursos Públicos.” 
66 Páginas 29 y 30 del archivo PDF estudio demostrativo para la constitución de la Agencia Analítica de Datos Ágata, que se adjunta como prueba 

http://calsegen01.alcaldiabogota.gov.co:7772/sisjur/home/Norma1.jsp?i=304#0
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Departement of Innovation and Technology (DoIT). Amsterdam Smart City (“ASC”), NSW 
Analytics, entre otras, además de otros jugadores internacionales que yan han empezado a 
desarrollar procesos de análisis de datos colaterales como Google, Facebook, Rappi y 
Uber. 
 
Con fundamento en lo anterior, y ante la alta demanda de competitividad que requiere el 
desarrollo de este negocio y la presencia de jugadores relevantes en el mercado, la 
Agencia de Analítica de Datos no estará sometida al Estatuto General de Contratación 
Pública, sino al régimen de contratación privada. Lo anterior, sin perjuicio de los 
reglamentos de contratación que establezca la sociedad en consonancia con los principios 
de transparencia, debida diligencia, igualdad y debida verificación”. 

 
En resumen, para la expedición del acto demandando en este negocio, se siguió el procedimiento 
constitucional y legal al que se ha hecho referencia, toda vez que con fundamento en la 
autorización previamente otorgada por el Concejo a la Alcaldesa Mayor, mediante el artículo 145 
del Acuerdo 761 de 2020, para la conformación de una sociedad de economía mixta con 
patrimonio propio y autonomía administrativa, financiera y presupuestal: la Agencia Analítica de 
Datos Ágata, con el carácter de entidad descentralizada indirecta, esa dignataria profirió el Decreto 
272 de 2020, avalando su conformación, creación que se formalizó mediante el posterior acto 
privado de constitución y adopción de estatutos.  
 
Así mismo, el régimen jurídico de derecho privado aplicable a la sociedad, teniendo en cuenta su 
carácter asociativo y el porcentaje de patrimonio público y privado con que concurrieron las 
entidades que integraron la agencia, resulta acorde con las previsiones de la Ley 489 de 1998, el 
Código de Comercio y demás preceptos aplicables. 
 

4.3 Presunta ilegalidad por desviación de poder 
 

El apoderado considera que el Decreto 272 de 2020 incurrió en desviación de poder, vicio que 
sustenta en la misma imputación jurídica de ilegalidad que alegó en los cargos precedentes, 
consistente en la falta de autorización por parte del Concejo a la alcaldesa mayor o el Distrito 
Capital para crear la Agencia Analítica de Datos Ágata, con la consecuente irregularidad derivada 
de la creación directa de la sociedad por parte esa funcionaria, dándole la estructura de una 
entidad pública por acciones y no de una sociedad de economía mixta, como lo contemplaba el 
artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020. 
 
Frente a este cargo advierte el suscrito que el artículo 137 de la Ley 1437 de 201167 consagra 
como una de las causales para solicitar la nulidad de los actos administrativos la comprobada 
desviación de las atribuciones propias de quien los profirió, irregularidad que jurisprudencial y 
doctrinariamente se conoce como “desviación de poder.”  
 
El concepto ha sido definido por el Consejo de Estado en los siguientes términos: 
 

“Sobre la desviación de poder, se ha dicho que se configura cuando quien ejerce función 
administrativa expide un acto de dicha naturaleza que, si bien puede ajustarse a las 
competencias de que es titular y a las formalidades legalmente exigidas, da cuenta del uso 
de las atribuciones que le corresponden a efectos de satisfacer una finalidad contraria a los 
intereses públicos o al propósito que buscó realizar el legislador al momento de otorgar la 
competencia en cuestión.  
 

 
67 “ARTÍCULO  137. Nulidad. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter 
general. Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con 
desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió.” 
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Al respecto, el abuso o desviación de poder es creación jurisprudencial del Consejo de 
Estado francés, como reacción al formalismo excesivo del derecho público y con el fin de 
someter los actos administrativos discrecionales al control judicial. Se ha llegado a 
sostener incluso que precisamente el eje central del derecho administrativo es el control de 
la discrecionalidad.”68 

 
La desviación de poder constituye entonces una de las técnicas de control del ejercicio de 
facultades administrativas discrecionales, como quiera que la posibilidad de contar con ciertos 
márgenes de libertad decisoria otorgada a la administración no puede conllevar bajo ninguna 
circunstancia al entendimiento de que esta se encuentre habilitada para definir, sustituir o 
desconocer la finalidad a la que constitucional y legalmente responde la norma que para cada caso 
particular, faculta a las autoridades para emitir una decisión, pero que en cualquier caso, ha de 
estar siempre orientada a la satisfacción de los intereses generales y obtención del bien común en 
el ejercicio de la función administrativa. 

    
En punto a la afectación en la finalidad del acto administrativo, y a la necesaria demostración por 
parte de quien alega la desviación de poder, de una manifiesta e inadecuada intromisión de 
intereses particulares de quien emite el acto, con el fin de obtener un provecho personal o en favor 
de terceros, contrario a las normas que debieron sustentar la expedición del acto, el Consejo de 
Estado ha señalado lo siguiente: 
 

“A su turno, la desviación de poder ha sido definida por la jurisprudencia de esta 
Corporación como el vicio que afecta la finalidad del acto administrativo, bajo el entendido 
de que el propósito que el acto persigue configura un requisito que hace a su legalidad y 
que debe hallarse en el marco de la función administrativa y del ordenamiento jurídico; y 
por tanto, se configura cuando se está ante la presencia de una intención particular, 
personal o arbitraria de un sujeto que actúa a nombre de la administración, en la búsqueda 
de un fin opuesto a las normas a las que debe someterse.  
 
De igual forma, ha advertido esta Sala que la demostración de una desviación de poder 
impone un análisis que trasciende la órbita de lo objetivo y formal del acto censurado, para 
trasladarse a la esfera estrictamente subjetiva de las personas que llevan la representación 
de la Administración, lo que a su turno implica la demostración del iter desviatorio para 
quien la alega como causal de anulación, en el sentido de que debe aparecer acreditado 
fehacientemente que la autoridad nominadora actuó con fines personales, a favor de 
terceros o influenciado por una causa adversa al cumplimiento efectivo de los deberes 
públicos, que el ordenamiento legal le obliga observar.”69 

 
Por su parte, la Corte Constitucional se ha referido al tema de la desviación de poder en la 
expedición de actos administrativos al señalar: 

  
“2.1. Diferentes autores nacionales y extranjeros y la jurisprudencia del Consejo de 
Estado de Francia y de Colombia se han ocupado de la elaboración, en el campo del 
derecho administrativo, de la institución de la desviación de poder, la cual comporta el 
ejercicio de una competencia atribuida a un órgano estatal en desarrollo de la función 
administrativa, que se utiliza con un propósito diferente a la satisfacción de los fines 
públicos en vista de los cuales aquella fue otorgada. 
  

 
68 Sentencia del 15 de noviembre de 2020, sección segunda, subsección A, Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, radicación 01754, 
Magistrado Ponente. William Hernández Gómez 
69 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A. Sentencia de 26 de noviembre de 2009. Expediente 27001-23-31-000-2003-00471- 02 (1385-2009), Actor: 
Silvio Elías Murillo Moreno. 
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 En consecuencia, el vicio de la desviación de poder en la expedición de un acto 
administrativo se presenta, cuando un órgano del Estado, actuando en ejercicio y 
dentro de los límites de su competencia, cumpliendo las formalidades de procedimiento 
y sin incurrir en violación de la ley, utiliza sus poderes o atribuciones con el propósito 
de buscar una finalidad contraria a los intereses públicos o sociales, en general, o los 
específicos y concretos, que el legislador buscó satisfacer al otorgar la respectiva 
competencia. 
  
El referido vicio, en concepto de Eduardo García de Enterría, no sólo se presenta 
cuando se persigue un fin privado del titular de la competencia, sino en el evento en 
que “abstracción hecha de la conducta del agente, es posible constatar la existencia de 
una divergencia entre los fines realmente perseguidos y los que, según la norma 
aplicable deberían orientar la decisión administrativa”. 
  
Es de observar, que las técnicas de control de legalidad que aplica la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo han sido elaboradas bajo la idea de asegurar un control 
integral y efectivo a la actividad de la administración, sea esta discrecional o reglada, si 
se repara que ésta se desarrolla mediante el ejercicio de privilegios o prerrogativas 
propios del sistema administrativo que implican que ella pueda acudir a la autotutela, es 
decir, tanto a la imposición unilateral de obligaciones a los administrados (privilegio de 
la decisión previa),  como al cumplimiento forzado de éstas (privilegio de la acción de 
oficio), sin intervención judicial. De este modo la rigurosidad del referido control es 
precisamente la contraprestación que la administración debe pagar por el ejercicio de 
dichas prerrogativas y su sometimiento a la legalidad.     
  
Las referidas técnicas, han estado dirigidas a controlar la regularidad formal del acto, 
esto es, a verificar que ha sido expedido por una autoridad competente y según las 
formas prescritas. Ello corresponde a dos aspectos sobre los cuales recae el control. 
La incompetencia y el vicio de forma. Pero igualmente aquéllas se han orientado a 
comprobar la regularidad material del acto, o sea la adecuación de su contenido o 
materia al derecho, bien desde el punto de vista objetivo, atendiendo a su contenido 
sustancial e independientemente de las intenciones de quien lo produjo, o desde la 
perspectiva subjetiva, atendiendo la finalidad que su autor buscó con su expedición y si 
ésta se adecuó o no a la que el legislador tuvo en cuenta al asignar la respectiva 
competencia. 
  
El control material del acto, comprende entonces, no sólo la conformidad de éste con la 
ley (violación de la ley), la inexactitud de los motivos (falsa motivación), sino la 
legitimidad de su finalidad (desviación de poder).”70 

 
En el presente asunto, la falta de coherencia y claridad de la demanda contra el Decreto 272 de 
2020 y su subsanación, en cuanto atañe a la formulación de cargos y concepto de la violación 
presentados, se ponen en evidencia en la imputación de una eventual ilegalidad por desviación de 
poder en la expedición de ese acto administrativa, porque el cargo se sustenta en la presunta falta 
de autorización o competencia para emitirlo por parte de la alcaldesa y en la indebida conformación 
de la Agencia Analítica de Datos como sociedad de economía mixta por acciones. 
 
Obsérvese que esas supuestas irregularidades, referidas a la no conformidad del decreto acusado 
con la autorización impartida por el Concejo Distrital en el artículo 145 del Acuerdo 761 de 2021 
para la constitución de la agencia, así como a su estructuración contraviniendo las disposiciones 

 
70 Sentencia C-456 del 2 de septiembre de 1998, Expediente D-1932, Magistrado Ponente: Antonio Barrera Carbonell 
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de la Ley 489 de 1998, fueron desvirtuadas en los numeral 4.1 y 4.2 del capítulo III del acápite de 
pronunciamiento frente al concepto de la violación de la presente contestación. 
 
Es claro que una posible falta de competencia de la alcaldesa mayor o la estructuración de la 
Agencia Analítica de Datos con omisión de las normas que para la creación de nuevas entidades u 
organismos por asociación entre entidades públicas o privadas consagra la Ley 489 de 1998, en 
nada se asemeja a una conducta puramente subjetiva y acreditable de la burgomaestre capitalina 
al momento de expedir el Decreto 272 de 2020, que como causa eficiente de la desviación de 
poder que se alega, evidenciara una intención contraria a sus funciones como encargada de 
cumplir el artículo 145 del Acuerdo 671 de 2020, o de asegurar el bienestar de la ciudadanía de 
Bogotá a través de la oportuna y adecuada prestación del servicio de analítica y procesamiento de 
datos estructurados y no estructurados del Distrito Capital, buscando la satisfacción de intereses 
particulares suyos o que procuraran el beneficio de terceros tales como grupos de interés o 
agremiaciones privadas. 
 
No existe ningún fundamento para endilgarle al Decreto 272 de 2020 el vicio de material de 
desviación de poder, porque lo que alega la parte actora es precisamente contrario a la posible 
configuración de una irregularidad surgida por esta vía, vale decir, sostiene que la alcaldesa 
carecía de las facultades y competencia para emitir ese acto, pero además que la agencia no se 
conformó como lo ordena la ley, yerros de carácter formal que excluyen la presencia de una 
eventual desviación de poder, en tanto esa actuación irregular supone un ejercicio formal y legítimo 
de las atribuciones de la funcionaria para expedir la decisión, que sin embargo se invalida por su 
propósito abiertamente contrario a la satisfacción del interés general, tendiente a proteger 
finalidades particulares u obtener provecho en favor de terceros. 
 
Lo que sí resalta es que el representante de la Asociación Nacional de Técnicos en Telefonía y 
Comunicaciones Afines -ATELCA- al presentar la demanda y corregirla no desarrolla el cargo de 
desviación de poder conforme los criterios jurisprudenciales citados en párrafos precedentes que 
para ese efecto han desarrollado el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, falencia que 
derrota cualquier vocación de prosperidad del cargo e incluso configura la ineptitud sustantiva del 
libelo introductorio, conforme se planteará al formular excepciones de mérito. 
 
Según consta en la exposición de motivos del Decreto 272 de 202071, el correspondiente proyecto 
fue publicado en la página web de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor conforme lo estipula 
el numeral 8 del artículo 8 de la Ley 1437 de 201172, actuación en virtud de la cual se recibieron 
sugerencias y observaciones de la comunidad, valoradas dentro del trámite de expedición de esa 
decisión, hecho que denota la garantía del derecho a la participación ciudadana y el completo 
alineamiento del acto con la finalidad social propia de la función administrativa, cuyo ejercicio 
precedió su emisión, situación que controvierte la eventual configuración del vicio de desviación de 
poder que se le atribuye a la norma. 
 
Prueba irrefutable de la absoluta conformidad del acto acusado con los fines y objetivos de la 
función administrativa tendiente a la satisfacción de los intereses generales y bienestar común de 
los habitantes y sectores de la ciudad de Bogotá, en cuyo cumplimiento la alcaldesa mayor 
contaba con la competencia para expedir el Decreto 272 de 2020, la constituyen la exposición de 
motivos de esa decisión y el Documento Técnico de Soporte denominado “Estudio Demostrativo 
para la Constitución de Agencia Analítica de Datos Ágata”, documentos que evidencian la 
pertinencia de conformar y poner en funcionamiento esa sociedad con el fin de dar cumplimiento a 

 
71 Página 51 de la exposición de motivos 
72 “ARTÍCULO 8º. Deber de información al público. Las autoridades deberán mantener a disposición de toda persona información completa y actualizada, en el 
sitio de atención y en la página electrónica, y suministrarla a través de los medios impresos y electrónicos de que disponga, y por medio telefónico o por correo, sobre 
los siguientes aspectos: (…) 8. Los proyectos específicos de regulación y la información en que se fundamenten, con el objeto de recibir opiniones, sugerencias o 
propuestas alternativas. Para el efecto, deberán señalar el plazo dentro del cual se podrán presentar observaciones, de las cuales se dejará registro público. En todo 
caso la autoridad adoptará autónomamente la decisión que a su juicio sirva mejor el interés general.” 
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los propósitos, planes y programas del Plan Distrital de Desarrollo 2020-2024, el contexto y 
justificación de la agencia, las facultades para su constitución, su objeto y funciones esenciales, 
directamente relacionadas con la oportuna y adecuada prestación de un servicio de analítica y 
procesamiento de datos en beneficio de los habitantes de la ciudad, su naturaleza jurídica, 
conformación societaria, integración patrimonial y demás elementos de operación. 
 

IV. EXCEPCIONES 
 
De conformidad con lo previsto por el artículo 17273 y 17574 de la Ley 1437 de 2011, me permito 
proponer la siguiente excepción de mérito: 
 
INEPTITUD SUSTANTIVA DE LA DEMANDA 
 
Ha establecido la jurisprudencia del Consejo de Estado que la ineptitud de la demanda hace 
referencia a la falta de cumplimiento de los requisitos legales de procedibilidad del libelo 
introductorio, que para el caso de la jurisdicción contenciosa administrativa no son otros que los 
previstos por el artículo 162 del C.P.A.C.A, en armonía con lo dispuesto en el artículo 166 ibídem. 
 
Es así como en la sentencia de la sentencia del 7 de marzo de 2019, emitida por la Sección Quinta 
de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, Consejera Ponente: Lucy 
Jeannette Bermúdez75, se señaló la carga argumentativa que debe asumir al actor como 
presupuesto sine qua non para la adecuada avocación y trámite del medio de control que se 
pretenda entablar: 
 

“Para la Sala, es claro que a partir de los dispositivos indicados, el demandante debe 
invocar la norma que considera se transgrede y aparejado a ello, cuando se trata de 
desvirtuar la presunción de legalidad del acto administrativo o del acto electoral, debe 
esgrimir la argumentación sobre las razones por las que éste infringe el ordenamiento 
jurídico que se menciona, por eso con buen criterio, se dice que la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, sobre todo cuanto se trata de desvirtuar la presunción de 
legalidad del acto, es de estirpe rogada.  
 
El concepto de violación en materia de cuestionamiento de la legalidad del acto 
administrativo o electoral, junto con la causa petendi, desmarca la indeterminación o 
imprecisión sobre qué es lo que se quiere judicializar y por qué, y da paso a los límites, por 
demás adecuados, de cara a la presunción de legalidad que protege el acto, para que el 
operador jurídico pueda abordar el análisis y adoptar la decisión que se encuadra en 
aquellos aspectos o derroteros que el demandante en su libelo introductorio pone de 
presente y que luego, se van nutriendo con las demás postulaciones de los restantes 
sujetos procesales, quienes pueden apoyar los argumentos de la demanda -como tercero 
interesado o coadyuvante- u oponerse mediante la concurrencia como parte pasiva o 
también como tercero interesado o coadyuvante.” 

 

 
73 “ARTÍCULO  172. Traslado de la demanda. De la demanda se correrá traslado al demandado, al Ministerio Público y a los sujetos que, según la demanda o las 
actuaciones acusadas, tengan interés directo en el resultado del proceso, por el término de treinta (30) días, plazo que comenzará a correr de conformidad con lo 
previsto en los artículos 199 y 200 de este Código y dentro del cual deberán contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía, y en 
su caso, presentar demanda de reconvención.” 
74 “ARTÍCULO  175. Contestación de la demanda. Durante el término de traslado, el demandado tendrá la facultad de contestar la demanda mediante escrito, que 
contendrá: 1. El nombre del demandado, su domicilio y el de su representante o apoderado, en caso de no comparecer por sí mismo. 2. Un pronunciamiento sobre 
las pretensiones y los hechos de la demanda. 3. Las excepciones. 4. La relación de las pruebas que se acompañen y la petición de aquellas cuya práctica se solicite. 
En todo caso, el demandado deberá aportar con la contestación de la demanda todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso. 5. 
Los dictámenes periciales que considere necesarios para oponerse a las pretensiones de la demanda. Si la parte demandada decide aportar la prueba pericial con la 
contestación de la demanda, deberá manifestarlo al juez dentro del plazo inicial del traslado de la misma establecido en el artículo 172 de este Código, caso en el 
cual se ampliará hasta por treinta (30) días más, contados a partir del vencimiento del término inicial para contestar la demanda. En este último evento de no adjuntar 
el dictamen con la contestación, se entenderá que esta fue presentada en forma extemporánea. 6. La fundamentación fáctica y jurídica de la defensa. 7. El lugar 
donde el demandado, su representante o apoderado recibirán las notificaciones personales y las comunicaciones procesales. Para tal efecto, deberán indicar 
también su canal digital.” 
75 Radicación número: 11001-03-28-000-2018-00091-00 (ACUMULADO 11001-03- 28-000-2018-00601-00) 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=41249#172
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En el caso sub judice, la parte demandada ha venido señalando que desde la presentación misma 
de la demanda, el juez advirtió sobre los yerros sustantivos que presentó ese memorial 
introductorio en relación con una adecuada sustentación y desarrollo del concepto de violación que 
trascienda la simple enumeración de normas que se presentan como vulneradas, pero que en 
realidad no aborda de forma coherente, razonada y suficiente los motivos que controviertan la 
presunción de legalidad del Decreto 272 de 2020. 
 
Pese a que la parte actora presentó un escrito de subsanación de la demanda con el cual se le dio 
curso al trámite procesal de admisión, lo cierto es que tal corrección sólo se circunscribió a replicar 
la cita de las normas presuntamente violadas, para cuyo desarrollo se recabaron imputaciones 
meramente nominales por presunta falta de competencia para expedir el acto acusado, ausencia 
de motivación e incluso desviación de poder que sin embargo, no superaron las graves falencias 
inicialmente advertidas por el juez de conocimiento al señalar que esos cargos sólo corresponden 
a apreciaciones subjetivas de carácter fáctico y no a una verdadera teoría jurídica de imputación 
contra la legalidad de la decisión cuya nulidad se pretende.  
 
La demanda carece de verdaderos fundamentos de derecho que permitan abordar el estudio 
jurídico tendiente a establecer si el acto acusado incurre en desconocimiento de las normas que 
deberían sustentarlo. 
 
Debe tenerse en cuenta en este asunto que la justicia contenciosa es rogada y comporta para las 
partes el deber de adecuada sustentación de la demanda y su contestación, acreditación de 
pruebas y actuación jurídicamente debatible, en aras a una adecuada conformación de la litis que 
le permita a las partes controvertir los argumentos planteados y al juez decidir de fondo la 
controversia. 
 
Así lo ha señalado la jurisprudencia del Consejo de Estado cuando señaló: 
 

“Nótese que los asuntos sometidos al conocimiento de esta jurisdicción deben regirse por 
la “rogatio” o rogación y que existe una ineludible relación entre ésta y el principio 
dispositivo. Por ello, el juzgador no puede abordar confrontaciones normativas que las 
partes no hayan solicitado, ni acudir a argumentos o a cargos que no fueron formulados 
por el demandante…”76 

 
Lo anterior se apareja con la necesidad de que el actor funde de una manera adecuada y 
razonable la demanda, esto es, la carga procesal que se le impone para que precise el objeto el 
objeto del litigio y sustente en derecho los cargos que formule, pues a partir del correcto 
planteamiento del contradictorio, se habilita el derecho a la defensa y debido proceso de la 
contraparte, al paso que se facilita la labor interpretativa y valorativa del juez. 
 
Así lo ha entendido el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, corporación que mediante la 
providencia a la cual se hizo referencia en párrafos precedentes señaló: 
 

“En ese sentido, se advierte de un lado que el deber de “fundar razonablemente una 
demanda en derecho”, se traduce en una carga procesal que la Ley 1437 de 2011 le 
impone al demandante a fin de esclarecer y precisar el objeto del litigio, garantizar la 
materialización de los derechos de contradicción y defensa de su contraparte, y facilitar el 
ejercicio de las facultades oficiosas de interpretación de la causa petendi y adecuación a 
las vías procesales adecuadas, en los eventos de indebida elección del medio de control.  
 

 
76 Consejo de Estado Nro.: 2176524-11001-03-24-000-2020-00253-00, auto del 10/05/2021, Sección Primera, Ponente: Roberto Augusto Serrato Valdés, Actor: 
Universidad del Cauca – UNICAUCA, Demandado: Universidad del Cauca – UNICAUCA 
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Desde luego, el análisis no se circunscribe a la sola estructuración de los capítulos de la 
demanda por cuánto ese aspecto corresponde a un requisito formal (art. 162 CPACA), por 
tanto, se trata del planteamiento de una teoría del caso plausible que encuentra en 
principio respaldo en el ordenamiento jurídico (normas, principios, prácticas 
jurisprudenciales, conceptos, teorías jurídicas, etc., generalmente aceptados y que 
constituyen el estado del arte de la cuestión tratada o en debate) en la medida en que la 
situación fáctica permite una inferencia inmediata con dicho ordenamiento,…”77 

 
Bajo estas circunstancias, como quiera que ni la demanda ni el escrito de corrección permiten 
dilucidar de forma por lo menos incipiente cómo se sustentan, desarrollan o concretan los cargos 
de ilegalidad enrostrados al Decreto 272 de 2020, y tal carga argumentativa, en aras establecer 
cuáles son los fundamentos jurídicos de fondo para enjuiciar esa decisión, no puede ser asumida 
por la contraparte y menos aún por el operador judicial, respetuosamente solicito se enerve el 
medio procesal incoado y se decrete su improcedencia por ineptitud sustantiva de la demanda, en 
los términos aquí planteados. 
 

V. TRASLADO DEL ESCRITO DE COADYUVANCIA 
 
Dentro de la oportunidad otorgada por el juez en el auto del 25 de noviembre de 2021, mediante el 
cual resolvió el recurso de reposición contra el auto admisorio de la demanda78, me permito 
descorrer el traslado de los “nuevos cargos” formulados en el escrito de coadyuvancia presentado 
por el señor Gonzalo Álvarez Henao, precisando en primer término, que en realidad el coadyuvante 
no efectúa ninguna imputación de nulidad contra el Decreto 272 de 2020, adicional a los cargos 
que se le endilgan en la demanda. 
 
Es así como en el memorial allegado por el señor Álvarez, este se limita a formular apreciaciones 
jurídicas subjetivas que presenta como hechos, en términos muy similares a los contenidos en el 
libelo introductorio, que pretende sustentar aludiendo a un conjunto normativo supuestamente 
vulnerado por el acto acusado, para luego solicitar que se declare su nulidad por falta de 
competencia y falsa motivación de dicha decisión, vale decir, los mismos cargos presentado por la 
parte actora en el libelo introductorio, y aunque incluye un capítulo de normas violadas y concepto 
de la violación, la argumentación del mismo es bastante precario y se identifica con la que sustenta 
la demanda. 
 
Señala el coadyuvante: 
 

“Por ser tan ostensible la violación de las normas constitucionales y legales, y por 
considerar que el Decreto 272 de 2020, no solo es un adefesio jurídico, sino una vergüenza 
para las facultades de derecho, no me extenderé mucho en señalar la violación a las 
normas mencionadas anteriormente, con la expedición del acto administrativo atacado, 
entre otras cosas, por falsa motivación y por violar el artículo 13 Superior que trata del 
derecho la igualdad 
 
(…) 
 
Violación del artículo 49 de la Ley 489 de 1998 porque la Agencia Analítica de Datos de 
Bogotá fue creada directamente por la señora Alcaldesa, sin contar con autorización legal 

 
77 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Primera, Subsección B, Auto Interlocutorio Nro. 2021-09-543, nulidad Bogotá, 20 de septiembre de 2021 
Expediente 110013334006 2020 00218 00, Medio de Control: Nulidad Simple, Demandante: Felipe Bastidas Paredes, Demandado: Bogotá D.C. – Concejo de 
Bogotá D.C. 
78 “SÉPTIMO. – CORRER traslado a la parte demandada, al Agente del Ministerio Público y la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado de los nuevos 
cargos de nulidad formulados por el coadyuvante de la parte actora, obrante en los archivos “21CoadyuvanciaGonzaloAlvarez” “22CoadyuvanciaGonzaloAlvarez2”; 
por el término de 15 días, de conformidad con el numeral 1 del artículo 173 y el artículo 233 del C.P.A.C.A.” 
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para hacerlo. Actuación administrativa que se puede interpretar como una extralimitación 
en el ejercicio de sus funciones.   
 
 
(…) 
 
Resulta también notoria la violación del 50 de la Ley 489 de 1998, habida cuenta que se 
cita en el Decreto 272 de 2020, pero no se cumple de manera integral porque quien 
dispone la creación de un organismo es la ley o en el presente caso, el Acuerdo Distrital y 
no la señora Alcaldesa Mayor de Bogotá: 
 
(…) 
 
 
El decreto 272 de 2020 de la Alcaldía de Bogotá, a todas luces resulta contrario al artículo 
98 de la Ley 489 de 1998, pues establece con claridad meridiana las condiciones para que 
el Estado pueda participar en sociedades por acciones en donde exista participación 
privada; pero la norma atacada, no fija ningún requisito para la participación del Distrito 
Capital en la Agencia Analítica de datos. Tan poco se señala el porcentaje de las acciones 
con que cuenta el Distrito, pues está distribuido en todas las sociedades que la integran: 
 
(…) 
 
El Decreto 272 de 2020, viola el artículo 98 de la Ley 489 de 1998 que fija las condiciones 
para la participación del Estado en las sociedades de economía mixta: 
 
(…) 
 
La Agencia Analítica de Datos del Distrito, tiene más parecido a una asociación de 
entidades con personería jurídica que a una sociedad pública o de economía mixta, pero 
no cumple con lo dispuesto por el artículo 95 de la Ley 489 de 1998 

 
Obsérvese que dicha argumentación corresponde íntegramente a la formulada en la demanda y su 
subsanación, motivo por el cual me permito reiterar todos los argumentos expuestos en el acápite 
de “Pronunciamiento frente a las normas violadas y el concepto de la violación” de la presente 
contestación para desvirtuar los cargos propuestos contra el Decreto 272 de 2020, de falta de 
competencia y falsa motivación.   
 
Con todo, vale la pena señalar una vez más, que esa norma no se ocupó de crear directamente la 
Agencia Analítica de datos, como equivocadamente lo estiman el actor y la coadyuvancia, sino que 
autoriza su creación por parte de las entidades que fueron habilitadas para hacer parte de la 
sociedad, y establece como criterio general, su porcentaje de participación, funciones esenciales, 
objeto régimen jurídico y órganos de dirección y administración, sin perjuicio de las 
determinaciones que sobre esas materias adoptaron los socios en el acto de constitución y 
adopción de estatutos. 
 
Es por lo anterior que el acto demandado no puede entenderse ni asimilarse con el acto de 
constitución de la referida entidad descentralizada indirecta, pues la creación de Ágata sólo se 
produjo mediante la protocolización de la voluntad asociativa de los accionistas y la adopción de 
estatutos a través del documento que estos suscribieron el 22 de diciembre de 2020, el cual 
desarrolla los criterios básicos plasmados en el Decreto 272 de 2020, de tal forma que esta última 
actuación se constituye en la definitiva e idónea para formalizar el nacimiento a la vida jurídica y 
existencia de la sociedad. 
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De otra parte, se advierte que en criterio del coadyuvante, lo previsto por el artículo 9 de la Ley 
1340 de 2009, “Por medio de la cual se dictan normas en materia de protección de la 
competencia”79, en relación con la figura de la “integración empresarial”, resulta aplicable a la 
conformación de la agencia analítica de datos, presumiblemente porque entiende que la 
autorización, conformación y creación de esa sociedad, corresponde a una actuación tendiente a la 
fusión o consolidación  de empresas que se dedican a la misma actividad económica y participan 
de la misma cadena de valor. 
 
A juicio del actor, como quiera que la agencia está compuesta, además de la Empresa de 
Telecomunicaciones de Bogotá S.A. E.S.P., el Grupo Energía Bogotá S.A. E.S.P. y la Empresa de 
Acueducto y Alcantarillado de Bogotá S.A. E.S.P., por la Unidad Administrativa Especial de 
Catastro Distrital, y la Secretaría Distrital de Planeación, estas dos últimas que hacen parte del 
sector central de la administración del Distrito Capital, esa circunstancia “…contaminan el Decreto 
272 de 2020 y hace que su nulidad tenga que ser declarada por el señor Juez, en razón a que la 
dependencia de Catastro de Bogotá y la Secretaría Distrital de Planeación de Bogotá, no están 
legitimadas para representar al Distrito Capital en nueva sociedad.” 
 
La norma invocada no resulta aplicable a la conformación de Ágata, porque la constitución de esa 
sociedad no responde a procesos de fusión, adquisición o consolidación empresarial de empresas 
del mismo sector, sino a la conformación de una nueva entidad pública asociativa bajo el régimen 
de una sociedad de economía mixta por acciones, a la que le resultan aplicables de manera 
preferente las disposiciones de la Ley 489 de 1998 y demás normas comerciales compatibles con 
el funcionamiento de este tipo de esquema societarios, que además de las ya citadas, incluyen la  
Ley 1341 de 200980. 
 
Pero además, tampoco se presenta una falta de legitimación para constituir la en la Agencia 
Analítica de Datos por cuenta de la participación de la Unidad Administrativa Especial de Catastro 
Distrital UAECD, y la Secretaría Distrital de Planeación -SDP-, puesto que el artículo 145 del 
Acuerdo 761 de 2020, no limitó o condicionó la participación de entidades del nivel central como 
socios de la agencia, bien por el contrario, el cumplimiento de esas entidades de funciones de 
estructuración de proyectos y manejo de datos contribuye en el cumplimiento del propósito de 
Ágata, y en tal virtud, el Consejo Directivo de la UAECD y la dependencia competente de la SDP, 
autorizaron su participación en la nueva sociedad. 
 

VI. PRUEBAS 
 
Pese a que las pruebas y documentos justificativos de la expedición del Decreto 272 de 2020, 
fueron aportados junto con el memorial con el que se descorrió el traslado de la medida cautelar 
solicitada por el coadyuvante, nuevamente se adjuntan los siguientes elementos documentales: 
 

1. Documento Técnico de Soporte –DTS- denominado “Estudio Demostrativo para la 
Constitución de Agencia Analítica de Datos Ágata”. 
 

2. Exposición de motivos del Decreto 272 de 2020. 
 

3. Memorando de legalidad de la Secretaría Jurídica Distrital, previo a la expedición del 
Decreto 272 de 2020. 

 
79 “ARTÍCULO 9°. Control de Integraciones Empresariales. El artículo 4° de la Ley 155 de 1959 quedará así: Las empresas que se dediquen a la misma actividad 
económica o participen en la misma cadena de valor, y que cumplan con las siguientes condiciones, estarán obligadas a informar a la Superintendencia de Industria 
y Comercio sobre las operaciones que proyecten llevar a cabo para efectos de fusionarse, consolidarse, adquirir el control o integrarse cualquiera sea la forma 
jurídica de la operación proyectada:” 
 
80 “Por la cual se definen principios y conceptos sobre la sociedad de la información y la organización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones –
TIC–, se crea la Agencia Nacional de Espectro y se dictan otras disposiciones” 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=38169#4
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4. Acto privado de constitución, protocolización y adopción de estatutos de la Agencia 

Analítica de Datos Ágata, suscrito por los socios el 22 de diciembre de 2020. 
 

5. Auto del 6 de septiembre de 2021, proferido por el Juzgado 45 Administrativo del Circuito 
Judicial de Bogotá, dentro del proceso 11001334104520200017100, de nulidad promovido 
por el mismo demandante en este proceso (ATELCA), contra el artículo 145 del Plan 
Distrital de Desarrollo, por medio del cual se negó la medida cautelar solicitada, 
consistente en la suspensión provisional de ese precepto del Acuerdo 761 de 2021. 
 

6. Auto del 20 de septiembre de 2021, proferido por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, Sección Primera, Subsección B, Auto Interlocutorio Nro. 2021-09-543, 
nulidad Bogotá, Expediente 11001333400620200021800, Medio de Control: Nulidad 
Simple contra el artíuclo 92 del Acuerdo 761 de 2021, Demandante: Felipe Bastidas 
Paredes, Demandado: Bogotá D.C. – Concejo de Bogotá D.C, por medio del cual se 
revocó la medida cautelar adoptada en primera instancia. 
 

De otra parte, respetuosamente informamos que toda la normativa que alude a la temática 
planteada en el presente proceso y particularmente la citada en este escrito, puede ser consultada 
en la dirección electrónica www.alcaldiabogota.gov.co en el link régimen legal. 
 

VII. ANEXOS 
Los anunciado en el acápite anterior. 
 
 

VIII. NOTIFICACIONES 
 
Al demandante, en la dirección indicada en la demanda: atelca.etb@gmail.com. 
 
Al coadyuvante, Gonzalo Álvarez Henao, en las siguientes direcciones: 
 
gonzaloalvarezhenao@gmail.com; gonzaloalvarezhenao@yahoo.es 
 
Al Ministerio Público, representado por la doctora Mayra Alejandra Mendoza Guzmán, al correo 

electrónico mamendoza@procuraduria.gov.co. 
 
A mí representado, el Distrito Capital, y al suscrito, en la carrera 8ª 10-65 Piso 3°, Dirección Distrital 
de Gestión Judicial de la Secretaría Jurídica de la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C. 
 
Igualmente, recibimos notificaciones en los correos electrónicos: 
 
aardilam@secretariajuridica.gov.co y 
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co. 
 
Cordial saludo,  
 

 
ALVARO ARDILA MORA 
C.C. 79.709.902 de Bogotá D.C. 
T.P. 94953 del C.S.J.        

http://www.alcaldiabogota.gov.co/
mailto:atelca.etb@gmail.com
mailto:gonzaloalvarezhenao@gmail.com
mailto:gonzaloalvarezhenao@yahoo.es
mailto:mamendoza@procuraduria.gov.co
mailto:aardilam@secretariajuridica.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co
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Con copia a: 
 

1. Demandante: Asociación Nacional de Técnicos en Telefonía y Comunicaciones Afines -ATELCA- atelca.etb@gmail.com 
2. Coadyuvante: Gonzalo Álvarez Henao gonzaloalvarezhenao@gmail.com; gonzaloalvarezhenao@yahoo.es 
3. Procuradora Judicial: Mayra Alejandra Mendoza Guzmán mmendoza@procuraduria.gov.co 
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MEMORANDO 
 

Código   2310460 
Dependencia 
 
Para   DOCTOR WILLIAM LIBARDO MENDIETA MONTEALEGRE 
   Secretario Jurídico Distrital 
 
De   SUBSECRETARIO JURÍDICO 

DIRECTORA DISTRITAL DE DOCTRINA Y ASUNTOS 
NORMATIVOS 

 
Asunto Revisión jurídica Proyecto de Decreto “Por medio del cual se 

autoriza la conformación de la Agencia de Analítica de Datos S.A.S. 
y se dictan otras disposiciones” 

 

No. de radicación 
1-2020-18256 

Trámite 
Firma de la alcaldesa mayor 

 
Respetado Secretario: 
 
Mediante comunicación electrónica de fecha 11 de diciembre de 2020, la Secretaría 
General remitió a la Secretaría Jurídica Distrital el proyecto de Decreto “Por medio del cual 
se autoriza la conformación de la Agencia de Analítica de Datos S.A.S. y se dictan otras 
disposiciones” junto con la exposición de motivos, el estudio demostrativo para la 
constitución de la Sociedad, las constancias de la publicación del texto del proyecto de 
Decreto en cumplimiento de los dispuesto en el numeral 8 del artículo 8 de la Ley 1437 de 
2011 y el numeral 1.1.9. del artículo 1 de la Resolución 088 de 2018 de la Secretaría 
Jurídica Distrital, para su revisión, visto bueno y posterior remisión para firma al despacho 
de la señora alcaldesa mayor.  
 

1. Consideraciones: 
 
Mediante Acuerdo Distrital No. 761 de 2020 se adopta el Plan de Desarrollo Económico, 
Social, Ambiental y de Obras Públicas del Distrito Capital 2020-2024, denominado: “Un 
nuevo contrato social y ambiental para la Bogotá del siglo XXI)”, el cual constituye el marco 
de acción de las políticas, programas, estrategias y proyectos de la Administración Distrital. 
 
El Artículo 145 del referido Acuerdo Distrital contempló la creación de la Agencia de 
Analítica de Datos del Distrito, así: 
 

“Artículo 145. Agencia de Analítica de Datos del Distrito. Autorizar la conformación de una 
sociedad por acciones vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor y 
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domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., denominada Agencia de Analítica de Datos, 
encargada de los procesos inherentes a la analítica de datos como la validación, recolección, 
integración, almacenamiento, depuración, estandarización, tratamiento, procesamiento, 
enriquecimiento, visualización y analítica multifinalitaria de datos estructurados y no 
estructurados del Distrito Capital e información pública y privada, preservando la observancia 
de los principios y normas de protección de datos personales, de conformidad con lo dispuesto 
en las Leyes 1581 de 2012 y 1712 de 2014, y demás normas que regulan la materia. 
Igualmente, la Agencia de Analítica de Datos tendrá a su cargo la integración, articulación, 
centralización del almacenamiento de datos y analítica de estos entre los sectores de la 
administración distrital, las empresas privadas y la ciudadanía, aportando a la visión de Smart 
City y de transparencia de la Bogotá del siglo XXI. Así mismo, la Agencia podrá comercializar 
los servicios de analítica. 
Podrán formar parte de esta sociedad, la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A., 
ESP – ETB, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá ESP, el Grupo de Energía 
de Bogotá, la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, la Secretaría Distrital de 
Planeación, Transmilenio S.A., la Empresa Metro de Bogotá S.A., y las demás entidades 
públicas del orden distrital, del sector central y descentralizado que, por competencia, 
estatutos y productos, estén autorizadas para hacer parte de esquemas societarios y 
contribuyan al desarrollo y fortalecimiento del objeto de la sociedad. 
El régimen jurídico de la sociedad, así como el relativo a sus aportes, será el dispuesto 
por la Ley 489 de 1998, las normas comerciales y demás disposiciones aplicables, así 
como en sus estatutos sociales. 
Parágrafo 1. Se autoriza al Secretario(a) Distrital de Planeación y al director(a) de la 
Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, para constituir la sociedad 
suscribiendo sus respectivas escrituras y estatutos sociales, así como efectuar los 
aportes requeridos para la conformación de su capital social. 
Parágrafo 2. El proceso de conformación de la Sociedad Agencia de Analítica de Datos será 
liderado por la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. ESP para lo cual aprovechará 
la institucionalidad e infraestructura de la misma. 
Parágrafo 3. Con el fin de promover la transparencia en la administración pública, la agencia 
de Analítica de Datos del Distrito podrá implementar tecnologías emergentes como 
“blockchain” que garanticen la trazabilidad en los procesos contractuales y administrativos del 
distrito. 
Parágrafo 4. Al momento de su creación la Agencia de Analítica de Datos publicará sus 
políticas de privacidad, tratamiento de datos y seguridad de la información, así como los 
manuales de políticas y procedimientos aplicables para garantizar el deber de la protección 
de la información”. (Subrayado y negrilla extra texto). 

 
- En cuanto a las facultades constitucionales y legales que autorizan su 

creación: 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 313 de la Constitución Política, corresponde 
a los concejos municipales, entre otras funciones:  
 

“(…) 3. Adoptar los correspondientes planes y programas de desarrollo económico y social y 
de obras públicas (…), 6. Determinar la estructura de la administración municipal y las 
funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondientes a las distintas 
categorías de empleos; crear, a iniciativa del alcalde, establecimientos públicos y empresas 
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industriales o comerciales y autorizar la constitución de sociedades de economía mixta”. 
(Subrayado extra texto). 

 
Por su parte, el parágrafo 1 del artículo 71 de la ley 136 de 1994, en relación con esta 
materia, establece que los acuerdos correspondientes a los planes y programas de 
desarrollo económico y social y de obras públicas "sólo podrán ser dictados a iniciativa del 
alcalde". 
 
Para el caso puntual del Distrito de Bogotá, el Decreto-Ley 1421 de 1993, por el cual se 
dicta el Régimen Especial para el Distrito Capital de Bogotá conforme a lo dispuesto en el 
artículo 322 de la Constitución Política, establece en el artículo 55 lo siguiente: 
 

“Corresponde al Concejo Distrital, a iniciativa del alcalde mayor, crear, suprimir y fusionar 
secretarías y departamentos administrativos, establecimientos públicos, empresas 
industriales o comerciales y entes universitarios autónomos y asignarles sus funciones 
básicas. También le corresponde autorizar la constitución de sociedades de economía mixta. 
La constitución de entidades de carácter asociativo en los sectores de las telecomunicaciones 
y la ciencia y la tecnología se regirá por la Ley 37 de 1993, el Decreto 393 de 1991 y las demás 
disposiciones legales pertinentes (…)”. (Subrayado extra texto). 

 
De esta manera el Concejo Distrital, en ejercicio de sus facultades constitucionales y 
legales, y conforme a la iniciativa de la Alcaldesa Mayor de Bogotá, mediante el Plan de 
Desarrollo Distrital, autorizó la constitución al interior del Distrito de una sociedad por 
acciones denominada “Agencia de Analítica de Datos del Distrito”. 
 
Ahora bien, a partir de la anterior autorización, la Secretaría General remitió a la Secretaría 
Jurídica Distrital el proyecto de decreto mediante el cual la alcaldesa mayor de Bogotá en 
ejercicio de las facultades constitucionales y legales, los numerales 1 y 3 del artículo 38 del 
Decreto 1421 de 1993 y el parágrafo del artículo 49 de la Ley 489 de 1998, autorizan la 
constitución de la sociedad. 
 
El artículo 315 de la Constitución Política señala como atribuciones de alcalde, entre otras, 
la siguiente:  
 

“1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, la ley, los decretos del gobierno, las ordenanzas, 
y los acuerdos del concejo”. 

 
Por su parte el artículo 38 del Decreto Ley 1421 de 1993 “Por el cual se dicta el régimen 
especial para el Distrito Capital de Santafé de Bogotá”, señala como atribuciones del alcalde 
mayor, entre otras:  
 

“1. Hacer cumplir la Constitución, la ley, los decretos del Gobierno Nacional y los acuerdos del 
Concejo;  
(…)  
3. Dirigir la acción administrativa y asegurar el cumplimiento de las funciones, la prestación de 
los servicios y la construcción de las obras a cargo del Distrito;  
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4. Ejercer la potestad reglamentaria, expidiendo los decretos, órdenes y resoluciones 
necesarios para asegurar la debida ejecución de los acuerdos; 

 

De esta manera, esta Dirección encuentra que el proyecto de Decreto en cuanto a las 
facultades para su expedición está sustentado en los numerales 1, 3 y 4 del artículo 38 del 
Decreto 1421 de 1993. 
 

- En cuanto a la constitución de entidades descentralizadas incluidas las 
sociedades públicas:  

 
La Ley 489 de 1998, señala las siguientes reglas: 
 

“ARTICULO 49. CREACION DE ORGANISMOS Y ENTIDADES 
ADMINISTRATIVAS. Corresponde a la ley, por iniciativa del Gobierno, la creación de los 
ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y 
los demás organismos y entidades administrativas nacionales. 
 
Las empresas industriales y comerciales del Estado podrán ser creadas por ley o con 
autorización de la misma. 
 
Las sociedades de economía mixta serán constituidas en virtud de autorización legal. 
 
PARAGRAFO. Las entidades descentralizadas indirectas y las filiales de las empresas 
industriales y comerciales del Estado y de las sociedades de economía mixta se constituirán 
con arreglo a las disposiciones de la presente ley, y en todo caso previa autorización del 
Gobierno Nacional si se tratare de entidades de ese orden o del Gobernador o el Alcalde en 
tratándose de entidades del orden departamental o municipal”. (Subrayado extra texto). 
 

(…) 
ARTICULO 69. CREACION DE LAS ENTIDADES DESCENTRALIZADAS. Las entidades 
descentralizadas, en el orden nacional, se crean por la ley, en el orden departamental, distrital 
y municipal, por la ordenanza o el acuerdo, o con su autorización, de conformidad con las 
disposiciones de la presente ley. El proyecto respectivo deberá acompañarse del estudio 
demostrativo que justifique la iniciativa, con la observancia de los principios señalados en el 
artículo 209 de la Constitución Política. (Subrayado extra texto). 
 

Encuentra esta Dirección que el proyecto de Decreto se expide con fundamento en el 
Acuerdo Distrital No. 761 de 2020 “Por medio del cual se adopta el Plan de desarrollo 
económico, social, ambiental y de obras públicas del Distrito Capital 2020-2024 “Un nuevo 
contrato social y ambiental para la Bogotá del siglo XXI”, que autorizó la creación de la 
Sociedad Analítica de Datos en el Distrito de Bogotá, y de conformidad con lo dispuesto en 
el parágrafo del artículo 49 de la Ley 489 de 1998 que exige la autorización del Alcalde para 
su constitución. 
 

- En cuanto a la naturaleza de la Agencia Analítica de Datos: 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr006.html#209
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Con respecto al régimen de las sociedades de economía mixta, la Ley 489 de 1998 
establece lo siguiente: 

 
“ARTICULO 97. SOCIEDADES DE ECONOMIA MIXTA. Las sociedades de economía mixta 
son organismos autorizados por la ley, constituidos bajo la forma de sociedades comerciales 
con aportes estatales y de capital privado, que desarrollan actividades de naturaleza industrial 
o comercial conforme a las reglas de Derecho Privado, salvo las excepciones que consagra 
la ley. 
 
Las inversiones temporales de carácter financiero no afectan su naturaleza jurídica ni su 
régimen. 
 
PARAGRAFO. Los regímenes de las actividades y de los servidores de las sociedades de 
economía mixta en las cuales el aporte de la Nación, de entidades territoriales y de entidades 
descentralizadas, sea igual o superior al noventa (90%) del capital social es el de las empresas 
industriales y comerciales del Estado. 
 
ARTICULO 98. CONDICIONES DE PARTICIPACION DE LAS ENTIDADES PUBLICAS. En el 
acto de constitución de toda sociedad de economía mixta se señalarán las condiciones para 
la participación del Estado que contenga la disposición que autorice su creación, el carácter 
nacional, departamental, distrital o municipal de la sociedad; así como su vinculación a los 
distintos organismos para efectos del control que ha de ejercerse sobre ella. (Subrayado extra 
texto). 
 

En atención al marco normativo atrás referido, se tiene que el Acuerdo Distrital No. 761 de 
2020, autorizó la conformación de la Agencia de Analítica de Datos del Distrito, como una 
sociedad por acciones vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, para lo cual 
autorizó a la Secretaría Distrital de Planeación y al Director de la Unidad Administrativa 
Especial de Catastro Distrital para constituir la sociedad, suscribir la escritura y sus 
estatutos sociales. 
 
El Acuerdo Distrital que autorizó su constitución, establece que podrán formar parte de esta 
sociedad varias empresas de servicios públicos y otras empresas descentralizadas del 
Distrito, tales como la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. ESP –ETB, la 
Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá ESP, el Grupo de Energía de Bogotá, 
Transmilenio S.A., la Empresa Metro de Bogotá S.A.; así como otras entidades públicas 
distritales del sector central y descentralizado que, por su competencia, estatutos y 
productos, estén autorizadas para hacer parte de esquemas societarios y contribuyan al 
desarrollo y fortalecimiento del objeto de la sociedad. 
 
De esta manera conforme a lo descrito en el Acuerdo y conforme al marco legal referido, 
se colige que la Agencia de Analítica de Datos, consistirá en una sociedad pública por 
acciones del sector descentralizado del Distrito. Sin embargo, del texto del artículo, se 
puede observar que podrán ser accionistas otras entidades públicas distritales tanto del 
sector central y descentralizado, lo que incluye a las empresas industriales y comerciales y 
a las empresas de servicios públicos del Distrito. De esta manera en el evento en que en 
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su constitución participen otras entidades descentralizadas del Distrito que tengan la 
categoría de Sociedades de Economía Mixta, la sociedad será de Economía Mixta1.  
 

- En cuanto al régimen jurídico de la Agencia de Analítica de Datos: 
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 145 del Acuerdo Distrital 761 de 2020, el 
régimen jurídico, así como el relativo a los aportes, “será el dispuesto por la Ley 489 de 
1998, las normas comerciales y demás disposiciones aplicables, así como en sus estatutos 
sociales”. 
 
De acuerdo con el artículo 97 de la Ley 489 de 1998 las sociedades de economía mixta 
desarrollan actividades de naturaleza industrial o comercial conforme a las reglas del 
derecho privado, sin embargo, en el evento en que el aporte de la Nación, de entidades 
territoriales y de entidades descentralizadas sea igual o superior al 90% del capital social, 
el régimen de las actividades y de los servidores será el de las empresas industriales y 
comerciales del Estado. 
 
De acuerdo con el artículo 14 de la Ley 1150 de 2007 sobre el régimen contractual de las 
empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta, se 
establece que “las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de 
economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento 
(50), sus filiales y las sociedades entre Entidades Públicas con participación mayoritaria del 
Estado superior al cincuenta por ciento (50%), estarán sometidas al Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública, con excepción de aquellas que se encuentren 
en competencia con el sector privado nacional o internacional o desarrollen su actividad en 
mercados monopolísticos o mercados regulados, caso en el cual se regirán por las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables a sus actividades económicas y 
comerciales (…)".  
 
El Código de Comercio establece en sus artículos 464 y 467 las siguientes reglas: “(…) 
cuando los aportes estatales sean del 90% o más, el régimen jurídico de las mismas lo será 
el de las empresas industriales y comerciales del Estado”; “Cuando el aporte lo haga una 
sociedad de economía mixta, se entiende que hay aporte de capital público en el mismo 
porcentaje o proporción en que la sociedad aportante tiene, a su vez, capital público o 
estatal dentro de su capital social”. 
 

                                                           
1 En las sociedades de economía mixta se presenta una mayor autonomía respecto del poder central 
que en las empresas industriales y comerciales del Estado. Esta autonomía, a su vez, presenta 
varios grados según el poder económico que tengan los particulares o el Estado dentro de la 
sociedad. Así, se puede afirmar que a menor participación económica del Estado existirá mayor 
autonomía de la sociedad y viceversa. Al existir participación económica de los particulares, estos 
intervienen en el manejo y adopción de decisiones según el monto de su aporte. 
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Por su parte el artículo 9 de la Ley 1341 de 2009 establece que “El sector de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones está compuesto por industrias manufactureras, 
comerciales y de servicios cuyos productos recogen, procesan, crean, transmiten o 
muestran datos e información electrónicamente”, señalando en su artículo 55, en cuanto al 
régimen jurídico de estos proveedores que: “Los actos y los contratos, incluidos los relativos 
a su régimen laboral y las operaciones de crédito de los proveedores de las Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones, cualquiera que sea su naturaleza, sin importar la 
composición de su capital, se regirán por las normas del derecho privado”. (Subrayado extra 
texto). 
 
De conformidad con lo señalado en la exposición de motivos del proyecto de Decreto:  
 
“(…) en la conformación de la Asamblea de Accionistas, constituirán la sociedad las siguientes 
entidades públicas:  
 
Cuadro 1. Participación Publica en la Constitución de Socios Accionistas   

Accionista 
% Participación 
pública 

% Participación en la 
Agencia 

% Público indirecto 
en la Agencia 

Empresa de 
Telecomunicaciones de 
Bogotá S.A E.S.P 

88.4% 51% 45,08% 

Grupo de Energía de 
Bogotá S.A E.S.P 

65% 40% 26,4% 

Empresa de Acueducto, 
Alcantarillado y Aseo de 
Bogotá ESP 

100% 1% 1% 

Unidad Administrativa 
Especial de Catastro 
Distrital 

100% 7% 7% 

Secretaría Distrital de 
Planeación 

100% 1% 1% 

Total    80,48% 

 
(…) la Agencia de Analítica de Datos, tendría una participación publica en su capital del 80,48% y 
en correspondencia un aporte de capital privado del 19,52%, así en la medida que se piensa 
constituir la agencia bajo el régimen aplicable a la sociedad de economía mixta, los regímenes de 
las actividades y de los servidores de la sociedad, corresponderían al régimen privado”. 

 
También señala la exposición de motivos del proyecto que: 
 
“(…) la Ley 1341 del 2009, por la cual se definen principios y conceptos sobre la sociedad de la 

información y la organización de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones –TIC–, se 
crea la Agencia Nacional de Espectro y se dictan otras disposiciones, define en su artículo 55 que el 
régimen legal aplicable de los actos y contratos adelantados por proveedores de servicios TIC, es el 
de derecho privado”. 
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De esta manera el régimen jurídico de la Agencia Analítica de Datos será el régimen de 
derecho privado, atendiendo su naturaleza de sociedad de economía mixta y la 
participación de capital privado en su composición accionaria, conforme lo dispuesto en el 
artículo 97 de la Ley 489 de 1998, el artículo 457 del Código de Comercio y el artículo 14 
de la Ley 1150 de 2007. 

 

- En cuanto a los presupuestos del contenido de los actos de creación de las 
entidades descentralizada: 

 
La Ley 489 de 1998, establece lo siguiente: 
 

“ARTICULO 50. CONTENIDO DE LOS ACTOS DE CREACION. La ley que disponga la 
creación de un organismo o entidad administrativa deberá determinar sus objetivos y 
estructura orgánica, así mismo determinará el soporte presupuestal de conformidad con los 
lineamientos fiscales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
 
La estructura orgánica de un organismo o entidad administrativa comprende la determinación 
de los siguientes aspectos: 
 
1. La denominación. 
2. La naturaleza jurídica y el consiguiente régimen jurídico. 
3. La sede. 
4. La integración de su patrimonio. 
5. El señalamiento de los órganos superiores de dirección y administración y la forma de 
integración y de designación de sus titulares, y 
6. El Ministerio o el Departamento Administrativo al cual estarán adscritos o vinculados. 
 
PARAGRAFO. Las superintendencias, los establecimientos públicos y las unidades 
administrativas especiales estarán adscritos a los ministerios o departamentos 
administrativos; las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de 
economía mixta estarán vinculadas a aquellos; los demás organismos y entidades estarán 
adscritos o vinculados, según lo determine su acto de creación. 

 
Teniendo en cuenta las reglas establecidas en la Ley 489 de 1998 relativas al contenido de 
los actos de creación de los organismos y entidades públicas, éstos deben contener como 
mínimo: (i) Determinación de sus objetivos (ii) estructura orgánica que debe comprender: 
1. La denominación; 2. Naturaleza jurídica y régimen jurídico; 3. Sede; 4. Integración de su 
patrimonio; 5. Señalamiento de los órganos superiores de dirección, administración, forma 
de integración y designación de sus titulares; 6. Entidad a la cual está vinculado; (iii) 
Determinación del soporte presupuestal. 
 
A continuación, se efectúa el analiza del cumplimiento de estos presupuestos respecto al 
proyecto de Decreto: 
 

(i) Determinación de objetivos: 
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En cuanto a los objetivos, el acto administrativo que autorizó su creación (Acuerdo Distrital 
No. 761 de 2020) establece como objetivos de la Agencia de Analítica de Datos del Distrito, 
los siguientes:  
 
“(…) la analítica de datos como la validación, recolección, integración, almacenamiento, 
depuración, estandarización, tratamiento, procesamiento, enriquecimiento, visualización y 
analítica multifinalitaria de datos estructurados y no estructurados del Distrito Capital e 
información pública y privada, preservando la observancia de los principios y normas de 
protección de datos personales, de conformidad con lo dispuesto en las Leyes 1581 de 
2012 y 1712 de 2014, y demás normas que regulan la materia”; 
 
“la integración, articulación, centralización del almacenamiento de datos y analítica de estos 
entre los sectores de la administración distrital, las empresas privadas y la ciudadanía, 
aportando a la visión de Smart City y de transparencia de la Bogotá del siglo XXI. Así mismo, 
la Agencia podrá comercializar los servicios de analítica”. 
 
En armonía con los objetivos definidos en el acto que autorizó su creación, el proyecto de 
Decreto, describe los objetivos y funciones esenciales de la Sociedad, así: 
 
“(…) 
Artículo 2°. Funciones esenciales: En observancia del artículo 145 del Acuerdo 761 de 2020 del 
Concejo de Bogotá, la Agencia de Analítica de Datos tendrá las siguientes funciones esenciales:  

(i) Priorizar y ejecutar procesos inherentes a la analítica de datos, estructurados y no 
estructurados, de los organismos y entidades del Distrito Capital; 

(ii) Ejecutar actividades de ofrecimiento, tratamiento, administración, comercialización 
y ejecución de servicios de analítica de datos masivos y particulares para el sector 
público y el sector privado;  

(iii) Ejecutar actividades relacionadas o conexas con integrar, articular, centralizar y 
analizar los datos generados por los sectores de la administración distrital, las 
empresas privadas y la ciudadanía priorizados conforme a los objetivos 
institucionales;  

(iv) Generar e implementar modelos, métodos e instrumentos para el desarrollo de 
capacidades tecnológicas y humanas en el uso y análisis de los datos y su aplicación 
en la atención de las necesidades del sector público, el sector privado y la 
ciudadanía en general;  

(v) Participar en la formulación y ejecución de las políticas, planes, programas Distritales 
destinados a fortalecer las capacidades institucionales del Distrito en analítica de 
datos, bajo la orientación y coordinación de los organismos y entidades distritales 
competentes;  

(vi) Participar en la generación de estándares para la calidad, uniformidad, protección, 
privacidad e interoperabilidad de los datos del Distrito Capital en coordinación con 
los organismos y entidades distritales competentes, conforme a la normatividad 
vigente; y, 

(vii) Promover la creación y fortalecimiento de alianzas y convenios de cooperación con 
entidades y actores del orden nacional e internacional, así como la gestión y 
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consecución de recursos para su desarrollo en coordinación con los organismos y 
entidades distritales competentes. 

(viii) Las demás funciones que le sean asignadas conforme su naturaleza jurídica. 
 

De igual forma, y en armonía con los objetivos definidos para la Sociedad en el Acuerdo 
que autorizó su creación, el Proyecto de Decreto faculta a la Agencia de Analítica de Datos 
lo siguiente: 
 
“Artículo 8º. Facultad General. Otórguese a la Agencia de Analítica de Datos S.A.S. la facultad 
general y expresa para que en función de su objeto social y sus funciones esenciales, pueda requerir 
a cualquier entidad del Distrito Capital de Bogotá, del sector central, del sector descentralizado, y de 
el de las localidades, adscritas y vinculadas a la Alcaldía Mayor de Bogotá o cualquiera de sus 
dependencias, de orden directa o indirecta, la transferencia de los datos y las bases de datos que se 
encuentren en poder de éstas, con el fin de realizar el tratamiento de los datos de conformidad con 
los fines establecidos en el presente Decreto, con observancia de los principios constitucionales y 
normas de protección de datos personales, especialmente las Leyes 1581 de 2012 y 1712 de 2014, 
o las que las modifiquen o sustituyan”. 
 
De lo anterior, encuentra esta Dirección que las funciones esenciales y facultades otorgadas a la 
Agencia Analítica de Datos es concordante con los objetivos definidos en el Acuerdo Distrital 761 de 
2020 que autorizó su creación. 
 
En cuanto a lo previsto en el artículo 3 del proyecto de decreto, en lo relativo a los objetivos, 
consideramos que, atendiendo la naturaleza jurídica de la entidad descentralizada, y los requisitos 
sustanciales exigidos en la Ley para su constitución (lo que exigen la protocolización de sus estatutos 
sociales mediante escritura pública), es en los estatutos sociales donde se define el objeto de la 
Sociedad, por lo cual la enumeración de las actividades referidas en el artículo en comento son 
enunciativas y de carácter facultativo, pudiendo ser o no acogidas en los respectivos estatutos 
sociales.  

 
(ii) Estructura orgánica: 

 
Denominación: 
 
El acto que autorizó la creación de esta sociedad por acciones (Acuerdo Distrital No. 761 
de 2020), la denominó “Agencia de Analítica de Datos”. 
 
En cumplimiento con la anterior autorización, el proyecto de Decreto conserva la 
denominación dada: “Agencia de Analítica de Datos S.A.S.”. 
 
Naturaleza jurídica y régimen jurídico: 
 
El acto que autorizó la creación de esta sociedad por acciones (Acuerdo Distrital No. 761 
de 2020), estableció su naturaleza jurídica como sociedad por acciones, cuyo régimen 
jurídico será el dispuesto por la Ley 489 de 1998, las normas comerciales y demás 
disposiciones aplicables, así como en sus estatutos sociales. 
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El Proyecto de Decreto mantiene su naturaleza jurídica de sociedad por acciones: 
 
“Artículo 1°. Autorización para la conformación. Autorícese la conformación de la sociedad 
pública, denominada Agencia de Analítica de Datos S.A.S., como una sociedad por acciones 
simplificada, de economía mixta (…)”. (Subrayado extra texto). 

 
Atendiendo la composición accionaria autorizada para su constitución, le atribuye el 
siguiente régimen jurídico aplicable, conforme con las disposiciones legales ya referidas: 
 
“Artículo 6°. Régimen jurídico de la Agencia de Analítica de Datos S.A.S. El régimen jurídico 
aplicable a la Agencia de Analítica de Datos S.A.S. será el régimen de derecho privado, atendiendo 
su naturaleza de sociedad de economía mixta y la participación de capital privado en su composición 
accionaria, conforme lo dispuesto en el artículo 97 de la Ley 489 de 1998, el artículo 457 del Código 
de Comercio y el artículo 14 de la Ley 1150 de 2007”. 

 
Sede: 
 
El acto que autorizó la creación de esta sociedad por acciones (Acuerdo Distrital No. 761 
de 2020), estableció como sede de la sociedad la ciudad de Bogotá D.C. 
 
El Proyecto de Decreto, señala igualmente que el domicilio de la Sociedad será la ciudad 
de Bogotá D.C. 
 
“Artículo 1°. Autorización para la conformación. Autorícese la conformación de la sociedad 
pública, denominada Agencia de Analítica de Datos S.A.S., como una sociedad por acciones 
simplificada, de economía mixta, con patrimonio propio y autonomía administrativa, financiera y 
presupuestal, con domicilio en la ciudad de Bogotá y vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía 
Mayor de Bogotá D.C.” (Subrayado extra texto). 

 
Órganos superiores de dirección: 
 
En cuanto a los órganos de dirección el Acuerdo Distrital No. 761 de 2020, autorizó al 
Secretario(a) Distrital de Planeación y al director(a) de la Unidad Administrativa Especial de 
Catastro Distrital, para constituir la sociedad suscribiendo sus respectivas escrituras y 
estatutos sociales, con lo cual, atendiendo la naturaleza del organismo cuya creación fue 
autorizada, que consiste en una sociedad por acciones, el acto de constitución (escritura 
pública) deben contener los estatutos sociales donde se establecen, entre otros aspectos, 
los órganos de dirección y administración, atendiendo la normativa legal que regula este 
tipo societario. 
 
En armonía con lo anterior, el proyecto de Decreto señala que: 
 
“Artículo 7º. Órganos de dirección y administración. Los órganos de dirección y administración 
de la Agencia de Analítica de Datos S.A.S. serán la asamblea de accionistas, la junta directiva y el 
representante legal o gerente, y sus suplentes, todo lo cual se regulará en cuanto a funciones, 
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limitaciones, derechos y obligaciones, en los estatutos sociales de dicha sociedad. Adicionalmente, 
conforme con las normas aplicables, la asamblea de accionistas de la Agencia de Analítica de Datos 
S.A.S. designará un revisor fiscal”. 

 
Teniendo en cuenta la naturaleza del organismo cuya creación se autoriza, el régimen 
jurídico que le es aplicable y el tipo societario al que pertenece, se considera que los 
órganos referidos en el Proyecto de Decreto guardan concordante con el marco jurídico que 
regula la Sociedad; sin embargo, es en los estatutos sociales, los cuales deben 
protocolizarse en escritura pública, donde se establecen los aspectos relativos a los 
órganos de dirección, administración y fiscalización, así como la forma en que son 
integrados y designados. 
 
Entidad a la cual está vinculada: 
 
El acto que autorizó la creación de esta sociedad por acciones (Acuerdo Distrital No. 761 
de 2020), estableció que la sociedad estará vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía 
Mayor. 
 
El Proyecto de Decreto guarda concordancia con lo anterior, al señala que: 
 
“Artículo 1°. Autorización para la conformación. Autorícese la conformación de la sociedad 
pública, denominada Agencia de Analítica de Datos S.A.S., como una sociedad por acciones 
simplificada, de economía mixta, con patrimonio propio y autonomía administrativa, financiera y 
presupuestal, con domicilio en la ciudad de Bogotá y vinculada a la Secretaría General de la Alcaldía 
Mayor de Bogotá D.C.” (Subrayado extra texto). 

  
 

(iii) Integración de su patrimonio y determinación del soporte presupuestal: 
 
El acto que autorizó la creación de esta sociedad por acciones (Acuerdo Distrital No. 761 
de 2020), señaló expresamente la autorización al Secretario(a) Distrital de Planeación y al 
director(a) de la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, para constituir la 
sociedad suscribiendo sus respectivas escrituras y estatutos sociales, así como efectuar 
los aportes requeridos para la conformación de su capital social. 
 
De igual forma autorizó que podrían formar parte de la sociedad “la Empresa de 
Telecomunicaciones de Bogotá S.A., ESP – ETB, la Empresa de Acueducto y Alcantarillado 
de Bogotá ESP, el Grupo de Energía de Bogotá, la Unidad Administrativa Especial de 
Catastro Distrital, la Secretaría Distrital de Planeación, Transmilenio S.A., la Empresa Metro 
de Bogotá S.A., y las demás entidades públicas del orden distrital, del sector central y 
descentralizado que, por competencia, estatutos y productos, estén autorizadas para hacer 
parte de esquemas societarios y contribuyan al desarrollo y fortalecimiento del objeto de la 
sociedad”. 
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Con fundamento en lo anterior, el proyecto de Decreto en armonía con el Acuerdo Distrital, 
autoriza que la Sociedad sea constituida por los siguientes accionistas: 
 
“(…) 
Artículo 4°. Accionistas.  Autorícese que la sociedad pública por acciones denominada Agencia de 
Analítica de Datos S.A.S., sea constituida por los siguientes accionistas, y en las siguientes 
proporciones: 

 

Nombre del Accionista Porcentaje de participación 
en el capital de la sociedad 
Agencia de Analítica de 
Datos S.A.S. 

Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá 
S.A. E.S.P. 

51% 

Grupo de Energía de Bogotá S.A. E.S.P. 40% 

Unidad Administrativa Especial de Catastro 
Distrital 

7% 

Empresa de Acueducto y Alcantarillado de 
Bogotá S.A. E.S.P. 

1% 

Secretaría Distrital de Planeación 1% 

Total: 100% 

 
Parágrafo. Las anteriores participaciones accionarias podrán modificarse conforme con los procesos 
de capitalización que adelanten sus accionistas bajo los estatutos sociales de la sociedad y/o las 
operaciones de venta de acciones entre los mismos accionistas y/u otras entidades que pertenezcan 
al Distrito Capital, ya sean del sector central y descentralizado, conforme con las leyes aplicables.  
 
Artículo 5º. Capital. El capital suscrito y pagado de la Agencia de Analítica de Datos S.A.S. será 
pagado y apropiado por sus accionistas conforme con sus presupuestos, reglamentos y 
procedimientos internos”. 
 

Atendiendo la naturaleza jurídica del organismo cuya creación fue autorizada en el Acuerdo 
Distrital No. 761 de 2020, consiste en una Sociedad por Acciones, con lo cual su patrimonio 
estará compuesto por los aportes que suscriban los accionistas al momento de su 
constitución. 
 
Junto con el Proyecto de Decreto, fueron acompañados los soportes que dan cuenta de la 
voluntad de la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá S.A., ESP – ETB, la Empresa 
de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá ESP y el Grupo de Energía de Bogotá, de 
participar en la composición accionaria de la Agencia Analítica de Datos, así: 
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“Que en sesión del 27 de octubre de 2020 –Acta No. 379-, la junta directiva de la Empresa 
de Telecomunicaciones de Bogotá S.A. E.S.P. aprobó la participación de la empresa en la 
conformación, creación y constitución de la sociedad pública por acciones denominada 
Agencia de Analítica de Datos, mediante una partida presupuestal de inversión directa de 
hasta COP$20.748 M, como aporte de capital, en las fechas y montos que ETB acuerde 
con los demás accionistas.  
 
Que según certificación expedida por el secretario de la junta directiva del Grupo Energía 
Bogotá S.A. E.S.P., en sesión No. 1643 del 26 de noviembre de 2020 se autorizó al Grupo 
Energía de Bogotá S.A. E.S.P. para que efectué un aporte en dinero con el propósito de 
constituir la Agencia Analítica de Datos, de hasta Cinco Mil Cuarenta y Dos Millones de 
Pesos ($5.042.000.000), en los términos presentados por la administración y realizar los 
ajustes presupuestales que se requieran.  
 
Que a través del Acuerdo No. 55 del 29 de octubre de 2020, la junta directiva de la Empresa 
de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá S.A. E.S.P. autorizó la participación de la empresa 
en la Agencia de Analítica de Datos, con un aporte de Tresceintos Sesenta y Cuatro 
Millones de Pesos ($364.000.000)”. 
 
De igual forma, se allegó soporte de la participación accionaria que tendría la Unidad 
Administrativa de Catastro Distrital, así: 
 
“Que mediante Acuerdo No. 008 del 3 de diciembre de 2020 el Consejo Directivo de la 
Unidad Administrativa de Catastro Distrital aprobó la participación de la Entidad en la 
conformación de la Agencia de Analítica de Datos, con una participación del 7%., que 
corresponde a un aporte de capital de Dos Mil Quinientos Cuarenta y Ocho Millones de 
Pesos ($2.548.000.000) correspondientes a recursos propios”. 
 
También se acompaña oficio No. 2-2020-62945 del 10 de diciembre de 2020 de la 
Subsecretaria de Planeación de la Inversión de la Secretaría Distrital de Planeación, en la 
cual se emitió concepto favorable para efectuar un traslado en el presupuesto de inversión 
de la Secretaría Distrital de Planeación por el monto de Trescientos Sesenta y Cuatro 
Millones de Pesos ($364.000.000), para ser acreditado en la Cuenta 1.3.3.02.01.03.12 
Agencia de Analítica de Datos 1.3.3.02.01.03.13.01 Capitalización.  
 
Por otra parte, mediante oficio No. 2020EE19544001 del 10 de diciembre de 2020, emitido 
por la Secretaría Distrital de Hacienda, se informa que: 
 
“(…) la Agencia no requerirá de recursos directos del presupuesto distrital, sino que será 
financiada con los aportes de los accionistas para su funcionamiento inicial y deberá ser 
auto sostenible 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, y dado que los aportes de capital de las entidades 
mencionadas se darían con sus recursos propios, se entiende que para el funcionamiento 
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y misionalidad la Agencia Analítica de Datos no requeriría de recursos asignados por la 
Secretaría Distrital de Hacienda en el presupuesto anual, por lo que la creación de la 
Agencia sería compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo”. 
 
De esta manera observa esta Dirección que el proyecto de decreto contiene la Integración 
del patrimonio que constituirá la Agencia de Analítica de Datos y se acompañan las 
autorizaciones y soportes presupuestales correspondientes. 
 
Finalmente, junto con el Proyecto de Decreto se acompaña el estudio demostrativo para la 
constitución de la Agencia de Analítica de Datos, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 69 de la Ley 489 de 1998. 
 

2. Recomendación: 
 
Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones encontramos que el proyecto de 
Decreto “Por medio del cual se autoriza la conformación de la Agencia de Analítica de Datos 
S.A.S. y se dictan otras disposiciones”, cumple con los requisitos en cuanto a competencia, 
contenido formal y material. 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
IVÁN DAVID MÁRQUEZ CASTELBLANCO  PAULA JOHANNA RUIZ QUINTANA 
Subsecretario jurídico distrital            Directora distrital de doctrina y 
       asuntos normativos 
    

Anexos:  Proyecto de Decreto en formato word. 
 1 CD Estudio demostrativo, Exposición de motivos y soportes. 
  
Proyectó:  Lenin Alejandro Rodríguez Cruz 
Revisó:     Paula Johanna Ruiz Quintana 
Aprobó:  Iván David Márquez Castelblanco 

 









































































   

 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO CUARENTA Y CINCO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

AUTO INTERLOCUTORIO 

 
Procede el Juzgado Cuarenta y Cinco de Bogotá – Sección Primera, a resolver 
de fondo la medida cautelar presentada por el actor consistente en la suspensión 
provisional del inciso primero del artículo 145 del Acuerdo Distrital 761 de 2020, 
expedido por el Concejo de Bogotá. 
 

1. ANTECEDENTES 
 
1.1 MEDIDA CAUTELAR SOLICITADA. (pág. 186 a 192 archivo 03 Exp. 

Digital). 
 
El extremo actor solicitó la suspensión provisional del artículo 145 del Acuerdo 
Distrital 761 de 2020, al violar de manera directa los artículos 2, 3, 13, 23, 29, 
133, 169, 259, 313.3, 3.6 y 340 de la Constitución Política, el artículo 39 de la Ley 
152 de 1994, los artículos 3, 49, 50, 68, 69 y 98 de la Ley 489 de 1998, los 
artículos 72 y 77 de la Ley 136 de 1994, la Ley 134 de 1994, los artículos 9, 13 y 
55 del Decreto 1421 de 1993, artículo 112 del Proyecto del Acuerdo 123 de 2020. 
 
Lo anterior, por cuanto se impartió la aprobación de dicho articulado, sin que se 
resolviera la oposición que presentó ATELCA respecto al estudio y trámite del 
artículo 112 del Proyecto del Acuerdo No.123 de 2020, como tampoco se otorgó 
la posibilidad a la demandante para que expresara sus inquietudes por medio de 
videoconferencia, con ocasión a la pandemia. 
 
En este orden, como el estudio y trámite del artículo 112 del proyecto 123 de 2020 
es una actuación administrativa, el CONCEJO DE BOGOTÁ tenía la obligación 
de aceptar o rechazar los argumentos de ATELCA, vulnerando así el artículo 29 
de la Constitución Política. 
 
Por otra parte, señaló que los numerales 3 y 5 del artículo 39 de la Ley 152 de 
1994, “habla de un documento que deba contener las partes del plan y que esté 
consolidado”, por lo que no resulta conveniente ni legal incorporar asuntos como 
lo son el manejo de información personal y privadas de los ciudadanos. Así 
mismo, el proyecto no cuenta con los estudios respectivos que demandan el 
artículo 69 de la Ley 489 de 1998. 
 
Indicó que la demandada se extralimitó en el ejercicio de sus funciones al cambiar 
la iniciativa de la señora Alcaldesa en una materia que es exclusiva de su 
competencia, ya que en el texto aprobado y acusado autorizó la constitución de 
una sociedad por acciones, cuando esta debe ser de economía mixta conforme 
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el numeral 9 del artículo 12 del Decreto 1421 de 1993, cumpliendo con las 
exigencias señaladas en el artículo 50 de la Ley 489 de 1998. 
 
De manera que, la suspensión provisional resulta viable no solo porque el acto 
es ilegal sino porque retiraron del texto original el término de sociedad de 
economía mixta, eliminaron el parágrafo 3 del artículo 112 del Proyecto del 
Acuerdo 123 de 2020 y permitieron la constitución de una sociedad sin autorizar 
a la autoridad competente realizar los ajustes presupuestales para crear las 
partidas necesarias y materializar el acto administrativo.  
 
1.2 PRONUNCIAMIENTO DEL DISTRITO DE BOGOTÁ. (archivo 04 Expediente 
Digital Cuaderno Medidas Cautelares).  
 
La entidad demandada indicó que en el escrito de la medida cautelar el demandante 
no expresó las razones puntuales que le permiten proponer la vulneración de los 
artículos 3, 13, 133, 169, 259, 313 numerales 3 y 6, y 340 de la Constitución Política; 
los artículos 3, 39 y 68 de la Ley 489 de 1998; el artículo 77 de la Ley 136 de 1994; 
artículos 9 y 12 de la Ley 134 de 1994 y 55 del Decreto 1421 de 1993, ni cumple 
con los requisitos de procedencia previstos en el artículo 229 del C.P.A.C.A. 
 
En principio, para la demandada no se cumplió con el análisis normativo y probatorio 
que exige este medio de control, ya que la demandante cuestionó la autorización 
del Concejo de Bogotá para conformar la Agencia Analítica de Datos (AGATA) “con 
especulaciones carentes de soporte probatorio”. Pues el artículo 145 del Acuerdo 
Distrital 761 de 2020 permite conformar una sociedad para la analítica de datos, 
proyecto que hace parte del desarrollo digital de la ciudad.  
 
Así mismo, señaló que en el programa de gobierno de la Alcaldesa, se anunció 
la prevalencia a la analítica de datos, con el fin de abordar diversas problemáticas 
en la “Región Metropolitana de Bogotá- Cundinamarca”, desconociendo la 
demandante que la mandataria orienta la planeación de la ciudad y que el 
Concejo es una instancia de planeación. Recalcando que para la autorización de 
AGATA se surtieron las debidas discusiones en el cabildo distrital. 
 
De lo anterior, es la Alcaldesa1 quien tiene la potestad de presentar el proyecto 
del acuerdo por el cual se adopta el plan de desarrollo, y la competencia del 
Concejo de Bogotá D.C. se limita a la aprobación del mismo, en los términos 
previstos en el Título II, Capitulo II, Decreto Ley 1421 de 1993.  
 
En igual forma, a juicio de la demandada, si bien el extremo actor refiere sobre la 
inexistencia de un concepto favorable sobre la creación de AGATA por parte del 
Consejo Territorial de Planeación Distrital y de estudios que sustenten la 
iniciativa, lo cierto es que no se quebrantaron los numerales 3 y 5 del artículo 39 
de la Ley 152 de 1994, ni el artículo 69 de la Ley 489 de 1998.  
 
Lo anterior, toda vez que el numeral 5 del artículo 13 del Acuerdo Distrital 12 de 
1994 dispone que el Alcalde Mayor, dentro de los dos meses siguientes a la fecha 
de su posesión, debe presentar ante el Consejo Territorial de Planeación el 
proyecto del plan de desarrollo, para que se rinda un concepto y se formulen las 
recomendaciones pertinentes. Sin embargo, ello no implica que el mandatario 
distrital no pueda incorporar otra serie de modificaciones antes de la presentación 
formal del proyecto al Concejo Distrital.   
 

                                                 
1 Citó los artículos 332 de la Constitución Política, Decreto Ley 1421 de 1993, artículo 65 del 

acuerdo 741 del 2019 y el artículo 13 del Decreto 1421 de 1992. 
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Frente ello, resaltó que tal como consta en la respuesta que obra a folio 9 si se 
tuvo en cuenta al Consejo Territorial de Planeación en el trámite del Plan de 
Desarrollo, resaltando que solo en el acto de creación de “AGATA” es el que 
debe incorporar los respectivos estudios. 
 
Por último, resaltó que la demandada tuvo en cuenta la participación de los 
interesados en las discusiones, para lo cual resaltó que en la contestación de la 
demanda aportará las pruebas el seguimiento de las peticiones que posiblemente 
radicó el extremo actor. 
 

2. CONSIDERACIONES 
 

2.1 Marco general de las medidas cautelares en lo contencioso 
administrativo.  

 
El artículo 229 del C.P.A.C.A., establece que, a petición de parte y debidamente 
sustentadas, pueden decretarse no solamente la suspensión provisional de los 
efectos de los actos administrativos sino las medidas cautelares que se 
consideren necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del 
proceso y la efectividad de la sentencia. 
 
Igualmente, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha sostenido que las 
medidas cautelares se establecen con el fin de garantizar y proteger la eficacia 
del proceso cuando el mismo así lo requiere2 y evitar una posible sentencia con 
efectos ilusorios3. 
 
Por su parte el artículo 230 del mismo estatuto, catalogó en cuatro tipos las 
medidas cautelares: (i) preventivas, (ii) conservativas, (iii) anticipativas, y, (iv) de 
suspensión, las cuales deberán tener relación directa y necesaria con las 
pretensiones de la demanda. 
 
En cuanto a las condiciones generales de procedibilidad, estas se encuentran en 
el artículo 229 relativas a que: (i) la solicitud de medidas cautelares se efectúa en 
procesos declarativos y (ii) debe mediar solicitud de parte. 
 
Adicionalmente, el artículo 231 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo establece requisitos especiales, diferenciando dos 
casos: (i) los necesarios para el estudio de las solicitudes de suspensión 
provisional y; (ii) los que se exigen para las demás modalidades de medidas 
cautelares. 
 
Respecto del primer caso se desprende que: (i) su procedencia debe surgir del 
análisis del acto demandando y su confrontación con las normas superiores 
invocadas como violadas o de las pruebas aportadas por el solicitante que 
conduzcan a la referida violación; y, (ii) que cuando existan pretensiones de 
restablecimiento del derecho deberá probarse, al menos sumariamente, la 
existencia de los perjuicios. Al no cumplirse con los requisitos enunciados, no es 
posible estudiar la solicitud de suspensión provisional. 
 
En el segundo caso, esto es cuando la medida cautelar es una distinta a la 
suspensión provisional del acto administrativo, deben concurrir cuatro requisitos: 
(i) que la demanda esté razonadamente fundada en derecho; (ii) que se 
demuestre la titularidad de los derechos invocados; (iii) que luego de una 

                                                 
2 Consejo de Estado mediante providencia de 29 de marzo de 2016, dentro del expediente No. 2015-00126. 
3 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “C” Consejera Ponente Olga Mélida Valle de la Hoz, de 4 de abril de 2016, 

Expediente 2014-00179. 
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ponderación de intereses en el estudio de las pruebas aportadas y los 
argumentos esgrimidos, se evidencie que es más gravoso para el interés público 
negar la medida que concederla y (iv) que se presente una de dos condiciones: 
a) la ocurrencia de un perjuicio irremediable o b) que sin la medida los efectos del 
fallo se tornen nugatorios. 
 
Adicionalmente se debe tener en cuenta que en virtud del artículo 229 del 
C.P.A.C.A. la decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 

2.2 Análisis de los requisitos de la medida cautelar solicitada. 
 
El Despacho procederá a verificar si formalmente se cumplen los requisitos 
contemplados en los artículos 229 y 231 de la Ley 1437 de 2011 y, comprobado 
esto y de ser procedente, se estudiarán de fondo los argumentos de la medida 
cautelar. 
 
En cuanto los requisitos generales, esto es, los contemplados en el artículo 229 
de la Ley 1437 de 2011, se advierten cumplidos en tanto que el medio de control 
de nulidad simple es un proceso declarativo y media solicitud de parte. 
 
Ahora bien, respecto el primer requisito específico relativo a que se cuente con 
una argumentación relativa a la presunta infracción de las normas superiores, se 
observa que se señaló la posible vulneración del artículo 29 de la Constitución 
Política, los numerales 3 y 5 del artículo 39 de la Ley 152 de 1994, los artículos 
50 y 69 de la Ley 489 de 1998, por lo que, se entiende satisfecho este requisito. 
 
Por lo anterior, se cumplen con la totalidad de los requisitos específicos indicados 
en el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, por lo que se procederá a estudiar de 
fondo los argumentos de la medida cautelar, a fin de determinar si, en esta etapa 
del proceso, se advierte una infracción a normas superiores. 
 

 Caso concreto 
 
De lo obrado en el expediente, es preciso aclarar que de la simple confrontación 
del acto acusado no se vislumbra, en esta etapa procesal, la infracción con las 
normas superiores, tal como se explica a continuación: 
 
En atención a las facultades constitucionales que fueron otorgadas a los 
Concejos Municipales (art. 313 de la C.P), de adoptar los correspondientes 
planes y programas de desarrollo económico, social y de obras públicas, el 
Concejo de Bogotá expidió el Acuerdo No. 761 de 2020. Es así que la demanda 
y con ello la solicitud de la medida cautelar de suspensión provisional, recae en 
el artículo 145 de dicha normativa, en el que se autoriza la conformación de la 
sociedad de Agencias de Analítica de Datos.  
 
Pues bien, los argumentos del actor en primera medida van dirigidos atacar el 
procedimiento del acto, al señalar que no se tuvo en cuenta la oposición que 
planteó la demandante en contra del artículo 112 del proyecto 123 de 2020. No 
obstante, el extremo pasivo señaló que en la contestación de la demanda se 
aportará el seguimiento de las peticiones que fueron elevadas por la demandante, 
es decir, dicha situación no está acreditada en el proceso. 
 
Ahora bien, no solo basta con demostrar que no fue resuelta dicha solicitud, pues 
es necesario analizar, si en efecto, esta circunstancia podría acarrear la nulidad 
del acto administrativo, lo que requiere de un análisis jurídico que no puede 
realizarse en este estado del proceso, es decir, de su simple manifestación no se 
acredita la infracción de la norma superior invocada, esto es, el debido proceso.  
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Así mismo, no es posible determinar en este estado del proceso, si se 
transgredieron los numerales 3 y 5 del artículo 39 de la Ley 152 de 1994, los 
artículos 50 y 69 de la Ley 489 de 1998, pues para ello también es necesario que 
se realice un análisis jurídico conforme las pruebas obrantes en el expediente, 
que acrediten que la norma que se demanda incurre en las causales de nulidad. 
 
Lo anterior porque el estudio sobre si el Concejo de Bogotá extralimitó sus 
funciones al autorizar la constitución de la sociedad Agencias de Analítica de 
Datos, la legalidad de incorporar el manejo de información personal, si el proyecto 
cuenta con los estudios respectivos y cuando estos deben presentarse, 
constituyen aspectos de fondo que deben ser resueltos en la decisión que ponga 
fin a la instancia. 
 
Debe tenerse en cuenta que en este asunto, el acto administrativo demandado 
cuenta con sus respectivas motivaciones fácticas, de orden constitucional y legal 
detallada, en las cuales el Concejo de Bogotá se amparó para proferir la norma 
acusada, que impiden en esta oportunidad inferir sobre su presunta ilegalidad, 
pues de decidirlo en esta etapa procesal, es claro que el Juzgado incurriría en 
prejuzgamiento. 
 
En consecuencia, sin perjuicio de lo que se llegare a probar dentro del proceso, 
de los argumentos expuestos por la demandante, dentro de esta solicitud de 
medida cautelar, no se advierten méritos para conceder la suspensión provisional 
solicitada. 
 
En mérito de lo expuesto, la Juez Cuarenta y Cinco Administrativa del Circuito 
de Bogotá, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República 
de Colombia, y por autoridad de la Ley,  
 

RESUELVE 
 

UNICO: NEGAR la medida cautelar de suspensión de suspensión provisional 
solicitada por ASOCIACIÓN NACIONAL DE TÉCNICOS EN TELEFONÍA Y 
COMUNICACIONES AFINES.   
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARIA CAROLINA TORRES ESCOBAR 
Juez 

J.P.C.L. 

 

 

Firmado Por: 

 

Maria Carolina Torres Escobar 

Juez 

045 

Juzgado Administrativo 

Bogotá D.C., - Bogotá, D.C. 

 



 

 

 

11001-33-41-045-2020-00171-00 
NIEGA SUSPENSIÓN PROVISIONAL. 

 11001-33-41-045-2018-00475-00 

6 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

d990f72d1d3914c4814828d9f5c4f7eeffac5d91f8a9cbfd12ca9fb2fdfc8753 

Documento generado en 06/09/2021 07:17:55 AM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN PRIMERA 

SUBSECCIÓN B 

  

AUTO INTERLOCUTORIO N°2021-09-543 NULIDAD 

 

Bogotá, septiembre veinte (20) de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE   110013334006 2020 00218 00 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD SIMPLE 

DEMANDANTE: FELIPE BASTIDAS PAREDES 

DEMANDADO:  BOGOTA D.C. –CONCEJO DE BOGOTÁ 

TEMA:  SUSPENSIÓN PROVISIONAL ART. 91 ACUERDO 

761 DE 2020 – PLAN DE DESARROLLO 

BOGOTÁ   

ASUNTO:  AUTO QUE RESUELVE RECURSO DE 

APELACIÓN CONTRA PROVIDENCIA QUE 

DECRETA MEDIDA CAUTELAR DE SUSPENSIÓN  

 

MAGISTRADO PONENTE:     MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN. 

 

Vista la constancia secretarial que antecede, procede la Sala a resolver de fondo el 

recurso de apelación interpuesto contra el Auto del 28 de mayo de 2021 que 

declaró como medida cautelar la suspensión del artículo 91 del Acuerdo 761 de 

2020, proferido por el Juzgado Sexto (6) Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá. 
 

I. ANTECEDENTES: 

 

1.1. Solicitud de medida cautelar   

 

El demandante presenta solicitud de suspensión provisional del artículo 91 del 

Acuerdo 761 de 2020 “Por medio del cual se adopta el Plan de desarrollo 

económico, social, ambiental y de obras públicas del Distrito Capital 2020-2024 

“Un nuevo contrato social y ambiental para la Bogotá del siglo XXI”, al considerar 

que el artículo 69 de la Ley 489 de 1998, establece que para la creación de 

entidades  descentralizadas,  que  incluye  su  autorización  para  crearlas,  debe  

contar con  el  estudio  demostrativo  que  justifique  la  iniciativa,  con  

observancia  de  los principios señalados en el artículo 209 de la Constitución 

Política.  

 

Empero, señala que la Alcaldía de Bogotá no presentó ningún estudio demostrativo 

que justificara la creación de la entidad descentralizada a que se refiere el artículo 

91del Acuerdo No. 761de 2020, lo que indica que la entidad actuó fuera de los 

estándares de transparencia, publicidad, eficacia y economía.  
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De este modo, considera que el Concejo autorizó la creación de una nueva entidad 

descentralizada para prestar servicios de transporte masivo de pasajeros, con 

desconocimiento evidente, por falta de aplicación del artículo 69 de la Ley 489 de 

1998, así como, falta de aplicación de los principios de la función administrativa 

previstos en el artículo 209 de la Constitución Política. 

 

Ademas, indica que se vulnera el numeral 1ºdel artículo 39 de la Ley 152 de  1994  

y  el artículo  259  de  la  Constitución Política porque la alcaldesa  electa no 

propuso durante su campaña que iría a crear una nueva entidad descentralizada del 

orden distrital para prestar servicios de transporte masivo de pasajeros, es decir, 

no propuso que el Distrito se convirtiera en un operador o prestador del servicio, lo 

que implica un  nuevo  modelo  o  esquema  del  papel  del Distrito en  el  servicio  

público  de transporte, por el cual los electores no conocieron ni votaron por esa 

propuesta.  

 

1.2. Decisión susceptible de recurso  

 

Se trata del Auto proferido el 28 de mayo de 2021 por el Juzgado Sexto (6) 

Administrativo del Circuito de Bogotá, a través del cual se decretó la suspensión 

del artículo 91 del Acuerdo 761 de 2020.  

 

Consideró el a quo que en efecto el artículo 69 de la Ley 489 de 1998 impone que 

las entidades descentralizadas se crean, en el orden distrital, por la ordenanza o el 

acuerdo, o con su autorización, y el proyecto respectivo deberá acompañarse del 

estudio demostrativo que justifique la iniciativa. Requisito que debe cumplirse 

tanto para el proyecto de creación como para el de autorización de creación o 

constitución de las entidades descentralizadas, toda vez que la norma no excluye ni 

limita dicho requisito únicamente para la creación de entidades descentralizadas. 

 

Conforme lo anterior, concluye:  

 

“Revisado el contenido del artículo 91 acusado se verifica que se autorizó a la 

Alcaldesa Mayor de Bogotá para participar en la creación de una sociedad por acciones 

de naturaleza pública-operadora distrital de transporte-, encargada de prestar el 

servicio público de transporte masivo en Bogotá o en su área de influencia, 

autorización que fue conferida pro tempore, por un lapso de 12 meses siguientes a la 

promulgación del Acuerdo Distrital 761 de 2020. Ahora, de las pruebas que fueron 

allegadas con la solicitud de medida cautelar, obra certificación expedida por el 

Secretario General del Concejo de Bogotá, mediante la cual pone de presente que la 

Administración Distrital al momento de radicar el Proyecto  de  Acuerdo  123  de  

2020  “Por  medio  del  cual  se  adopta  el el  (sic) Plan  de desarrollo económico, 

social, ambiental y de obras públicas del Distrito Capital 2020-2024 “Un nuevo 

contrato social y ambiental para la Bogotá del siglo XXI”, no allegó documentos 

adicionales respecto del artículo 88 del Proyecto de Acuerdo que previó la  

autorización, es  decir, no  aportó documentos  relacionados  con  el  operador  a 

constituir,  denominados  estudios  de  prefactibilidad y  “estudio  demostrativo  que 

justifique  la  iniciativa”.  (Cuaderno de medida cautelar, archivo 02, expediente 

digitalizado). 
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Así las cosas, analizado el contenido del artículo del Acuerdo Distrital demandando y 

la certificación antes mencionada, para el Despacho surge la vulneración del artículo 

69  de  la  Ley  489  de  1998,  toda  vez  que con  el  proyecto de Acuerdo  de  Plan  

de Desarrollo,  la  señora Alcaldesa  Mayor  de  Bogotá  no  presentó ni allegó  el  

estudio demostrativo que justificara la concesión de la autorización para crear o 

constituirla sociedad  por  acciones de  naturaleza  pública que  se  encargará  de  la  

operación  del transporte masivo en el Distrito Capital, requisito exigido por la 

norma.  

 

En   efecto, es   indudable   que   el   Concejo   de   Bogotá   goza   de   atribuciones 

constitucionales y legales -previstas en el artículo 12, numerales 8 y 9, 55 del Decreto 

Ley 1421 de 1993 y parágrafo del artículo 49 y 96 de la Ley 489 de 1998-para autorizar 

la creación de las entidades descentralizadas de tipo societario; empero, el proyecto 

de acuerdo, cuya iniciativa corresponde a la Alcaldesa Mayor, debe estar acompañado 

del estudio técnico que justifique, soporte o contenga las motivaciones para solicitar 

la autorización por  parte  del Ente Edilicio  para  constituir  la  sociedad  por  

acciones operadora del servicio público de transporte masivo en el Distrito Capital, 

tal como lo exige el artículo 69 antes citado, el cual fue inobservado, en tanto aquel 

documento no  fue  aportado  con  el  proyecto  de  acuerdo contentivo  de  la  

iniciativa,  tal  como  lo certificó el Secretario del Concejo Distrital.  

 

Cuando la norma exige que al respectivo proyecto se  acompañe  el denominado 

“estudio demostrativo”, propende porque el Ente edilicio tenga conocimiento de las 

razones o motivos que sustentan o justifiquen la iniciativa para emitir la autorización 

de  creación  de  una  entidad  descentralizada,  requisito  que  no  puede  ser omitido 

tal como lo aduce la entidad demandada, para ser incorporado en una fase 

subsiguiente a su constitución, porque la normano permite tal hipótesis. La exigencia  

del  estudio  demostrativo  como  lo estipula la  norma  infringida  resulta razonable 

toda vez que la facultad atribuida al Concejo Distrital no se circunscribe a emitir una 

simple autorización a través del Acuerdo respectivo, sino que en el mismo se  deben  

fijar  los  criterios  o  directrices  que  orientaran  la  constitución  de  la  entidad 

descentralizada  de  orden  societario, pues  en  dicho  Acto  Administrativo  se  

deberán determinar aspectos como: el objeto, la naturaleza, domicilio, duración, la 

participación del capital accionario, entre otros, lo cual requiere de aquel requisito. 

 

Los anteriores razonamientos permiten colegir y reiterar que surge la vulneración del 

artículo 69 de la Ley 489 de 1998, toda vez que la autorización  para  crear  una 

sociedad por acciones, encargada de operar el servicio de transporte público masivo 

en  Bogotá  D.C.  y su área de influencia, contenida en el artículo 91 del Acuerdo 

Distrital, incumplió con  el  presupuesto  de  haberse  allegado  el  estudio  

demostrativo que  justificara  la  iniciativa  presentada  por  la  Alcaldesa  en  el  

Proyecto  de  Acuerdo contentivo del Plan de Desarrollo, en el cual se incluyó tal 

autorización, razón por la cual  debe  decretarse  la  suspensión  provisional  del  

mencionado  artículo  91 del Acuerdo Distrital 761 de 2020.” 

 

1.3. Sustento fáctico y jurídico del recurso de apelación 

 

El Concejo de Bogotá presenta su recurso de apelación precisando en primer lugar 

que el a quo considera de manera equivocada que el artículo 69 de la Ley 489 de 

1998 deba aplicarse tanto para la creación de entidades descentralizadas, como 

para la autorización de creación o constitución, pues como la norma taxativamente 
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lo prevé, aplica solo para la creación de la entidad y no de su autorización, que 

corresponde es al aval, aprobación, anuencia o permiso.  

 

Señala que el estudio demostrativo que justifique la creación de la entidad 

descentralizada debe aportarse es al momento de solicitar la autorización al 

Concejo Distrital.  

 

Considera que para determinar si el artículo 91 del Plan Distrital de Desarrollo 

vulneró alguna norma y analizar su legalidad deben efectuarse todas las etapas 

procesales establecidas, pues con la suspensión decretada se desconocen los 

presupuestos para el decreto de medidas cautelares.  

 

Refiere que el concepto del Consejo de Estado analizado por el Juez se dio para 

atender un tema diferente al del asunto que compete, ya que se trató de una 

competencia para autorizar la creación de entidades descentralizadas indirectas en 

el Distrito Capital, teniendo en cuenta el artículo 12, numeral 9, del Decreto 1421 

de 1993, que se refiere al Concejo Distrital, y el artículo 49 de la Ley 489 de 1998 

que incluye al Alcalde Mayor. 

 

Es decir, no hace referencia a que debe presentarse el “estudio demostrativo que 

justifique la iniciativa”, pues ese no era el objeto de la consulta y tampoco 

resultaba necesario para absolverla, además se distingue allí dos momentos para la 

creación de una nueva entidad descentralizada, primero su autorización y otra la 

creación propiamente.  

 

Concretamente manifiesta:  

 

“En primer lugar no es cierto, como al parecer lo entiende el Despacho, que el 

Concejo Distrital hubiese autorizado a la Alcaldesa Mayor en representación del 

Distrito Capital o TRANSMILENIO S.A., para participar en la creación de una sociedad 

por acciones, a través del artículo 91 del Plan de Desarrollo, sin tener previo 

conocimiento de las razones que llevaron a extender semejante autorización. 

 

Evidentemente, el Concejo de Bogotá conocía del proyecto de articulado del plan de 

desarrollo, incluido el actual artículo 91, porque al interior de la Corporación se 

surtieron varios debates antes de ser aprobado el texto definitivo del Plan de 

Desarrollo Distrital y porque una  de  las  principales  propuestas  en  materia  de  

movilidad  de  la  entonces candidata  Claudia  López  consistía  en  robustecer  el  

transporte  público  masivo  de  la ciudad. Además, la movilidad fue un tema 

transversal en todo el programa de gobierno de la candidata, pues se articulaba con 

las propuestas de Bogotá́ y la región y tiene una incidencia directa en temas de 

productividad y calidad de vida. (…) 

 

Justamente, dentro de los debates adelantados en el Concejo Distrital fueron varias 

las manifestaciones de los Concejales que daban cuenta del conocimiento del proyecto 

que culminó en el artículo 91 del Acuerdo 761 de 2020 (…) Entonces, una cosa es que 

el Cabildo Distrital debía conocer, como en efecto ocurrió, las razones que llevaron a 

la alcaldesa a solicitar una autorización para crear una entidad descentralizada  y  

otra,  muy  diferente,  es  que  a  la  solicitud  de  autorización  para  la creación de 
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una entidad descentralizada deba acompañarse el estudio demostrativo que justifique 

la iniciativa de creación, al que se refiere el artículo 69 de la Ley 489 de 1998.”  

 

Finalmente refiere que existen dos procedimientos para la creación de las entidades 

descentralizadas, uno para las indirectas y otro para las directas, así: 

 

“En este sentido, para la creación de las entidades descentralizadas directas en el 

nivel territorial basta, al tenor del artículo 69 de la Ley 489 de 1998, con que la 

respectiva ordenanza de la Asamblea Departamental o el acuerdo del Concejo 

Municipal o Distrital así lo determiné, por lo tanto, su nacimiento a la vida jurídica se 

configura en su totalidad al momento de expedición de la respectiva ley o acto 

administrativo proferido por la corporación pública correspondiente.  

 

Esto no ocurre en el caso de las entidades descentralizadas indirectas en el nivel 

territorial, cuya creación es un acto complejo por cuanto deben producirse dos 

autorizaciones previas y además la celebración del acto de constitución que sería en sí 

el momento real de su creación o nacimiento a la vida jurídica. Estos actos son a 

saber: i) la obtención de la autorización para su constitución por parte de la 

respectiva Asamblea Departamental, o Concejo Municipal o Distrital, de acuerdo con 

lo preceptuado en el artículo 69 de la Ley 489 de 1998, ii) también la autorización 

para su constitución por parte del gobernado o alcalde respectivo de acuerdo con lo 

establecido en el parágrafo del artículo 49 de la Ley 489 de 1998, y iii) la constitución 

propiamente dicha de la entidad descentralizada de acuerdo con las disposiciones del 

Código de Comercio o de la norma aplicable  con  sus  características,  momento  en  

el  cual  se  produce  efectivamente  el nacimiento a la vida jurídica de dicha 

entidad.”  

 

Concluye entonces que el Concejo de Bogotá lo que hizo fue autorizar a la Alcaldía 

Mayor de Bogotá o a Transmilenio S.A. a participar en la creación de una sociedad 

por acciones conformada por entidades pública, por lo que, el  Concejo  de  Bogotá  

no  está  creando  directamente el operador distrital de transporte sino 

simplemente lo está autorizando, además que la autorización es para la 

constitución de una sociedad por acciones, razón por la cual, para que la misma 

surja a la vida jurídica se requiere además de este acto del Concejo de Bogotá,  la  

autorización  de  la  Alcaldesa  Mayor  de  Bogotá  y  también  la  suscripción, 

protocolización e inscripción de la respectiva acta de constitución de la sociedad, 

bajo los  cánones  del  Código  de  Comercio,  luego  entonces  bajo  ninguna  

circunstancia  se puede  equiparar,  como  erróneamente  lo  ha  hecho  el a quo, 

que  la  mencionada autorización del cabildo distrital sea per se la creación de la 

entidad descentralizada indirecta, sino apenas es uno más de los pasos que debe 

surtir el acto complejo de creación. 

 

Así pues, indica que no tendría sentido que el Legislador, la Asamblea o el Concejo 

municipal autorizaran la creación de una entidad descentralizada si ya existiera el 

estudio que sustentara tal decisión, pues, en tal caso, bastaría con que esos 

órganos de representación popular ejercieran sus competencias constitucionales y 

legales y crearan directamente la entidad, siendo en este caso una entidad 

descentralizada indirecta que requiere un mayor procedimiento y etapas. Incluso la 

misma disposición acusada -artículo 91 del Acuerdo 761 de 2020-establece que la 
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participación del Distrito Capital o TRANSMILENIO S.A., en la creación de esa 

sociedad por acciones está supeditada a los resultados de estudios técnicos y 

financieros. 

 

Por último, informa:  

 

“El  parágrafo  del  artículo  91  del  Plan  de  Desarrollo Distrital  estableció que la 

Administración Distrital ejercerá la autorización que otorga este artículo dentro de 

los doce (12) meses siguientes a la promulgación del presente Acuerdo. Lo anterior, 

significa que la facultad concedida es de las llamadas pro Tempore, es decir, que se 

encontraba determinado un plazo límite, por lo que de conformidad con esto dentro 

del término la Administración Distrital debió proceder con la aplicación de dicha 

facultad.  

 

Esta facultad fue ejercida por la Administración Distrital mediante la expedición del 

Decreto 188 del 27 de mayo de 2021“Por medio del cual se autoriza la constitución del 

Operador Distrital de Transporte”. Dicho acto administrativo, además de la 

autorización de la alcaldesa, señala el objeto, funciones, régimen jurídico, accionistas 

y demás elementos de la nueva entidad descentralizada, de acuerdo con el artículo 50 

de la Ley 489 de 1998. En ese orden, podría entenderse que la autorización impartida 

por el Concejo Distrital en el artículo 91 del Acuerdo 761 de 2020 se agotó con la 

expedición del Decreto Distrital 188 de 2021 y, en tal sentido, la suspensión 

provisional de dicho artículo no afecta el decreto expedido por la alcaldesa ni las 

gestiones subsiguientes y necesarias que permitan prestar el servicio de transporte 

público en Bogotá D.C., y su área de influencia.” 

 

1.4. Traslado del recurso de apelación  

 

La parte demandante, en su traslado refiere que no existió el estudio demostrativo 

que justifique la iniciativa  de  crear  o  autorizar la  creación, lo cual es aceptado 

por la entidad, y en esa medida debe mantenerse incólume la interpretación dada 

por el juez, ya que el estudio exigido por la ley debe existir antes de la creación o 

la autorización para  la  creación  de  una  entidad descentralizada,  toda  vez que, 

de  no  ser así, la  creación directa  sería  una  decisión  motivada  y  la 

autorización  para  la  creación  sería un decisión no motivada, carente de 

justificación.  

 

Concluye que los debates en el concejo no corrigen la iniciativa presentada sin 

cumplir requisitos legales, formales y materiales, pues es la norma la que exige 

esos estudios, independientemente de dichos debates o discusiones y por tanto la 

medida adoptada no es desproporcionada.  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

2.1. Competencia 

 

Al tratarse del recurso de apelación en contra del auto que decretó una medida 

cautelar de suspensión provisional, debe observarse el literal h) del numeral 2 del 

artículo 125, de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 20 de la Ley 2080 
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de 2021, dispone que corresponde a la Subsección resolver la apelación del auto 

que decreta, niega o modifica una medida cautelar, así:  

 

“ARTÍCULO 125. DE LA EXPEDICIÓN DE PROVIDENCIAS. La expedición de las 

providencias judiciales se sujetará a las siguientes reglas: (…) 

 

2. Las salas, secciones y subsecciones dictarán las sentencias y las siguientes 

providencias: (…) 

h) El que resuelve la apelación del auto que decreta, deniega o modifica una 

medida cautelar. En primera instancia esta decisión será de ponente.” 

 

De este modo, la Subsección es competente para resolver la apelación del auto que 

decretó una medida cautelar proferido por el Juzgado Sexto (6) Administrativo del 

Circuito de Bogotá, y perteneciente al Distrito Judicial Administrativo que preside 

este Tribunal, y en esa medida, se reúnen los factores para determinar que esta 

Corporación es funcional y territorialmente competente para conocer del recurso 

de alzada de la referencia. 

 

2.2. Presupuestos de procedencia y oportunidad del recurso: 

 

De conformidad con el N°5 del artículo 243 de la Ley 1437 de 2011 modificado por 

el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021, contra el Auto que decreta una medida 

cautelar procede el recurso de apelación en el efecto devolutivo y en los términos 

de que trata el N°3 del artículo 244 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el 

artículo 64 de la Ley 2080 de 2020, el recurso de apelación debe ser formulado y 

sustentado ante el Juez que profirió la providencia, dentro de los tres (3) días 

siguientes a la notificación por estado. 

 

En el caso concreto el Auto 28 de mayo de 2021 fue notificado por estado el 31 de 

mayo del mismo año, por lo que el término con que contaba el demandado para 

interponer el recurso comenzó desde el 1 de junio y estaba llamado a fenecer el 3 

de junio del mismo año, encontrando que el recurso fue interpuesto en ese último 

día (Expediente Digital 09, C2 Medida Cautelar), por lo que se encuentra acreditada 

la oportunidad en su interposición y sustentación. 

 

2.3.  Consideraciones de fondo en torno al recurso de apelación: 

 

En primer lugar aclara la Sala que si bien el a quo no realizó el análisis 

individualizado de los requisitos de que trata el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011 

para su amparo, adoptó la medida cautelar decretada con fundamento en las 

pruebas obrantes y allegadas en el proceso, así como también los argumentos y 

pronunciamientos presentados por las partes, por lo que se analizará su 

procedencia de conformidad con lo existente en el expediente y las sustentaciones 

presentadas.  

 

En ese orden ideas, el juez de primera instancia consideró que atendiendo a las 

pruebas allegadas y al pronunciamiento de la entidad demandada lo que procedía 

era acceder a la solicitud presentada, sin embargo, el Concejo de Bogotá insiste en 
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que no se ha vulnerado la normatividad constitucional y legal aplicable y por tanto 

debe revocarse la decisión, fundamentos frente a los cuales se realiza el siguiente 

análisis: 

 

2.3.1. Examen de los requisitos para adoptar medidas cautelares   

 

De acuerdo con el marco normativo, doctrinal y jurisprudencial, para que proceda 

la medida de suspensión provisional de los actos impugnados, es necesario que se 

constaten los siguientes elementos: 

 

2.3.2. Requisitos de procedibilidad 

 

Para que proceda toda medida cautelar y por ende la de suspensión es necesario en 

primer lugar que se configuren inicialmente, los siguientes requisitos de 

procedibilidad: 

 

2.3.2.1. Que se trate de un proceso declarativo (Art. 229 del CPACA) 

 

Este aspecto se cumple a cabalidad, como quiera que el medio de control invocado 

con pretensiones de nulidad es de carácter declarativo y por ende se tramita 

conforme a lo establecido en los artículos 229 y siguientes de la Ley 1437 de 2011.  

 

2.3.2.2. La medida guarde relación directa y necesaria con las pretensiones de 

la demanda (Art.   230 del CPACA) 

 

Como se aprecia, la medida cautelar solicitada es de la siguiente naturaleza: 

suspensión provisional del artículo 91 del Acuerdo 761 de 2020 “Por medio del 

cual se adopta el Plan de desarrollo económico, social, ambiental y de obras 

públicas del Distrito Capital 2020-2024 “Un nuevo contrato social y ambiental para 

la Bogotá del siglo XXI”. 

 

Así las cosas, el contenido y alcance de la medida cautelar solicitada tiene relación 

diáfana con las pretensiones de la demanda, esto es, con la declaratoria de nulidad 

parcial del acto administrativo cuya suspensión se depreca. 

 

2.3.2.3. La medida haya sido solicitada antes de la notificación del auto 

admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso (artículo 229 del 

CPACA) 

 

Presupuesto cumplido en atención a que la medida fue presentada con la demanda, 

en un acápite específico, esto es, antes de notificarse el auto admisorio de la 

demanda. 

 

2.3.2.4. De fondo: Presupuestos del artículo 231 del CPACA Violación de las 

disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito 

separado, cuando tal violación surja i) del análisis del acto demandado y su 
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confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o ii) del estudio 

de las pruebas allegadas con la solicitud. 

 

El artículo 230 de la Ley 1437 de 2011 establece las medidas cautelares que pueden 

ser decretadas por el juez o magistrado ponente dentro de las cuales se encuentra 

la de suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo, e impartir 

órdenes de hacer o no hacer a alguna de las partes de la litis, con el objeto de 

evitar o prevenir un perjuicio o la agravación de sus efectos. 

  

En el caso concreto tal y como se indicó en líneas anteriores, la medida cautelar 

tiene por objeto la suspensión provisional del artículo 91 del Acuerdo 761 de 2020 

“Por medio del cual se adopta el Plan de desarrollo económico, social, ambiental y 

de obras públicas del Distrito Capital 2020-2024 “Un nuevo contrato social y 

ambiental para la Bogotá del siglo XXI”. 
 

Conforme a lo expuesto por el demandante, su procedencia se justifica en que se 

desconoció lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley 489 de 1998 y por ende el 

artículo 209 constitucional, ya que no se presentaron los estudios demostrativos 

que se exigen para la creación de una nueva entidad descentralizada.  

 

De este modo, para que proceda el decreto de dicha medida cautelar se hace 

necesario que se cumplan los presupuestos indicados en el artículo 231 ibidem que 

señala: 

 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares.  

 

Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional 

de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o 

en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del 

análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas 

como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 

adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 

perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos. (…)” 

 

En ese orden de ideas, la Sala deberá analizar si la medida cautelar solicitada, 

cumple con los presupuestos indicados en el primer inciso del artículo 231 en cita 

(de suspensión provisional de los actos demandados), puesto que el argumento 

principal de procedencia que esgrime el demandante hace referencia explícita a 

una contradicción entre las disposiciones referidas en las normas y el acto 

administrativo impugnado, por haber sido expedido con vulneración de normas 

superiores al desconocer el procedimiento establecido para la creación de una 

entidad descentralizada del orden distrital y con ello, determinar si la medida debe 

ser revocada, modificada o confirmada. 
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2.3.2.4.1 La violación surge del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio 

de las pruebas allegadas con la solicitud 
 

En el sub judice el demandante presentó en debida forma los argumentos y 

fundamentos de hecho y derecho para solicitar la medida cautelar presentada, y en 

su demanda expuso de forma clara y precisa los hechos y las pretensiones, así como 

también señaló su concepto de violación respecto del acto demandado. De allí que 

la demanda formulada por este fue admitida mediante Auto del 1 de marzo de 

2021. 

 

Lo anterior no significa, per se que los cargos de nulidad invocados por el 

demandante tengan vocación de prosperidad, o que la demanda esté revestida de 

apariencia de buen derecho1, o que la presunta violación de las normas en que 

debía fundarse surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las 

normas superiores o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud.  

 

En ese sentido, se advierte de un lado que el deber de “fundar razonablemente 

una demanda en derecho”, se traduce en una carga procesal que la Ley 1437 de 

2011 le impone al demandante a fin de esclarecer y precisar el objeto del litigio, 

garantizar la materialización de los derechos de contradicción y defensa de su 

contraparte, y facilitar el ejercicio de las facultades oficiosas de interpretación de 

la causa petendi y adecuación a las vías procesales adecuadas, en los eventos de 

indebida elección del medio de control. 

 

Desde luego, el análisis no se circunscribe a la sola estructuración de los capítulos 

de la demanda por cuánto ese aspecto corresponde a un requisito formal (art. 162 

CPACA), por tanto, se trata del planteamiento de una teoría del caso plausible que 

encuentra en principio respaldo en el ordenamiento jurídico (normas, principios, 

prácticas jurisprudenciales, conceptos, teorías jurídicas, etc., generalmente 

aceptados y que constituyen el estado del arte de la cuestión tratada o en debate) 

en la medida en que la situación fáctica permite una inferencia inmediata con 

dicho ordenamiento, su uso en el caso concreto es coherente y no anfibológico, 

equívoco o forzado, que se mueve en los márgenes claros del derecho en estudio  y 

no en los que la “zona de penumbra” resulta prevaleciente, con la salvedad por 

supuesto, de problemas ambientales en los que los principios de prevención y 

precaución son la clave de suficiencia si se reúnen sus requisitos. Pero en todo, 

caso, es apenas una apariencia, no una certeza, dado que estamos al comienzo del 

proceso y no en su culminación. 
 

Bajo esta perspectiva, el fumus boni iuris en este caso se predica según el 

demandante en cuanto a que el acto administrativo fue expedido en violación a las 

normas superiores esto es el artículo 49 de la Ley 489 de 1998 y el artículo 209 

constitucional, la Sala procede a realizar el análisis respectivo, partiendo del 

artículo 91 del Acuerdo No. 761de 2020 “Por medio del cual se adopta el Plan de 

Desarrollo Económico,  Social,  Ambiental,  y  de  Obras  Públicas  del  Distrito  

 
1Fumus boni iuris 
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Capital  2020-2021 “Un Nuevo Contrato Social y Ambiental para la Bogotá del Siglo 

XXI”, que dispone:  

 

“Artículo 91. Autorización para constituir operador público. Se autoriza a la 

Alcaldesa Mayor en representación del Distrito Capital o TRANSMILENIO S.A., para 

participar en la creación de una sociedad por acciones -Operadora Distrital de 

Transporte-, con la participación de entidades públicas de acuerdo con los 

resultados de estudios técnicos y  financieros,  con  personería  jurídica,  adscrita  

al  sector  movilidad,  con  autonomía administrativa,  contable,  financiera,  

presupuestal  y  patrimonio  propio,  para  lo  cual  se podrán realizar los aportes a 

que haya lugar. Esta sociedad tendrá como objeto, entre otras actividades, la 

prestación del servicio público de transporte masivo en Bogotá D.C. o su área de 

influencia, en sus diferentes componentes y modalidades. La sociedad no podrá ser 

operador exclusivo en Bogotá D.C. Esta sociedad tendrá una junta directiva la cual 

será presidida por el Alcalde Mayor o quién este designe y tendrá un representante 

legal de libre nombramiento y remoción designado por el Alcalde Mayor. El 

patrimonio estará integrado por los aportes distritales y demás aportes que se 

efectúen. Los estatutos de la sociedad deberán incorporar la formulación de un código 

de gobierno corporativo que incluya lineamientos de idoneidad para la elección de su 

órgano de dirección, su permanencia, mecanismos que promuevan la transparencia, la 

rendición de cuentas y la gestión de conocimiento. 

 

Parágrafo. La Administración Distrital ejercerá la autorización que otorga este 

artículo dentro de los doce (12) meses siguientes a la promulgación del presente 

Acuerdo.” (Subrayado y negrilla fiera de texto) 

 

A su turno, el artículo 69 de la Ley 489 de 1998, señala: 

 

“ARTICULO 69. CREACION DE LAS ENTIDADES DESCENTRALIZADAS. Las entidades 

descentralizadas, en el orden nacional, se crean por la ley, en el orden 

departamental, distrital y municipal, por la ordenanza o el acuerdo, o con su 

autorización, de conformidad con las disposiciones de la presente ley. El proyecto 

respectivo deberá acompañarse del estudio demostrativo que justifique la 

iniciativa, con la observancia de los principios señalados en el artículo 209 de la 

Constitución Política.” (Subrayado y negrilla fiera de texto) 

 

De este modo, es claro que para el asunto que nos atañe, para crearse una entidad 

descentralizada del orden distrital, debe realizarse por medio de un acuerdo o 

contar con la respectiva autorización por parte del Concejo de Bogotá, y además el 

proyecto debe ir acompañado de un estudio demostrativo que justifique esa 

iniciativa.  

 

Ahora bien, la exigencia de dicho estudio alude a la creación de la entidad, pues a 

dicho evento hace referencia el articulado, por lo que los actos de creación se 

refieren a las normas legales que regulan cada entidad, dentro de los cuales se 

encuentra su objeto y las actividades que puede realizar para desarrollarlo, entre 

las cuales, para que pueda asociarse con otras entidades, debe existir la 

autorización expresa.  
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Lo anterior por cuanto una entidad descentralizada indirecta, como la que afirma 

la entidad demandada pretende crearse, es concebida como aquella que surge por 

la voluntad asociativa de los entes públicos entre sí o con la intervención de 

particulares, previa autorización legal. 

 

Por ello se distingue entre la norma de creación o de autorización de una entidad 

descentralizada, de la norma de organización de la misma, la cual se explica en el 

hecho de que unas entidades son creadas por acuerdo o asociación y otras 

mediante un acto unilateral, de ahí que se prevean las dos modalidades: 

autorización y creación por cuanto, aun cuando ambas modalidades habilitan el 

surgimiento en el mundo jurídico de una nueva entidad, cuando es suficiente la 

manifestación unilateral de la autoridad pública que expide la ley, ordenanza o 

acuerdo se invoca la primera, y cuando requiere la concurrencias de más 

voluntades sean pública o privadas, se utiliza la segunda.  

 

En otras palabras, aquellas que son directas, o creadas por acto unilateral, deben 

ser creadas y organizadas por la ley, ordenanzas o acuerdos, lo que indica que es a 

través de normas de rango nacional, departamental o municipal, que se crea y 

además se estructura esta clase de entidades, por lo que es en estas normas donde 

debe buscarse su regulación, los elementos que las constituyen, el derecho 

aplicable, etc., mientras que las asociativas, como la que se pretende en el asunto, 

deben ser autorizadas por ley, ordenanza o acuerdo, pero su organización se hace a 

través de estatutos que son acordados por los miembros que las conforman, y 

jerárquicamente estarán siempre por debajo de la norma que autoriza la creación 

de la entidad. 

 

En el presente caso, el a quo consideró en su análisis de la medida solicitada que 

“al proyecto respectivo” deberá acompañarse del estudio demostrativo que 

justifique la iniciativa, lo que significa que dicho requisito debe cumplirse tanto 

para el proyecto de creación como para el de autorización de creación o 

constitución de las entidades descentralizadas, toda vez que la norma no excluye ni 

limita dicho requisito únicamente para la creación de entidades descentralizadas. 

 

Como fundamento de su postura acoge el concepto emitido el 22 de octubre de 

2007, radicación 1844 de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo Estado, sin 

embargo, huelga aclarar que en dicho concepto se analizaba la competencia para 

su autorización y no lo relativo propiamente a la necesidad del estudio 

demostrativo en ambas etapas, autorización y creación.  

 

No obstante, conforme la norma analizada como vulnerada, y en el contexto que 

ella misma establece, no permite de forma directa considerarse vulnerada 

conforme los argumentos del a quo, pues este no analizó si quiera el trámite 

adelantado en los debates del Concejo de Bogotá al momento de aprobar el 

artículo 91 del Acuerdo  Distrital 761  de  2020, tal y como lo informa la entidad en 

su recurso y por demás, el estudio detallado de su aprobación debe propiciare 

dentro de un proceso judicial que surta las etapas respectivas, probatorias, de 

contradicción y defensa, ya que no es tan evidente la trasgresión a la norma.  
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Mas cuando debe analizarse dentro del proceso, que en el articulado demandado i) 

se autoriza la participación de la alcaldesa en la creación de la entidad, no se está 

creando propiamente, pues en su parágrafo inclusive, dice que esa función de 

participar en la creación la hará mediante un acto posterior, acto que igualmente 

puede ser demandado si se cuestiona su legalidad; ii) se habla allí que esa 

participación en la creación se hará conforme los resultados de estudios técnicos y 

financieros que se consoliden, esto es, la misma norma se supedita a su existencia, 

existencia que para el momento procesal en el que nos encontramos, no se tiene 

certeza de que no se hayan efectuado como lo afirma el demandante; y iii) 

finalmente, no se realiza un análisis de lo acreditado hasta el momento en el 

proceso, es decir las pruebas que hasta ahora se hubieran allegado, para reforzar o 

consolidar la tesis que avala la suspensión del acto.  

 

Por tanto, si bien el juez de primera instancia informa que aquel documento no fue 

aportado con el proyecto de acuerdo contentivo de la iniciativa, tal como lo 

certificó el Secretario del Concejo Distrital, y además considera que son necesarios 

los estudios demostrativos tanto para la autorización, como para la creación de la 

entidad, lo cual no es objeto de discusión en este momento, sino al proferir la 

decisión final, no se observa que haya estudiado la finalidad del articulado- 

autorizar la participación, no creación- y tampoco hace referencia a los estudios 

técnicos y financieros que la misma norma dice que tiene que considerar, 

previamente a la creación de la entidad.  

 

Es más, no es posible en este punto determinar que sea lo mismo autorizar la 

participación en una creación de una entidad, a autorizar su creación o a crearla 

directamente, lo que quiere decir que el Juez debe proveerse de todo el acervo 

probatorio que pueda consolidar en el proceso para definir dicha situación, sin que 

con lo acreditado hasta el momento pueda vislumbrarse una vulneración evidente 

de la norma y ordenar la suspensión del acto acusado.  

 

Inclusive, de lo informado por el Concejo, existe un acto posterior - Decreto 188 

del 27 de mayo de 2021 “Por medio del cual se autoriza la constitución de la 

Operadora Distrital de Transporte” – en el que sí se refiere propiamente a la 

autorización para la creación de la entidad y además se hace referencia al estudio 

demostrativo elaborado por TRANSMILENIO S.A., y revisado por la Secretaría 

Distrital de Movilidad, aspecto que igualmente debe ser objeto de análisis por parte 

del Juez al adoptar una decisión final. Ademas el Concejo arguye que deben 

analizarse los debates efectuados para aprobar el articulado, aspecto al que no se 

refiere el juez, y que además debe analizarse conforme las demás pruebas que se 

recauden.  

 

En consecuencia, la exigencia de la entrega de un estudio demostrativo, tanto para 

la autorización, como para la creación o participación en la creación, es el aspecto 

de fondo que debe analizar el a quo, sin que en este momento procesal y solo con 

fundamento en un concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil, permita 
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determinar su obligatoriedad o no, pues atender a este demuestra que no es tan 

clara la disposición normativa.  

 

Ahora, sea que su conclusión sea afirmativa o no, lo cierto es que el fundamento 

acogido para la suspensión provisional del acto no deriva en una violación clara y 

plausible de las normas invocadas como violadas.  

 

En consecuencia, la medida cautelar de suspensión provisional del artículo 91 del 

Acuerdo 761 de 2020 no resulta procedente, sin embargo, se recuerda que lo 

referente a la anulación del acto demandado y su legalidad, será analizada a lo 

largo del proceso.   

 

. 

 

Por tanto, se revocará la decisión proferida por el Juzgado Sexto (6) Administrativo 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C., atendiendo a las consideraciones señaladas en 

la presente providencia.  

 

En mérito de lo expuesto, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: REVOCAR la decisión adoptada por el Juzgado Sexto (6) Administrativo 

del Circuito Judicial de Bogotá D.C., en el Auto del 28 de mayo de 2021, a través 

del cual se suspendió provisionalmente el artículo 91 del Acuerdo 761 de 2020, de 

conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: En firme esta providencia, vuelva el expediente al despacho de origen. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

MOISÉS RODRIGO MAZABEL PINZÓN 

Magistrado 

 

 

 

CLAUDIA ELIZABETH LOZZI MORENO (E)   OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS 

  Magistrada      Magistrado 


